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Presentación
El 20 de enero de 2025, Donald Trump tomó posesión como 47º presidente de 
los Estados Unidos, iniciando inmediatamente una errática sucesión de decisio-
nes, muchas veces contradictorias, que han alterado el statu quo preexistente 
en materias fundamentales para la gobernanza global. El presidente de los EEUU 
ha arremetido contra el marco institucional de relaciones internacionales surgi-
do de la segunda guerra mundial, que abarca entre otros los derechos humanos 
o la estructura institucional de la ONU, incluyendo sus agencias y acuerdos. Ya 
antes de su toma de posesión anunció la retirada de su país de más de sesenta 
agencias internacionales relacionadas con temas tan diversos como el cambio 
climático, la ayuda al desarrollo, la cultura, el comercio o las mujeres.

Situado al margen del derecho internacional, Trump ha ordenado ejecuciones 
extrajudiciales de presuntos narcotraficantes (principalmente en el Caribe), el 
secuestro del presidente en ejercicio de un país soberano –Maduro en Vene-
zuela- o el ataque unilateral a Irán, con el bombardeo de sus instalaciones nu-
cleares en la denominada guerra de los doce días. También en la política do-
méstica ha violado los derechos de los inmigrantes organizando las patrullas de 
la ICE, que han cometido asesinatos y secuestros indiscriminados.

La actuación del nuevo presidente de los EEUU ha sacudido las relaciones con 
otros estados considerados aliados comerciales o militares. Recordemos las 
amenazas de anexión de Groenlandia, un territorio asociado a la UE y miembro 
de la OTAN; su aproximación a las posiciones de Rusia en la guerra con Ucrania 
o la guerra arancelaria iniciada con petulancia el 2 de abril y enmendada de ma-
nera disparatada en sucesivas ocasiones.

La Unión Europea, gobernada por una mayoría conservadora y liberal que osci-
la entre la atracción a Trump y la evidencia de su deslealtad y debilitada además 
por las divisiones internas entre estados miembro con situaciones geopolíticas 
dispares, no es capaz de fijar una posición estratégica coherente y titubea ante 
los ataques de su socio histórico.

Podríamos decir que el mundo de ayer ya no existe, pero eso es sólo una parte 
de la historia. Si bien es cierto que a lo largo del último año se ha producido una 
desestabilización probablemente irreversible del orden preexistente, también 
lo es que ese mismo orden estaba afectado de múltiples crisis. Por ello su rápi-
do deterioro, si bien impredecible en su forma y en sus tiempos, era uno de los 
escenarios previsibles. Trump ha sido –y es- el protagonista que ha sacudido el 
tablero, pero una vez abierta la caja de Pandora, la evolución futura es imprede-
cible. Hasta ahora, que Trump haya tomado la iniciativa sitúa a los demás acto-
res en una posición reactiva, más o menos improvisada. Al menos de momento, 
las perspectivas para el mundo no son halagüeñas.
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En el momento de escribir estas líneas, ya avanzado el 2026, en la evolución 
de las relaciones internacionales se ha elevado considerablemente la tensión 
entre los países. Ante el matonismo de la (todavía) primera potencia mundial, 
buena parte de los gobernantes europeos y también de otras partes del mundo 
–más o menos alineados o enfrentados con los EEUU- han optado por el mili-
tarismo y la erosión de la democracia; procesos que no se pueden entender de 
manera independiente, sino que van estrechamente ligados y sostenidos por 
un auge creciente de las ideologías de derecha. El Nie wieder Krieg (Nunca más 
guerra) de los alemanes, que parecía una lección definitivamente aprendida 
tras las dos guerras mundiales del siglo XX se ha desvanecido silenciosamen-
te. El gobierno de coalición entre cristianodemócratas (CDU), socialcristianos 
(CSU) y socialdemócratas (SPD) presidido por Merz ha optado por el reforza-
miento militar. Como también lo han hecho Francia o el Reino Unido, por citar 
dos potencias militares consolidadas y los países europeos más próximos a la 
frontera oriental, especialmente los bálticos, que conservan la memoria recien-
te de su pertenencia no siempre voluntaria al ámbito soviético.

También en Asia se repite un patrón similar. Japón, como Alemania, abandona 
su posición no militarista adoptada tras el final de la segunda guerra mundial y 
anuncia su rearme, mientras China incrementa sensiblemente su presupuesto 
armamentístico. Por otro lado, dos potencias nucleares como India y Pakistán 
reavivan los conflictos fronterizos generados en el proceso de descolonización, 
alimentando también la espiral armamentística. África, generalmente en un se-
gundo plano en los medios europeos, sigue siendo un gran mercado para la in-
dustria militar que alimenta las luchas intestinas heredadas de la colonización. 

Mención aparte merece la situación en Oriente Próximo. Al genocidio del pueblo 
palestino a manos de Israel, con el apoyo de los EEUU y la complicidad de la UE, 
ha sucedido la política de limpieza étnica en Cisjordania y el sur del Líbano. Ya 
en 2026, el conflicto con Irán ha escalado tras los ataques conjuntos de Israel y 
Estados Unidos y en el momento de escribir estas líneas (mayo) se mantiene una 
frágil tregua mientras el estrecho de Ormuz permanece doblemente bloqueado 
por Irán y los EEUU, generando un fuerte impacto en la economía global.

Tras la opción militarista y la deriva autoritaria que la acompaña existen pode-
rosos intereses económicos que las sustentan y que no se limitan a los direc-
tamente vinculados con la producción de armamento. El oligopolio digital y sus 
ramificaciones, como el sector aeroespacial, tienen un interés incuestionable 
en la industria de guerra, cuya capacidad para movilizar y direccionar recursos 
públicos es excepcional. Por otro lado, la guerra o incluso el miedo a la guerra, 
es un instrumento empleado históricamente para disciplinar a la población, legi-
timar sacrificios y alterar el orden de prioridades políticas.

El frenesí de los acontecimientos no debería hacernos olvidar las corrientes de 
fondo que se han ido formando en las últimas décadas, que contribuyen a en-
tender la vía de la desestabilización emprendida. La alteración de los sistemas 
vitales del planeta que nos sustenta ha superado límites con consecuencias 
irreversibles a largo plazo1. El sistema alterado más presente en el debate públi-

1 Lenton, T. M. et al. (eds) (2025) The Global Tipping Points Report 2025, University of Exeter, Exeter, UK
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co es, sin duda, el clima. Entre otras cosas por su relación directa con el modelo 
energético que sostiene la economía global. La desestabilización de otros ci-
clos vitales como el del nitrógeno o el ciclo hidrológico, que forma parte del cli-
ma, tienen consecuencias directas en la posibilidad de alimentar una población 
humana que sigue creciendo. Todo ello se manifiesta también en la destrucción 
de hábitats, la extinción masiva de especies y la consiguiente pérdida de diver-
sidad biológica2.

La situación en el caso del agua se ha descrito como de quiebra o bancarro-
ta. Si bien el término puede parecer exagerado y excesivamente sesgado hacia 
un tratamiento economicista de la naturaleza, el informe que lo ha populariza-
do, publicado en enero de 2026 con el título de Global Water Bankrupcy3, por la 
Universidad de Naciones Unidas, merece ser leído. Especialmente porque sig-
nifica una importante llamada de alerta acerca de las consecuencias de todo 
tipo de la extralimitación en el uso del agua que se produce en numerosas zo-
nas del planeta y la necesidad de acción global coordinada.

La vía de los acuerdos multilaterales para enfrentar los problemas globales que 
amenazan la habitabilidad humana de la tierra, emprendida en el marco de las 
Naciones Unidas, aunque insuficiente, partía del reconocimiento de la crisis pla-
netaria y mantenía abierta una esperanza en la posibilidad de cambio. La vía de 
la guerra, por el contrario, pone el énfasis en lograr el control por parte de los 
actores en liza de determinados materiales fundamentales para mantener a 
medio plazo la acumulación del capital. Se trata de un proceso de crecimiento 
económico recompuesto ahora sobre el desarrollo de la digitalización mientras, 
a corto plazo, la propia guerra refuerza el negocio y fomenta la innovación en las 
tecnologías de control. Se pasa así de una estrategia de adaptación a las nuevas 
condiciones planetarias (reducción de emisiones, restauración de la naturaleza, 
etc.) que inevitablemente conllevaría renuncias –sobre todo de los más favore-
cidos- a otra de apropiación por la fuerza de los recursos necesarios para man-
tener una huida hacia adelante, que implica una redistribución brutal a favor de 
los más ricos y la renuncia a la mejora de las condiciones de vida de la mayoría.

La reacción de la UE ante la embestida de Trump ha estado marcada por los 
titubeos y las actitudes sumisas frente a las exigencias del socio transatlántico. 
Esto se ha visto favorecido por la sintonía ideológica de muchos de los gobier-
nos europeos y la propia Comisión con los postulados del presidente america-
no. Las políticas climáticas y el Pacto Verde Europeo se han puesto en la dia-
na y, con el argumento de la simplificación y la desregulación que se presentan 
como necesarias para mantener el ritmo acelerado impuesto por las iniciativas 
de Trump, se intenta desmantelar el acervo comunitario en materia de medio 
ambiente, construido con mucho esfuerzo a lo largo de décadas y que, pese 
a sus numerosas carencias, se podía considerar un referente en el panorama 
internacional. Sin embargo, a diferencia del mandatario americano, que prote-

2 Planetary Boundaries Science (PBScience) (2025) Planetary Health Check 2025, Potsdam Institute for Climate 
Impact Research (PIK), Potsdam, Germany 
3 UNU-INWEH Report: Madani, K. (2026) Global Water Bankruptcy: Living Beyond Our Hydrological Means in the 
Post-Crisis Era. United Nations University Institute for Water, Environment and Health (UNU-INWEH), Richmond Hill, 
Ontario, Canada
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ge y estimula los intereses de las petroleras (Drill, baby, drill!) la UE mantiene su 
apuesta por las energías renovables, acompañada por un impulso al resurgi-
miento de la energía nuclear.

En el caso de la política de aguas, la Comisión ha iniciado una revisión exprés 
de la directiva marco del agua, cediendo ante las presiones del lobby minero 
que argumenta la urgencia de desmantelar las protecciones ambientales que 
dificultan su negocio, presentado ahora como prioritario ante la situación pre-
bélica y la competencia tecnológica. Como ya se ha mencionado, no son éstos 
los únicos intereses económicos particulares ante los que la actual Comisión se 
muestra especialmente receptiva. Es más, frente a una Comisión debilitada los 
lobbies se refuerzan. Es el caso de las organizaciones patronales de la farmain-
dustria (EFPIA, AESGP y Medicines for Europe), las cuales impugnaron ante el 
Tribunal General de la Unión Europea (TGUE) la directiva de aguas residuales 
aprobada en diciembre de 2024, generando incertidumbre en los procesos 
de transposición al ordenamiento jurídico de los estados miembro, si bien en 
febrero de 2026 el TGUE desestimó dicho recurso. La industria se resiste a la 
aplicación del concepto de responsabilidad ampliada del productor, con el que 
la directiva pretende hacer efectivo el principio de quien contamina paga.

La situación en el estado español no puede escapar obviamente a las tenden-
cias regresivas y desestabilizadoras generales, si bien buena parte de la pobla-
ción y el propio gobierno del Estado mantienen posiciones críticas respecto a 
algunos temas como la guerra o el genocidio de Gaza, lo que no es óbice para 
incrementar los presupuestos militares al margen del Parlamento.

En relación con el agua es difícil encontrar avances en la solución de problemas 
identificados hace décadas y registrados –al menos parcialmente- en los do-
cumentos oficiales, como la sobreexplotación estructural de ríos y acuíferos, la 
contaminación difusa de origen agropecuario, la insuficiencia de la depuración 
de las aguas residuales o el deterioro de los ecosistemas acuáticos, entre otras 
cuestiones. A pesar de disponer de suficientes datos y del conocimiento cien-
tífico necesario, las administraciones del agua, y las que ejercen competencias 
sectoriales y territoriales, se muestran incapaces de desarrollar y ejecutar una 
política del agua que corrija la degradación de los sistemas acuáticos y garanti-
ce la disponibilidad futura de agua para usos vitales y sostenibles. 

En contraste con los cambios acelerados en el escenario global, a los que he-
mos apuntado muy sucintamente en los párrafos anteriores, el ritmo de la polí-
tica del agua en nuestro entorno más próximo apenas se ha visto afectado. Se 
mantienen con pocas variaciones los viejos conflictos y las cuestiones pendien-
tes, mientras se profundiza en el análisis y se afianzan los argumentos a favor de 
un cambio necesario.

El informe que presentamos se abre con una revisión del conjunto de los Es-
quemas provisionales de Temas Importantes del cuarto ciclo de planificación 
hidrológica, presentados en noviembre de 2025 por los diferentes organismos 
de cuenca. Se constata el fracaso de los tres ciclos de planificación anteriores 
en el logro de los objetivos establecidos y la ausencia de un replanteamiento del 
marco y los instrumentos de planificación que pudiera contribuir con eficacia al 
logro de los objetivos y a dar respuesta a los nuevos retos que van surgiendo. De 
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manera destacada, los derivados de las alteraciones del clima y de la incorpo-
ración de nuevas presiones asociadas al cambio global.

Como es sabido, uno de los efectos del cambio climático, especialmente inten-
so en el ámbito del Mediterráneo, es el incremento de la frecuencia e intensidad 
de las precipitaciones torrenciales, que, al producirse sobre territorios densa-
mente poblados y muy modificados por la mano humana, generan avenidas de 
consecuencias catastróficas. La experiencia de las inundaciones provocadas 
por la dana de octubre de 2024, especialmente mortíferas en el País Valencià, 
ha reabierto el debate acerca del papel de las infraestructuras hidráulicas en la 
gestión del riesgo de inundaciones, generando propuestas alternativas orienta-
das a la adaptación de los usos del territorio y de las medidas de prevención y 
manejo de las emergencias a la nueva situación climática. La segunda contribu-
ción del informe recoge una síntesis de este debate.

El siguiente capítulo está dedicado a uno de esos temas que se arrastran en la 
gestión del agua desde la segunda mitad del siglo pasado: el de la necesidad 
de prevenir la contaminación de las aguas subterráneas y recuperar el buen 
estado de los acuíferos. Un tema, el del deterioro de las aguas subterráneas, 
que no solo no se contiene, a pesar de la abundante normativa que obliga a ello, 
sino que se acrecienta con la acumulación de los viejos contaminantes (nitra-
tos, pesticidas, PFAS…) y la adición de los nuevos que la industria va producien-
do y colocando en el mercado. En el texto se propone un conjunto amplio de 
medidas para prevenir la contaminación de los acuíferos, que abarca desde la 
reducción del riesgo de entrada de contaminantes a través de las capas per-
meables del subsuelo hasta la mejora de la gobernanza, pasando por el uso de 
instrumentos económicos o de las mejores técnicas disponibles.

Sin abandonar el tema de las aguas subterráneas, pero ahora con el énfasis 
puesto en su dimensión cuantitativa, el informe continúa con un análisis del es-
tado de la cuestión de un viejo conflicto: la sobreexplotación de los acuíferos del 
Vinalopó y los reiterados intentos de compensarla trasladando la presión a la 
cuenca del Júcar mediante un transvase. El texto actualiza los datos del con-
flicto, analizando los cambios introducidos por una ampliación (Adenda) del 
convenio de gestión de la infraestructura del transvase, firmado entre la Con-
federación Hidrográfica del Júcar y la empresa pública ACUAMED, que ahora 
incorpora a los usuarios. En el texto se evidencian las incongruencias e irregula-
ridades de una gestión que pone en riesgo el estado de las masas de agua de la 
cuenca cedente (l’Albufera, el Baix Xúquer, incluido el estuario…), al tiempo que 
no aminora las presiones que ejercen los usuarios de la cuenca receptora, sino 
que tan solo las traslada.

Sigue un bloque compuesto por tres artículos que comparten el territorio de re-
ferencia, Andalucía. El primero de ellos, de carácter metodológico, pone el foco 
en la estimación de los diversos componentes de los balances hídricos que 
utiliza la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir para sustentar la plani-
ficación de los usos. Tras exponer los resultados de un modelo de simulación, 
se concluye que la información que aporta el Plan Hidrológico del Guadalqui-
vir en relación con todos los componentes del ciclo hidrológico es incompleta, 
confusa y en ocasiones incongruente. Al tiempo, se reclama una revisión de las 



Fundación Nueva Cultura del Agua

6

estimaciones que maneja el organismo de cuenca para tomar en cuenta los 
efectos del cambio climático y abordar el siguiente ciclo de planificación –ya ini-
ciado con la presentación de los EpTI- sobre bases sólidas. Es decir, con datos 
de disponibilidad y uso ajustados a la realidad.

Más allá del reconocimiento de la importancia del sector agropecuario como 
contribuyente a la sobreexplotación estructural de la cuenca del Guadalquivir, 
en la que el uso del agua por la agricultura se sitúa en torno al 86 %, es conve-
niente y oportuno realizar un análisis detallado de la distribución interna del uso 
del agua en el regadío andaluz. Entre otras razones, porque ante la urgente ne-
cesidad de ajustar los usos del agua a la disponibilidad real, es importante co-
nocer el reparto actual de los caudales de riego entre los diversos usuarios y, 
sobre todo, examinar las diferencias internas del sector atendiendo a variables 
socioeconómicas como el tamaño de las explotaciones o el perfil empresarial y 
social de las mismas. El capítulo 6 recoge los resultados de diversas investiga-
ciones realizadas por miembros de la Fundación en el marco de la Mesa Social 
del Agua de Andalucía, una plataforma creada en 2017 que reúne a un conjunto 
diverso de organizaciones agrarias, sindicales, ecologistas, etc. de Andalucía.

Abundando en esta materia, ahora con una expresa orientación propositiva, se 
exponen en el capítulo siguiente los resultados del proyecto TRANAGRO-Hacia 
una transición justa en la agricultura. Partiendo de investigaciones como las men-
cionadas en el epígrafe anterior y otras, los autores elaboran una propuesta meto-
dológica para orientar la redistribución del agua de riego de manera no lineal sino 
progresiva, que se traduzca en reducciones concesionales más que proporcio-
nales a los grandes usuarios agrarios, mientras se protege a los menores con de-
terminadas características socioeconómicas que se consideran prioritarias.

El capítulo siguiente del informe está dedicado a uno de los temas de fondo de 
alcance global que permanece en la agenda desde hace décadas, el de los de-
rechos humanos al agua y el saneamiento. Si bien con dificultades y retrocesos 
ocasionales, el enfoque de derechos humanos en la gestión del agua avanza en 
su desarrollo e implementación en todo el mundo. El texto aquí recogido siste-
matiza los principios que deben guiar la gobernanza del agua (sostenibilidad, 
participación, rendición de cuentas, equidad, etc.) y recuerda que la concep-
ción del agua como un bien común reconocida por Naciones Unidas implica el 
respeto a las formas comunitarias de gestión.

Los dos capítulos que completan el informe están dedicados a aspectos que, 
pese a su estrecha vinculación con territorios muy concretos, transcienden la 
dimensión local y ofrecen enseñanzas de alcance general. El primero de ellos 
hace recuento de los veinticinco años de lucha por la protección y recupe-
ración del Delta de l’Ebre, organizada en torno a la Plataforma en Defensa de 
l’Ebre (PDE). En él se hace balance de lo conseguido y se analiza el momento 
actual, incidiendo en la precariedad de los avances y en la necesidad de man-
tener activa la movilización para lograr los objetivos que unieron a las gentes de 
las Terres de l’Ebre en torno al lema Lo riu és vida, hace ya un cuarto de siglo.

El capítulo que cierra el informe analiza el conflicto en torno al proyecto de ins-
talación de una gran planta de celulosa en la cuenca alta del rio Ulla, en la co-
marca de Ulloa, promovido por la multinacional Altri, de matriz portuguesa. En él 
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se analizan los impactos potenciales sobre el medio ambiente y las actividades 
aguas abajo de la fábrica proyectada, que alcanzan a la ría de Arousa, así como 
otros efectos relacionados con la demanda de madera (Eucaliptus) necesaria 
para alimentarla. También se describen irregularidades en la tramitación del 
proyecto y cómo la movilización ciudadana, organizada en torno a la plataforma 
Altri non!, ha conseguido frenar la instalación de la planta.

El informe OPPA 2025 se complementa con un anexo que recoge las Conclu-
siones del XIII Congreso Ibérico de Gestión y Planificación del Agua, celebrado 
en Salamanca entre el 24 y el 26 de abril de 2025 bajo el lema “Desde la es-
casez hacia la reasignación social y ambiental del agua”, que puso el foco en el 
gran reto de la gestión del agua en España: la urgencia de una transición hídrica 
justa en un clima alterado. 

Francesc La-Roca 
Mayo, 2026
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1. Cuarto ciclo de plani-
ficación hidrológica ¿Es-
tamos avanzando en los 
temas importantes? 1

Observatorio de las Políticas del Agua
Fundación Nueva Cultura del Agua

1.1. Marco General
El cuarto ciclo de planificación hidrológica es singular respecto a los tres ciclos anteriores porque, de 
acuerdo con la Directiva Marco del Agua (DMA), ya no es posible aplicar nuevas prórrogas al cum-
plimiento de los objetivos ambientales, dado que la última legalmente posible finaliza en 2027. Esto 
otorga una relevancia especial a la preparación de los planes hidrológicos en este ciclo, en los que se 
ha de alcanzar, sin más demoras, el buen estado de las masas. En coherencia con esta necesidad, 
los planes hidrológicos del cuarto ciclo deberían plantearse en términos ambiciosos, con el fin de 
resolver las numerosas asignaturas pendientes que vienen arrastrándose de ciclos anteriores. 

Los incumplimientos y déficits acumulados durante los ciclos anteriores de planificación lastran la 
capacidad de adaptación a un nuevo contexto en el que ya se hacen patentes las consecuencias 
del cambio climático antropogénico, como, por ejemplo, en las inundaciones de la dana de octubre 
de 2024. Por otra parte, a las presiones ya conocidas -y no abordadas con eficacia- se suman otras 
nuevas que complican aún más la precaria situación de las aguas y reclaman una planificación de 
mayor calidad y una gestión de la misma más efectiva. Baste citar como ejemplo la proliferación de 
centros de datos en diversas cuencas, cuyas demandas de agua están envueltas en una nube de 
opacidad y que compiten directamente con usuarios ya establecidos, a los que pueden llegar a dis-
putar el rango de prioridad. Por no hablar de las extraordinarias presiones políticas de los lobbies 
mineros que avanzan con eficacia en la captura del regulador al máximo nivel, en este caso la propia 
Comisión Europea.

A lo largo de los más de veinticinco años de vigencia de la DMA se han producido cambios impor-
tantes en el conocimiento del estado de las masas de agua que, sin embargo y según los datos dis-
ponibles, no se han traducido en una reversión generalizada del deterioro del estado de las mismas. 
Como hemos venido señalando desde el OPPA, los objetivos de calidad ambiental de la DMA, que 
deberían constituir el centro alrededor del cual se construye la política hidrológica de los estados 
miembro –incluyendo la adaptación sostenible de los usos-, han sido interpretados por los organis-

1 Este trabajo ha contado con cofinanciación, que se agradece, del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico a través de la convocatoria 2025 de subvenciones a ONG que desarrollen actividades de interés general 
consideradas de interés social en materia de investigación científica y técnica de carácter medioambiental, pero no 
muestra la opinión de este.
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mos de demarcación españoles como un añadido a la tradición hidráulica de satisfacción de las de-
mandas. Buena parte del fracaso de la política de aguas que constatamos actualmente se puede 
atribuir a la falta de reconocimiento, en la misma concepción de la planificación, de la subordinación 
esencial de los usos al buen estado de los ecosistemas acuáticos. Como si fuera posible mantener 
la satisfacción de las demandas como hasta ahora y, al mismo tiempo, cumplir con los objetivos am-
bientales de la directiva que, con frecuencia, se perciben como meras exigencias de Bruselas. Ante 
la imposibilidad de conciliar estos propósitos intrínsecamente contradictorios –mantener práctica-
mente inalterados los usos y lograr el buen estado de las masas de agua- se ha optado por el prime-
ro sacrificando la dimensión de recuperación ecológica de las aguas.

A ello hay que añadir que, desde el punto de vista instrumental, se mantienen los sesgos de la vieja 
política hidráulica hacia las inversiones en obra, mientras se renuncia al desarrollo en todo su poten-
cial de las medidas de gobernanza, incluida la gobernanza económica. Basta con un somero análisis 
de las estimaciones presupuestarias de los programas de medidas para constatarlo. Por mencionar 
tan solo dos ejemplos, ambos reconocidos en algunos de los ETIS de los planes vigentes, pero no 
resueltos: no se han abordado las graves insuficiencias de la coordinación administrativa, es decir 
no se han desarrollado plenamente los comités de autoridades competentes, dotándoles de instru-
mentos eficaces de coordinación; no se ha adecuado el marco económico financiero de la ley de 
aguas para facilitar el empleo de los instrumentos económicos previstos en la DMA (recuperación 
de costes financieros, ambientales y del recurso, aplicación del principio de quien contamina paga, 
análisis coste-eficacia de medidas alternativas, etc.).

Por ello hay que insistir una vez más en la necesidad de cambiar radicalmente la composición instru-
mental de la política de aguas, abandonando el enfoque de la planificación como catálogo de obras 
y centrando los esfuerzos en el desarrollo e implementación de un nuevo marco de gobernanza. 

La elaboración del denominado Esquema de Temas Importantes (ETI), documento previo al plan hi-
drológico de cada demarcación, es un momento clave para valorar el grado de compromiso con los 
objetivos de la DMA. En lo que sigue se presenta un análisis sintético del Esquema Provisional de Te-
mas Importantes (EPTI) del cuarto ciclo de planificación en las distintas demarcaciones hidrográficas. 

1.2. Temas importantes seleccionados
En general se observan pocos cambios en el número y tipo de temas importantes incluidos. Se man-
tienen muchos de ellos, aunque se identifican algunos cambios, como la desaparición del cambio 
climático como tema importante con ficha propia, para pasar a ser incluido de forma transversal en 
distintos temas importantes (aunque mantiene ficha propia en los EPTI del Miño-Sil, Cantábrico Oc-
cidental, Cantábrico Oriental, Júcar y Galicia Costa). Esto cabría entenderlo en principio como un 
avance hacia una verdadera integración del cambio climático en el conjunto del EPTI, aunque dicha 
integración depende del tratamiento real que se realice en cada tema importante, cuestión que se 
aborda más adelante. También aparecen nuevos temas cuya importancia está creciendo, por ejem-
plo, los ligados a las presiones derivadas de la transición energética (caso de Galicia Costa) y de for-
ma más concreta en relación con el despliegue de las energías renovables, el hidrógeno verde y los 
centros de datos (caso de la demarcación del Duero).

Consideramos también positivo que se incluyan temas cuya ausencia en los EPTI del tercer ciclo 
ya señalamos, como es el caso de las cuestiones relativas a la gobernanza y la coordinación entre 
administraciones y las dificultades de implementación de las medidas (caso del Júcar y del Segura, 
por ejemplo). En cuanto a cuestiones específicas de una demarcación, cabe destacar la inclusión 
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del Trasvase Tajo-Segura como tema importante en la demarcación del Tajo, cuya exclusión de los 
EPTI de ciclos anteriores no cabía entender, por el amplio debate social existente en torno al mismo, 
entre otras cuestiones.

Por contra, hay que cuestionar la eliminación de la recuperación de costes como tema importante 
en muchos EPTI (caso del Guadalquivir, Duero, Tajo o Ebro) y la eliminación de los caudales ecoló-
gicos como tema importante en algunas demarcaciones (por ejemplo, en las del Duero, Tajo y Jú-
car). Además, se mantienen algunas ausencias notables, como la gestión de las aguas de transición 
y costeras y su integración con la gestión de la cuenca. Igualmente permanece la exclusión, también 
señalada en ciclos anteriores, de algunos temas conflictivos, en torno a los que existe un amplio de-
bate técnico y social y que sin duda constituyen temas de la mayor importancia, que debían haber 
sido identificados y tratados como tales en el EPTI. Es el caso de muchos proyectos de embalses, 
previstos o en ejecución, como los problemas de seguridad en el recrecimiento de Yesa o los con-
flictos en torno a otros embalses, los cuales merecen un reconocimiento específico en el EPTI.

1.3. Acerca de los diagnósticos

1.3.1. Estado de las masas

La constatación más importante que emerge de los distintos EPTI del cuarto ciclo es el fracaso ge-
neralizado de los anteriores ciclos de planificación hidrológica a la hora de alcanzar el buen estado 
de las masas. En general no sólo no han mejorado (caso por ejemplo de las demarcaciones de Gali-
cia-Costa y del Segura) sino que han empeorado, tras 25 años de aprobación de la DMA y la aplica-
ción de tres planes hidrológicos. En algún caso, como la demarcación del Duero, parte del retroceso 
en el porcentaje de masas en buen estado (del 32,3 % al 31,7 %) se atribuye a mejoras metodológicas 
y a la inclusión de nuevas sustancias prioritarias, sin embargo, las mejoras metodológicas no justifi-
can todas las cifras de empeoramiento del estado; especialmente en casos como la demarcación 
del Guadiana, cuyas masas en buen estado retroceden del 35,4 % al 14,6 % o de la del Guadalquivir, 
donde pasan del 62 % al 35 %. Resulta llamativo el caso de la demarcación del Guadalquivir, donde 
en torno al 70 % de las masas aparecen “en riesgo” de no alcanzar el buen estado en 2027. Se trata 
de un aumento importante cuyas razones no se aclaran suficientemente.

En general, los diagnósticos que incluyen los EPTI reconocen este escaso avance e incluso empeo-
ramiento en el estado de las masas, pero carecen de un análisis crítico de las razones de ello. Sirva 
de ejemplo el EPTI del Segura, que reconoce que “es muy probable que los objetivos establecidos 
en el Plan Hidrológico de la Demarcación del Segura 2022/27, no se hayan alcanzado en ese plazo, 
para un número importante de masas de agua pese a que los planes hidrológicos anteriores se dise-
ñaron para que así fuera”. Pese a este reconocimiento, no se analiza críticamente por qué los planes 
hidrológicos anteriores han fallado.

Además, los EPTI eluden la identificación de las causas concretas que explican que las masas de 
agua no hayan mejorado. Por un lado, las presiones se describen en términos excesivamente gené-
ricos, eludiendo concretar los sectores y usos concretos responsables del mal estado. Por otro, no 
se realiza una evaluación crítica de por qué las medidas aplicadas no han surtido el efecto previsto. 
El EPTI del Segura, entre otros, incluye como tema importante las dificultades de ejecución del Pro-
grama de Medidas, referido básicamente al impacto social y económico de tales medidas para los 
sectores económicos concernidos, pero ninguna demarcación evalúa críticamente su programa de 
medidas en términos tanto del grado de ejecución como sobre todo del grado de eficacia a la hora 
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de alcanzar los objetivos previstos. Dado el escaso avance e incluso empeoramiento del estado de 
las masas, una de las principales carencias del diagnóstico de los EPTI es la ausencia de una evalua-
ción de los programas de medidas, porque sin dicha evaluación crítica probablemente se seguirán 
aplicando medidas que ya han demostrado ser insuficientes o escasamente útiles.

Frente a las medidas que atienden los problemas de satisfacción de las demandas, hay que señalar 
la timidez con la que se abordan medidas específicamente ambientales, en particular las de restau-
ración ecológica. El EPTI de Galicia-Costa ejemplifica bien la ausencia de una apuesta más decidida 
por la restauración fluvial y por la conectividad de los ríos, a través de la dotación generalizada de 
escalas de peces efectivas al conjunto de azudes y presas. Lo mismo cabe decir de los proyectos de 
restauración de ríos y de humedales y la escasa conexión con las obligaciones derivadas del Regla-
mento Europeo de Restauración de la Naturaleza y, en aplicación de tales obligaciones, con el Plan 
Nacional de Restauración, actualmente en elaboración.

1.3.2. Caudales ecológicos

Cabe cuestionar que haya desaparecido, por considerarla ya resuelta, la cuestión de los caudales 
ecológicos como tema importante en algunas demarcaciones, caso del Duero y del Tajo (si bien 
en esta última se mantiene como cuestión importante el cumplimiento de los caudales ecológicos 
en zonas protegidas, a raíz de la sentencia del Tribunal Supremo). Los caudales ecológicos siguen 
constituyendo un tema crítico y no resuelto porque en la gran mayoría de casos siguen sin aplicarse 
los cinco componentes del régimen de caudales, siguen existiendo incumplimientos en los compo-
nentes fijados y se carece de una evaluación de si los caudales ecológicos establecidos permiten o 
no recuperar y mantener el buen estado ecológico de los ríos.

Pese a las declaraciones -meramente retóricas- en el sentido de que los caudales ecológicos impo-
nen una restricción previa al reparto del agua entre los usuarios y que deben establecerse con crite-
rios científicos, en numerosas masas de agua los caudales se han adaptado a la conveniencia de los 
usuarios, o se han fijado directamente de forma arbitraria. Es el caso del caudal mínimo (establecido 
en 0.5m3/s) del estuario del Júcar, desembocadura al mar de una cuenca de unos 23.000 Km2 con 
unas aportaciones medias de 1350 Hm3/año (mínimo de 603). A efectos de gestión el Júcar acaba 
en el azud de la Marquesa, desde donde se dejan pasar hacia el mar 16 Hm3/año (mínimo) y el resto 
queda disponible para su transvase al Vinalopó.

Especialmente preocupante es la propuesta de reducción de caudales ecológicos en el Delta del 
Ebro. Se propone que el caudal del eje central del río, desde Xerta hasta el mar, pase de 80 a 65 
m³/s de mayo a agosto en épocas de sequía, con el fin de asegurar las dotaciones de agua del cultivo 
del arroz. Esta disminución de los caudales, además de impactos ambientales, tendría importantes 
afecciones a varios sectores: i) La cuña salina podría llegar hasta la desembocadura del barranco de 
la Galera e incluso llegar a superar el punto crítico del Barranco de la Galera y aproximarse a Torto-
sa, lo que podría suponer problemas de salinización en los pozos de las zonas más próximas; ii) La 
producción de marisco en las bahías y algunas pesquerías podrían verse afectadas por la reducción 
de aportaciones de agua dulce y iii) Los caudales bajos en el periodo más cálido podrían afectar ne-
gativamente a la calidad del agua del río, favoreciendo especies invasoras, la proliferación de macró-
fitos, así como las poblaciones de mosca negra.

1.3.3. Indicadores de estado ecológico de los ríos

En los ríos, los indicadores de estado ecológico siguen sin incorporar los relativos a la comunidad 
de peces (ejemplos de ello son las demarcaciones del Tajo o del Segura), pese a que existen ya 
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datos suficientes para incorporar estos indicadores a la evaluación del estado ecológico. Los es-
tudios disponibles sugieren que, con la incorporación de los datos sobre peces, el diagnóstico em-
peoraría en parte de las masas fluviales. En cualquier caso, la Comisión Europea viene requiriendo 
a España la inclusión de indicadores de peces y, existiendo información para ello, debería cumplir-
se ya con esta exigencia. 

De la misma forma, en distintas demarcaciones, como la del Tajo, siguen sin aplicarse indicadores 
adecuados de alteración del régimen hidrológico, que den cuenta de las alteraciones en relación con 
la época del año en que ocurren los estiajes y avenidas, la reducción de caudales punta, el aumento 
de los caudales mínimos, que permiten la invasión de especies exóticas y las variaciones bruscas del 
caudal circulante en términos infra horarios.

1.3.4. Aguas de transición y costeras, las eternas olvidadas

Las aguas de transición y costeras siguen recibiendo una atención escasa en muchas demarcacio-
nes, salvando humedales costeros emblemáticos (Delta del Ebro, Albufera de Valencia, Mar Menor 
y Doñana) y algún caso (EPTI del Segura) que sí le dedica un tema importante. Los caudales asigna-
dos en desembocadura son en muchos casos ínfimos, como ocurre en el caso ya mencionado de 
la desembocadura del Júcar y en otros muchos que apenas alcanzan el mar, lo que impide que las 
aguas de transición puedan alcanzar un buen estado ecológico y afectan negativamente a las ma-
sas de agua litorales.

El caso de Galicia-Costa es un buen ejemplo de la minusvaloración de las aguas de transición y 
costeras. En esta demarcación existen importantes actividades pesqueras, acuícolas y marisque-
ras que se desarrollan en aguas de transición y costeras, pese a lo cual apenas se presta atención 
a tales actividades en el EPTI de esta demarcación. La pesca, la acuicultura y la marisquería deben 
considerarse actividades económicas usuarias de los ecosistemas acuáticos, al mismo nivel que las 
demás, como el uso urbano, la ganadería, la industria o la producción de energía. Estas actividades 
dependen en gran medida de la gestión del agua que se realiza en la cuenca, por lo que integrar di-
cha relación debería constituir un objetivo socioeconómico y ambiental de primer orden. Entre otras 
muchas cuestiones que afectan a estas actividades en aguas de transición y costeras figuran la ges-
tión de los vertidos y el mantenimiento de un régimen de descargas desde los embalses que ha de 
ser compatible con el mantenimiento de ecosistemas altamente productivos en estuarios y rías.

1.4. Carencias generales del análisis de alternativas
Las alternativas siguen apareciendo de forma pobre y sesgada, no respondiendo a los mínimos me-
todológicos que debe exigirse a cualquier análisis de alternativas. En algunos casos las alternativas 
se refieren a alcanzar o no los objetivos, cuando las alternativas deben referirse a las distintas medi-
das posibles para alcanzar un mismo objetivo previamente fijado, no a seleccionar entre objetivos 
diferentes o a elegir entre alcanzarlos o no. En segundo lugar, las alternativas deben corresponderse 
con opciones jurídicamente viables, pero en muchos casos se plantean falsas alternativas, porque 
algunas de ellas supondrían incumplir la legislación vigente2. En tercer lugar, las alternativas han de 
ser razonables y viables a nivel ambiental y socioeconómico, sin embargo, abundan las alternativas 
que plantean opciones que no pueden tomarse en serio por su falta de sensatez.

2 En ocasiones, el fraude se reconoce sin ambages, como en el EPTi del Ebro: Las alternativas 0 y 1 no son posibles ya 
que supondrían el incumplimiento de la Ley (CHE, 2025; p. 6)
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En definitiva, el análisis de alternativas en la mayoría de casos no es tal: es un ejercicio que se vale 
de pseudo-alternativas para intentar -sin éxito- maquillar que no existe un ejercicio sincero de com-
paración entre opciones, sino que estamos ante una decisión tomada, que se presenta como la al-
ternativa razonable, la cual viene acompañada por dos opciones inviables o insensatas. Este trata-
miento de las alternativas constituye una carencia grave de los EPTI, por suponer una burla al rigor 
metodológico y por mostrar que no hay un interés real en tratar los Esquemas de Temas Importan-
tes como un momento privilegiado para la deliberación colectiva en torno a los problemas de la de-
marcación y las posibles opciones para resolverlos.

Por otra parte, las alternativas se plantean casi siempre de forma muy genérica, excepto en lo que tie-
ne que ver con el regadío, donde en muchos casos aparecen con un sorprendente nivel de detalle. 
Buen ejemplo de ello es el EPTI del Duero y también el EPTI del Segura, caso este último donde las 
alternativas sobre la sostenibilidad (socioeconómica) de los regadíos del trasvase Tajo-Segura apa-
recen cuantificadas con un amplio conjunto de variables sobre recursos hídricos, demandas e indica-
dores socioeconómicos, incluyendo estimaciones de pérdidas o ganancias del Valor Añadido Bruto 
(VAB) agrario, una magnitud macroeconómica que mide el valor total creado por la agricultura des-
contando los consumos intermedios, empleo generado o perdido y contribución al PIB (aunque hay 
que lamentar que tal despliegue de cifras detalladas no venga acompañado de referencias ni enlaces 
a los estudios que las sustentan). Hay que preguntarse por qué este nivel de detalle aparece para los 
regadíos del trasvase Tajo-Segura y no en el análisis de alternativas de otros temas importantes. 

1.5. Recursos y demandas a la luz del cambio climático

1. 5.1. El cambio climático en el cuarto ciclo de planificación hidrológica

El cambio climático se mantiene como tema importante con ficha propia en los EPTI del Cantábri-
co Occidental, Cantábrico Oriental, Miño-Sil y Galicia Costa3 y además todos los EPTI incorporan 
transversalmente el cambio climático en buena parte de las fichas de temas importantes. Sin em-
bargo, este cambio en principio positivo hacia una verdadera integración en la planificación general 
de la demarcación, supone pocos cambios en la práctica. Los EPTI siguen tratando el cambio cli-
mático como un tema menor que se señala como factor que agrava los problemas, pero sin que ello 
suponga un cambio de calado en lo sustancial: la asignación de recursos a las distintas demandas 
(véase entre otros los casos del Segura o del Guadalquivir).

Pese a la indolencia con la que los EPTI tratan el cambio climático y sus implicaciones, la reducción 
de recursos hídricos es ya una realidad que se continuará agravando y que de una manera u otra va 
a trastocar todos los marcos, explícitos e implícitos, en los que se viene moviendo la planificación 
hidrológica y la gestión del agua en España. A medio plazo (entre 2040 y 2070 aproximadamente) y 
respecto al periodo de referencia (generalmente 1980-2010), la reducción de aportaciones se sitúa 
en torno al 21-22 % en la demarcación del Guadalquivir. De acuerdo con la Nota técnica del CEDEX 
(2025), la reducción en la escorrentía para el horizonte 2045 en la demarcación del Segura se situa-
ría, según el escenario considerado, entre el 4 y el 16 %, mientras que la reducción de la recarga de 

3 En el caso del Júcar existe una ficha específica para el cambio climático, pero restringida exclusivamente a sus efec-
tos sobre la garantía a los usuarios (Tema 8. Garantía de las demandas en un escenario de cambio climático), en el que 
no se contemplan medidas de adaptación de los usos con un sensible ajuste a la baja de las demandas, sino tan solo 
medidas de incremento de la oferta asociadas a los cambios en las técnicas de riego, la reutilización de aguas residua-
les o la desalación. Es importante resaltar que no se toman en consideración los efectos del cambio climático sobre los 
ecosistemas, lo que obligaría a una revisión al alza de los caudales ecológicos mínimos, comprometiendo los cálculos 
que pretenden sustentar las medidas de mantenimiento de unas demandas cuya evolución futura no se cuestiona. 
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acuíferos se situaría entre el 9 y el 19 %. En el caso de la demarcación del Ebro, según CEDEX (2025), 
para ese horizonte la reducción de la escorrentía sería del 12-13 %, la recarga de acuíferos se situaría 
en torno al 9-10 % y el EPTI de la demarcación de esta demarcación señala una reducción de recur-
sos del 12,5 % para 2050.

El cambio climático aparece como un factor que genera o agrava la falta de garantía para la satisfac-
ción de los usos, frente a lo cual no se plantea reducir las demandas para adaptarlas a los recursos 
hídricos, decrecientes por el cambio climático sino que, en la mayoría de casos, se utiliza como un fac-
tor más que justifica la prioridad de facto de la satisfacción de las demandas y la necesidad de nuevas 
medidas de oferta (ahora con un peso mayor de los mal denominados recursos no convencionales: 
reutilización y desalación), así como de la intensificación tecnológica (modernización de regadíos, di-
gitalización). La experiencia ha demostrado con sobradas evidencias que estas medidas en general 
no solucionan los déficits hídricos y en muchos casos los agravan, por lo que constituyen ejemplos 
emblemáticos de maladaptación al cambio climático (Aliod et al., 2025). Mientras, las medidas de 
adaptación de las demandas siguen esperando en un cajón y como mucho se mencionan de forma 
tan genérica que en la práctica son un brindis al sol. Por ejemplo, el EPTI de Galicia-Costa, señala en-
tre las acciones que se pueden adoptar la “incorporación de horizontes y escenarios climáticos en 
la consistencia de demandas y disponibilidades, con análisis de garantías a 2033 y anticipando las 
previsibles en 2045”, sin más concreción. O, en el caso del Júcar, donde se plantea definir zonas con 
determinado grado de estrés hídrico y, en previsión a la situación futura, plantear limitaciones en las 
concesiones y autorizaciones (CHJ, 2025; p. 318), sin mayor desarrollo de la propuesta.

Hay que señalar, por otra parte, que el Reglamento de Planificación Hidrológica, en su modifica-
ción de 2021, obliga a cada demarcación a elaborar un Estudio de Adaptación al Cambio Climático 
(EACC), pero ninguna demarcación tenía el EACC elaborado a fecha de la consulta pública del EPTI, 
dado que han sido publicados con posterioridad (primeros meses de 2026 en las demarcaciones 
del Júcar, Segura, Duero, Guadalquivir y Miño-Sil) o están todavía pendientes. Esto plantea la cues-
tión del grado de coherencia existente entre el EPTI y el EACC de cada demarcación.

1. 5.2. Acerca de los recursos hídricos. El caso de la demarcación del Guadalquivir

En relación con la estimación de los recursos hídricos, si bien a estas alturas de la planificación hidro-
lógica debería estar suficientemente establecida e incorporar en los distintos horizontes temporales 
los efectos del cambio climático, persisten importantes incertidumbres en algunas demarcaciones, 
en concreto la del Guadalquivir. Los planes hidrológicos del Guadalquivir aportan información con-
fusa e incompleta sobre los componentes del ciclo hidrológico y la realidad de los déficits que se 
producen en la atención a las demandas del regadío, superiores a los reflejados. La información so-
bre las variables del ciclo hidrológico del Guadalquivir a lo largo de los repetidos ciclos de planifica-
ción ha sido incompleta, confusa y con variaciones bruscas y no justificadas de las cifras, lo que se 
ha traducido en un mal reflejo de la realidad de los recursos, los desembalses al mar, el régimen de 
caudales ecológicos, la evaporación en embalses, las demandas y los retornos de los usos. Lo cierto 
es que las demandas planificadas llevan décadas superando los recursos previstos por los diferen-
tes planes hidrológicos de la demarcación del Guadalquivir.

El elemento más controvertido es el aumento no justificado de la evaluación de los recursos hídricos 
en el segundo ciclo de planificación del Guadalquivir respecto a los del primer ciclo en unos 1.300 
hm³, tanto en la serie larga como en la corta, un cambio ya cuestionado en anteriores documentos 
de la Fundación Nueva Cultura del Agua (FNCA-OPPA, 2021). Un estudio de los componentes del 
ciclo hidrológico (véase el capítulo sobre esta cuestión, en este mismo informe) muestra que los 
planes hidrológicos sobreestiman los recursos de la cuenca del Guadalquivir. El EPTI arrastra este 
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importante problema de coherencia en los datos de recursos, demandas y su desajuste dado que, 
pese a su considerable extensión (que no facilita su lectura y comprensión por parte de la ciuda-
danía) no se llega a explicar con claridad el baile de cifras sobre los recursos existentes y mantiene 
algunas contradicciones internas entre las cifras. 

1. 5.3. Acerca de las demandas y la cuestión del regadío

En cuanto a las demandas, una de las carencias generales es no sólo el bajo grado de ejecución de 
las medidas del tercer ciclo, que se reconoce, pero merecería un análisis crítico en los EPTI, sino 
también que no se analiza el grado de eficacia de las medidas a la hora de alcanzar los objetivos para 
las que fueron establecidas. Se trata de una carencia generalizada que se puede ilustrar con el EPTI 
de Galicia-Costa, el cual informa del grado de ejecución económica de las medidas del tercer ciclo, 
pero no de si fueron o no eficaces para reducir el problema que habían de resolver o mitigar. Esta fal-
ta de evaluación crítica facilita que muchas de las medidas del tercer ciclo se repitan en el cuarto, sin 
que se sepa si son o no útiles y en qué grado.

Como se ha apuntado más arriba, otra grave carencia de los EPTI es que siguen sin contemplar la re-
ducción de las demandas para alcanzar los objetivos ambientales ni para adaptarlas a la reducción 
de recursos derivada del cambio climático. En el EPTI del Segura, lo que recorre de forma transver-
sal varias de las fichas de temas importantes, no es tanto el cambio climático sino la prioridad de la 
sostenibilidad socieconómica del regadío, prioridad que condiciona los objetivos ambientales y las 
medidas y alternativas que se plantean. Dos de los temas importantes del EPTI del Segura se cen-
tran en las necesidades del regadío: La ficha 3 “Sostenibilidad de los regadíos del trasvase Tajo-Se-
gura”, la cual se refiere exclusivamente a la sostenibilidad socioeconómica, no a la ambiental y la fi-
cha 8 “Impacto socioeconómico de las medidas para alcanzar los objetivos ambientales”, centrada 
en el coste para los sectores, principalmente para el regadío, derivado de implantar las medidas para 
cumplir con los objetivos ambientales. 

En estas fichas el EPTI de la demarcación del Segura considera costes desproporcionados la re-
ducción de volúmenes transferidos desde el Tajo de 197 a 119 hm3/año por la implantación del ré-
gimen de caudales ecológicos. También considera costes desproporcionados la eliminación de la 
sobreexplotación de acuíferos en zonas como el sur de Albacete, donde no es factible sustituir tales 
volúmenes con desalación marina o con recursos del Júcar a través del trasvase Júcar-Vinalopó. En 
estas zonas tan sólo contempla reducir dotaciones en los regadíos mantenidos con acuíferos so-
breexplotados, pero sólo en años de sequía, no de forma permanente. No se entiende este exceso 
de celo en la defensa de un regadío claramente sobredimensionado en la demarcación del Segura, 
cuando reducir cierta proporción de las superficies en riego y cambiar a cultivos menos demandan-
tes debería ser un eje básico en toda la cuenca del Segura, no sólo por razones ambientales sino 
para mitigar la exposición y vulnerabilidad de los propios agricultores frente al cambio climático. Es 
más, en las zonas regables del trasvase se opta por la alternativa 2, consistente en un aumento muy 
sustancial de la desalación marina destinada a tales zonas, con lo cual el EPTI considera que “se re-
cuperaría una superficie de 5.790 has sobre el dato del año 2021, como consecuencia de la reduc-
ción de la demanda no atendida”. Es decir, se pretende aumentar la superficie regada respecto a la 
de 2021 por considerarla no atendida por déficit hídrico, obviando los menores recursos por cambio 
climático y sobre todo el incremento irregular de perímetros de riego ocurrido durante años en las 
zonas regables del trasvase Tajo-Segura. De hecho, el EPTI no hace referencia alguna a los regadíos 
ilegales y no se reconoce aumento alguno de la superficie total de regadío en el Segura desde 1998, 
pese a que la propia Confederación Hidrográfica del Segura ha reconocido, sólo en el Campo de 
Cartagena, en torno a 9.000 hectáreas de regadíos ilegales.
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La defensa, sin atisbo de mirada crítica, de todas las superficies de regadío se visibiliza también en 
las alternativas, en las que el EPTI del Segura opta por políticas de oferta (aumento sustancial de la 
desalación marina, trasvase Júcar-Vinalopó) con exención parcial de la recuperación de costes, al 
incluir una importante subvención pública a la desalación marina con destino al regadío y la reduc-
ción de una parte de la tarifa del trasvase Tajo-Segura. El EPTI del Segura no deja lugar a dudas res-
pecto a esta defensa acrítica de los regadíos al señalar, en referencia a los del trasvase Tajo-Segura, 
que la principal ventaja de la alternativa 2, además de la mejora de la garantía y la reducción de la 
demanda no atendida, es que “mantiene una mayor actividad económica en el sector agrario y su 
efecto positivo en la economía del Sureste”. Se trata de un EPTI desnortado, que ha olvidado el buen 
estado de las masas en aplicación de la Directiva Marco del Agua para centrarse, aparentemente, 
en la defensa de la economía del Sureste.

En el EPTI del Guadalquivir se siguen proponiendo medidas que ya han demostrado su ineficacia a 
la hora de reducir el déficit hídrico, como es la modernización de regadíos, la reutilización de aguas 
regeneradas y nuevas obras de regulación. La ausencia de una evaluación de la medida de moder-
nización de regadíos es aquí especialmente clamorosa. La modernización de regadíos, considerada 
la medida estrella para la adaptación al cambio climático y por tanto como una medida ambiental, 
concentra una parte significativa de las inversiones en los programas de medidas. Sin embargo, los 
planes ignoran los numerosos estudios, publicaciones e informes que demuestran que la moderni-
zación de regadíos en muchos casos no sólo no ahorra agua, sino que contribuye a incrementar su 
consumo total (véase, por ejemplo, Perry et al. (2017); Grafton et al. (2018); Pérez-Blanco, et al., (2021) 
o el Informe del Tribunal de Cuentas Europeo (TCE, 2021)). Por tanto, la modernización de regadíos 
no debería considerarse una medida ambiental. En este ciclo de planificación se debería incorpo-
rar una evaluación detallada de cada una de las medidas de modernización de regadíos de los tres 
ciclos precedentes, incluyendo grado de ejecución, costes asociados, mejoras ambientales obte-
nidas, aumento de caudal recuperado para los ecosistemas y reducción de la contaminación difusa 
obtenida en las diferentes masas que afectan a zonas con regadíos modernizados.

En la demarcación del Guadiana, el regadío es también una de las principales fuentes de presiones, 
siendo el sector principalmente responsable de que la mayoría de masas en el Alto Guadiana sufran 
un estrés hídrico severo, con un índice de explotación hídrica ( WEI+) del 129 % en el conjunto del Alto 
Guadiana. Las cuantiosas inversiones aplicadas hasta la fecha han sido incapaces de revertir la si-
tuación. Perímetros y pozos ilegales y extracciones superiores a las permitidas constituyen una rea-
lidad constatada y denunciada desde hace décadas, que ha conducido a una gravísima sobreexplo-
tación de las aguas subterráneas y, en consecuencia, al creciente deterioro de los valiosos sistemas 
de humedales y su biodiversidad asociada, empujando al Parque Nacional de las Tablas de Daimiel 
al borde de su desecación.

Sin duda la demarcación del Ebro es emblemática del sesgo agrarista existente en muchas demar-
caciones. En esta cuenca el regadío representa más del 92 % de la demanda hídrica total. Pese a 
ello, en el EPTI se proponen 77.853 ha nuevas de regadío, pese a que para 2050 se espera un 12,5 % 
menos de recursos hídricos, tendencia de reducción que probablemente se intensifique en el futuro. 
No se entiende que el EPTI asuma continuar con esta política de expansión de los regadíos, con de-
cenas de miles de hectáreas adicionales a las ya planificadas en el tercer ciclo y pendientes de crea-
ción, a pesar de la reducción de recursos por el cambio climático y a pesar de que muchos sistemas 
de explotación muestren ya índices de explotación hídrica (WEI+) superiores al 40 % (estrés severo). 
Se trata sin duda de un ejercicio de irresponsabilidad grave y un ejemplo emblemático de maladap-
tación al cambio climático, que aumentará la insostenibilidad del uso del agua en la cuenca, dificul-
tará alcanzar y mantener el buen estado de las masas y agravará la vulnerabilidad frente al cambio 
climático, incluyendo la de los propios agricultores.
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A lo anterior hay que añadir que la política de modernización de regadíos aumentará aún más el con-
sumo neto agrario y que, finalmente, en la demarcación del Ebro se ha desestimado, por las presio-
nes del sector, la propuesta de reducción de dotaciones en determinadas situaciones de regadío. 
Esta reducción tenía el objetivo de aproximar, aunque de forma enormemente tímida e insuficiente, 
las demandas agrarias a los recursos hídricos disponibles (si bien la creación de nuevos regadíos 
incrementa los consumos en una magnitud mucho mayor). De nuevo el sesgo agrarista se manifiesta 
en esta enorme receptividad por parte de la CHE para dotar nuevos regadíos y su extrema sensibili-
dad hacia las reivindicaciones del sector, contrario a cualquier reducción de dotaciones.

Frente a esta huida hacia adelante con medidas de maladaptación, el cambio climático exige una 
rectificación radical de las políticas del agua en este cuarto ciclo de planificación, asumiendo que 
hay menos agua y seguirá habiendo menos agua disponible (y mayor temperatura) debido a las al-
teraciones del clima, que las medias de oferta y de intensificación tecnológica son incapaces de ge-
nerar soluciones a la altura de la magnitud del problema y que una estrategia eficaz debe pivotar 
sobre la reducción de las demandas, especialmente agrarias, para adaptarlas progresivamente al 
agua realmente disponible, en el marco de una transición hídrica justa en el sector agrario. Esta re-
ducción debe realizarse además con sensibilidad social, para que el esfuerzo principal recaiga en las 
grandes empresas agrarias, a la vez que se protegen los pequeños y medianos agricultores. Hay que 
tener en cuenta la gran desigualdad en la distribución de la tierra y en el acceso al agua, dado que 
por ejemplo en Andalucía un 80 % de los regantes disponen del 22 % de la superficie y el 20 % de los 
regantes tienen el 78 % del regadío. En situaciones de escasez hídrica, una reducción de las dota-
ciones impacta negativamente de forma mucho más grave en los pequeños agricultores que en las 
grandes explotaciones. Por ello es imprescindible una reasignación social del agua aplicando crite-
rios de equidad social, sostenibilidad ambiental y arraigo territorial (véase un capítulo que desarrolla 
esta cuestión, en este mismo informe).

1. 6. Gobernanza

1. 6.1. Participación

Se aprecia y valora positivamente el mayor esfuerzo de comunicación y consulta que se está reali-
zando en la mayoría de demarcaciones en torno a los EPTI, a través de seminarios virtuales, reunio-
nes presenciales y elaboración de materiales divulgativos, con documentos de síntesis, divulgación 
de las presentaciones y vídeos de las sesiones informativas, caso por ejemplo de las demarcaciones 
del Ebro y del Júcar. También hay que valorar positivamente que en diversas demarcaciones se haya 
contado con servicios profesionales en materia de facilitación y participación. No obstante, persis-
ten demarcaciones en las que apenas se ha invertido esfuerzo en transparencia informativa, divul-
gación y reuniones participativas, como es el caso de la Demarcación del Segura. 

Sin embargo, incluso en aquellas demarcaciones en las que el esfuerzo ha sido mayor, se mantienen 
carencias notables. Uno de los errores conceptuales y metodológicos más importantes se refiere 
a la existencia de cierta confusión entre lo que se entiende por consulta y lo que realmente consti-
tuye una participación activa. Muchos eventos en realidad constituyen un espacio de consulta a las 
partes interesadas, en las que se recogen las diferentes aportaciones, sin que exista la posibilidad 
de deliberar con otras partes interesadas y, eventualmente, alcanzar posibles acuerdos, incluso con 
soluciones innovadoras o diferentes a las inicialmente planteadas por el organismo de cuenca. Un 
proceso de participación activa requiere una serie de condiciones en términos de objetivos, meto-
dología, alcance y desarrollo del proceso, que de ninguna manera es asimilable a una consulta pre-
sencial, como parece entenderse en muchos eventos de participación puestos en marcha. 
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En general los procesos de participación no tienen definidos elementos básicos como son:

i) Las condiciones de contorno del proceso participativo (sobre qué se participa, qué está abierto 
a discusión y qué no, cuáles son las alternativas en juego…); ii) La composición de los espacios par-
ticipativos (partes interesadas presentes, mecanismos para garantizar una representación y parti-
cipación adecuadas de todas las partes interesadas en igualdad de condiciones…); iii) Los procedi-
mientos para la discusión, deliberación y elaboración de acuerdos; iv) El alcance de los resultados 
de la participación y, en su caso, de los eventuales acuerdos que pudieran emerger; v) Los vínculos 
formales entre tales resultados y el proceso de elaboración del plan hidrológico y vi) Los vínculos en-
tre el proceso de participación activa y los órganos formales de participación de la demarcación, en 
particular el Consejo del Agua y su Comisión de Planificación.

Además, la participación de las partes interesadas debe regirse, entre otros, por los principios de 
igualdad de oportunidad y equidad de trato en relación con los beneficios y costes de dicha partici-
pación. Sin embargo, para aplicar tales principios hay que partir de una realidad: las partes interesa-
das no tienen la misma capacidad en cuanto a recursos económicos, técnicos y humanos disponi-
bles para invertir en participación. Como resultado, las asociaciones y organizaciones pequeñas de 
la sociedad civil disponen de muchos menos recursos, lo que limita su capacidad para participar y 
desde luego impide que dicha participación se realice en igualdad de condiciones.

Para afrontar tales carencias, se realizan las siguientes propuestas:

•	 Los procesos de participación activa deberían estar normados y con un claro encaje admi-
nistrativo y jurídico, que dé respaldo al proceso de participación y establezca sus bases, in-
cluyendo su alcance, objetivos específicos, condiciones de contorno, procedimientos inter-
nos y el modo específico en que sus resultados alimentarán el proceso de planificación.

•	 Debe clarificarse la coordinación y encaje que se va a establecer entre los procesos de parti-
cipación activa y los órganos de participación formal, específicamente el Consejo del Agua y 
su Comisión de Planificación.

•	 Es imprescindible destinar suficientes recursos económicos al proceso de participación, 
contar con personal técnico altamente cualificado y dedicar recursos técnicos y económi-
cos para apoyar la participación, sobre todo de las partes interesadas con menos capacida-
des, como muchas asociaciones y entidades de la sociedad civil de pequeño tamaño. 

Además, existen en muchos casos otras carencias, como no incluir en los EPTI las referencias y en-
laces a los estudios que sustentan los datos y afirmaciones que contienen. El EPTI de la demarca-
ción del Segura es buen ejemplo de ello, al no aportar los estudios y referencias que sustentan, por 
ejemplo, las cifras estimadas de pérdidas económicas millonarias, así como en el empleo, que esti-
ma en los regadíos del trasvase Tajo-Segura y que atribuye a la implantación de caudales en el Tajo.

1. 6.2. Recuperación de costes

La recuperación de costes desaparece como tema importante en algunas demarcaciones (caso de 
los EPTI del Guadalquivir, Ebro, Tajo y Ebro) y en otros casos se fusiona con el tema de la gobernanza 
(Guadiana y Galicia-Costa). En algunos casos se justifica por considerar que resolver dicha cuestión 
queda fuera del ámbito del plan hidrológico de demarcación, sin embargo, 25 años después de la 
aprobación de la DMA y tras tres ciclos de planificación, no puede admitirse esa justificación, porque 
ha habido tiempo más que suficiente para resolverlo con los cambios normativos necesarios.

Una carencia importante que se mantiene es la ausencia de una explicitación del grado de aplica-
ción del principio quien contamina paga como parte de la recuperación de los costes ambientales, 
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incluyendo la contaminación agraria. Hay que insistir en la existencia de una aplicación muy desigual 
de este principio entre los usuarios urbanos y los agrarios. Frecuentemente los usuarios urbanos pa-
gan de forma doble: por la contaminación que ellos generan (costes del tratamiento y depuración 
de las aguas residuales) y por la contaminación que genera el sector agrario, que repercute en los 
costes del abastecimiento urbano a través de tratamientos para potabilización más caros e infraes-
tructuras de captación y transporte más grandes y costosas, ante la imposibilidad de utilizar para 
uso humano fuentes cercanas contaminadas. Estas carencias en la aplicación del principio “Quien 
Contamina Paga” al sector agrícola fueron ya señaladas por la Comisión Europea en 2023 (borrador 
del Informe de revisión de la CE “European Commission. Compliance assessment of the 3rd River 
Basin Management Plans. Consultant’s assessment study – Spain”). 

Pese a ello, los EPTI del cuarto ciclo siguen escudándose en la incapacidad de estos instrumentos 
de planificación para establecer nuevos instrumentos fiscales, dado que se requieren para ello cam-
bios legislativos. Es cuestionable que en estos 25 años no se haya encontrado el momento para es-
tablecer dichos instrumentos, eliminando el agravio comparativo entre unos usuarios que pagan por 
lo que contaminan (usuarios urbanos, industriales) y los que no pagan por la contaminación que ge-
neran (básicamente los usuarios agrícolas).

1. 7. Conclusiones
De lo expuesto cabe extraer las siguientes conclusiones:

•	 Se constata el fracaso de la planificación hidrológica en lo sustancial, porque las masas no han 
mejorado y las medidas se han aplicado muy parcialmente o no han sido suficientemente efi-
caces. Da la sensación de que, en general, se renuncia a alcanzar el buen estado de las masas.

•	 Salvo excepciones, se mantiene una política muy continuista, que parece priorizar el no es-
tablecer limitaciones o condicionantes a las demandas, incluyendo el mantenimiento de un 
sesgo agrarista en buena parte de las demarcaciones.

•	 La revisión de los planes hidrológicos constituye una oportunidad para emprender las prime-
ras medidas para una necesaria transición hídrica justa, adaptada a una situación de menor 
disponibilidad de agua y mayores exigencias de conservación de unos ecosistemas some-
tidos a un estrés acrecentado. Esta transición hídrica justa es especialmente urgente en el 
ámbito agrario, a través principalmente de una reasignación social del agua con criterios de 
equidad social, sostenibilidad ambiental y arraigo territorial. Sin embargo, los EPTI del cuarto 
ciclo no reflejan el nivel de ambición necesario para ello.

•	 Los planes hidrológicos del cuarto ciclo deben constituir el instrumento básico de adap-
tación al cambio climático en materia de aguas. En caso contrario, serán una oportunidad 
perdida para los ríos, acuíferos, humedales, deltas y resto de ecosistemas del agua, para los 
numerosos servicios que nos prestan, para garantizar de forma efectiva el abastecimiento 
humano y para dotar de resiliencia al conjunto de actividades económicas que dependen de 
la provisión de agua.
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2. El papel de las infraes-
tructuras en el riesgo de 
inundaciones y los pla-
nes de actuación en las 
zonas afectadas por la 
DANA de 2024 1
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Fundación Nueva Cultura del Agua

2.1. La DANA de 2024 en un contexto de clima alterado
El 29 de octubre de 2024, una depresión aislada en niveles altos (DANA) descargó lluvias torrencia-
les sobre la Comunidad Valenciana cuyos efectos causaron 228 fallecidos, graves daños en infraes-
tructuras y pérdidas económicas superiores a los 17.000 millones de euros (GVA, 2025).

El episodio no es una anomalía, sino más bien la expresión de una tendencia consolidada. El calen-
tamiento progresivo del Mediterráneo está alterando la distribución e incrementando la intensidad 
de las precipitaciones en su cuenca, generando nuevas formas de vulnerabilidad frente a las que 
los sistemas de protección existentes no ofrecen una respuesta suficiente (IPCC, 2021). En agosto 
de 2024 la temperatura superficial del Mediterráneo alcanzó una media de 28,15 °C (la más elevada 
desde el inicio de los registros en 1982), con anomalías locales de hasta 5 °C respecto a los valores 
habituales (CEAM, 2025; Copernicus Marine, 2024). El fenómeno de las denominadas DANAs radi-
ca en que un mar con ese excedente de calor actúa como motor que evapora agua de forma masiva, 
que la DANA absorbe y precipita de vuelta de forma torrencial.

A diferencia de episodios anteriores, las precipitaciones más extremas no se concentraron en el lito-
ral sino en el prelitoral valenciano, donde la zona con acumulados superiores a 300 mm en 24 horas 
abarcó un extenso territorio batiendo récords que se remontan a 1948, como en Utiel y Requena. 
El núcleo de máxima intensidad se localizó sobre las cuencas de la Rambla del Poyo y el río Magro 
(Turís registró 772 mm en 24 horas y 185 mm en una sola hora, nuevo récord nacional; Chiva acumuló 
491 mm y Buñol superó los 400 mm (AEMET, 2024)), de modo que sobre el conjunto de la demarca-
ción hidrográfica del Júcar precipitaron 2.400 hm³ en un solo día. De éstos, más de 700 hm³ se con-

1 Este trabajo ha contado con cofinanciación, que se agradece, del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico a través de la convocatoria 2025 de subvenciones a ONG que desarrollen actividades de interés general 
consideradas de interés social en materia de investigación científica y técnica de carácter medioambiental, pero no 
muestra la opinión de este.
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centraron en las cuencas más afectadas: Rambla del Poyo (150 hm³), río Magro (más de 400 hm³), 
Turia (más de 130 hm³) y barranco de Picassent (más de 17 hm³) (MITECO, 2025).

La magnitud de este y otros eventos similares puede medirse a través de su periodo de retorno (T), 
un indicador estadístico que estima cada cuántos años, en promedio, cabe esperar una lluvia de una 
determinada intensidad. Aplicando las series históricas utilizadas actualmente en España, obsoletas 
por basarse en eventos anteriores a 1990, el episodio de Turís superaría un T de 500 años, es decir, 
un evento que estadísticamente debería ocurrir, de media, una vez cada cinco siglos. Sin embargo, 
un límite similar había sido alcanzado en Vinaròs apenas seis años antes (159 l/m²/h en 2018) y en 
Buñol, donde se registraron dos episodios centenarios en tan solo dos años consecutivos (2022 y 
2024). El problema no es solo que estos eventos se repitan con una frecuencia que contradice los 
cálculos, sino que el propio concepto de periodo de retorno supone que el clima del futuro se pa-
recerá al del pasado, una suposición que el cambio climático ha invalidado. En efecto, los modelos 
WRF (Weather Research and Forecasting) estiman un aumento de hasta el 88 % en la frecuencia de 
DANAs en el noreste de España y los modelos EURO-CORDEX prevén un incremento del 36 % en 
la intensidad de las precipitaciones extremas para periodos de retorno de 100 años durante 2022-
2100 (Almarcha, 2024; MITECO, 2025).

2.2. El comportamiento de las infraestructuras durante la DANA 2024
La DANA 2024 sometió a prueba las infraestructuras hidráulicas de la Comunidad Valenciana y dejó 
ver sus límites ante una tormenta que superó lo que estaba previsto durante su diseño. El análisis de 
su comportamiento es importante para entender lo ocurrido y para orientar con el mayor rigor cien-
tífico posible las decisiones sobre la futura gestión de los riesgos de inundación.

2.2.1. Los embalses: laminación insuficiente y riesgo de rotura

La eficacia de los embalses como estructuras de laminación, es decir, su capacidad de reducir el 
caudal punta de una avenida, que es como se denomina a una crecida extraordinaria de un río o 
rambla, quedó comprometida por una razón geográfica fundamental en el caso de la DANA 2024, 
puesto que las presas existentes se encontraban fuera del núcleo de máxima precipitación o aguas 
arriba de él, por lo que no pudieron captar la escorrentía generada en las subcuencas medias y ba-
jas. La CHJ estimó que la laminación total fue de apenas 165 hm³, el 6,9 % de los 2.400 hm³ precipi-
tados (CHJ, 2025). 

El embalse de Forata, de 37 hm³ en la cuenca del río Magro, redujo el caudal de entrada de unos 
2.000 m³/s a aproximadamente 1.000 m³/s, cumpliendo parcialmente su función. Sin embargo, fren-
te a los más de 400 hm³ precipitados en esa cuenca, la mayor parte aguas abajo de la presa, su 
asistencia resultó ser marginal. Aún con las lluvias más intensas aguas abajo, el riesgo de que el agua 
superase la coronación, es decir, que se precipitase por encima de la presa, poniéndola en riesgo de 
rotura, llevó a declarar el Escenario 2 de su Plan de Emergencia. Por su parte, el embalse de Buseo, 
en el río Reatillo, se desbordó completamente, pese a que el embalse estaba casi vacío al comenzar 
el evento y mostró signos de desintegración estructural, amenazando directamente a Sot de Chera. 
El episodio evidenció también una contradicción estructural en la gestión de embalses: la presión 
para mantenerlos llenos para el agua de riego reduce el volumen disponible para absorber avenidas.

2.2.2. La Rambla del Poyo y los límites de encauzar

La Rambla del Poyo concentra el mayor número de víctimas y daños de la DANA 2024. Se trata de una 
cuenca de 450 km², plana y sin una cabecera montañosa que permita construir presas para laminar 
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potenciales avenidas. El único aforador operativo registró 2.284 m³/s a las 18:50 h. del 29 de octubre, 
antes de ser destruido. Dado que este punto se sitúa aguas arriba de la confluencia con los barrancos 
Gallego y Horteta, donde la precipitación fue la más intensa, los caudales se unieron y alcanzaron una 
punta estimados en Paiporta en 3.600 m³/s, duplicando o triplicando el valor calculado para un periodo 
de retorno de 500 años, situado entre 1.200 y 1.800 m³/s según el punto de control (El País, 2024).

Los proyectos de encauzamiento elaborados entre 2011 y 2014, incluyendo una rambla artificial para 
desviar 700 m³/s hacia el Turia y la ampliación del encauzamiento de Paiporta a 800 m³/s, habrían 
gestionado conjuntamente unos 1.500 m³/s, menos de la mitad del caudal estimado. Incluso si se 
hubieran ejecutado, habrían sido ampliamente desbordados puesto que el desastre no se debió a 
la ausencia de obras pendientes, sino a que la magnitud del evento superó cualquier previsión de 
diseño concebida con parámetros climáticos del siglo pasado. Esto es debido a que la mayoría de 
los caudales de diseño de las medidas que se proyectaron corresponden a valores teóricos de pre-
cipitación con periodos de retorno de 100 años, calculados según las estadísticas de precipitacio-
nes máximas asociadas a la monografía “Máximas lluvias diarias en la España peninsular” (Dirección 
General de Carreteras 1999), que recoge los datos de pluviometría hasta 1990 y no incorpora los 
efectos de cambio climático.

2.2.3. El Nuevo Cauce del Turia proporcionó protección a la vez que un efecto barrera

El Nuevo Cauce del río Turia protegió a la ciudad de Valencia al contener caudales de hasta 2.000 
m³/s durante la DANA (Polo-Martín, 2025), pero este resultado merece matizaciones. Esos caudales 
se originaron en los últimos 50 km de la cuenca, aguas abajo del embalse de Loriguilla, donde las 
precipitaciones no fueron las más extremas. Es de suponer que, en el caso de que el núcleo de la tor-
menta se hubiera desplazado apenas 15 km hacia el norte, los caudales sobre la cuenca baja del Tu-
ria habrían podido superar la capacidad real del canal, estimada en 3.700 m³/s, prácticamente idén-
tica al pico registrado en la Rambla del Poyo (Romero Aloy et al., 2019). Adicionalmente, los cajeros o 
paredes del canal, sobreelevados entre 2 y 3 metros respecto al terreno natural, actuaron como una 
barrera física que impidió el desagüe natural de la Rambla del Poyo hacia el mar. 

Además, es importante destacar que la cartografía de la catástrofe muestra que el límite de la zona 
inundada sigue con precisión la traza del canal, lo que apunta a que sus cajeros pudieron agravar la 
inundación en l'Horta Sud, aunque la confirmación de esta hipótesis requiere estudios de simulación 
hidrológica específicos (CHJ, 2025).

2.2.4. Infraestructuras lineales y vegetación en los cauces: evidencias que contradi-
cen tópicos

La observación del comportamiento de las infraestructuras y los cauces durante la DANA 2024, re-
construida a través de los registros audiovisuales difundidos por medios de comunicación y redes 
sociales, permite extraer conclusiones que contradicen algunos de los argumentos más repetidos 
en el debate público. Se observa que las vías de comunicación (autovías, ferrocarriles y caminos 
rurales) actuaron como barreras secundarias que retuvieron el agua desbordada y prolongaron la 
inundación, al dificultar su evacuación hacia el mar. En cuanto a la vegetación, esos mismos registros 
de los ríos Turia, Poyo y Magro permiten concluir que las cañas y restos vegetales flotaron en super-
ficie sin obstruir de forma significativa el flujo principal, porque la elevada velocidad de la corriente 
impidió su acumulación (las cañas acumuladas flotaban en superficie, pero el agua pasaba libre-
mente por debajo). En realidad, el riesgo real de obstrucción provino de la acumulación de vehículos 
y mobiliario urbano, de mayor masa y resistencia al flujo, que en varios puntos actuaron como diques 
improvisados, elevaron el nivel del agua y extendieron la inundación lateralmente (CHJ, 2025). Estas 
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observaciones refutan el argumento recurrente que atribuye los desbordamientos a la falta de lim-
pieza de cauces. De forma contraria a este incorrecto tópico, la eliminación de vegetación ribereña 
reduce la laminación natural e incrementa la energía erosiva de la corriente, aumentando los daños.

2.2.5. Las insuficiencias de la red de aforadores y los sistemas de alerta temprana

La DANA 2024 puso de manifiesto limitaciones relevantes en la red de medición de caudales en 
tiempo real. En la Rambla del Poyo, el único aforador operativo se encontraba en Loriguilla, en la zona 
alta de la cuenca y quedó inutilizado por la propia avenida antes de registrar el caudal punta, lo que 
redujo significativamente la información disponible para los gestores de emergencia en el momento 
más crítico. Contar con un aforador situado aguas abajo de la confluencia con los barrancos Gallego 
y Horteta, coincidiendo con el cúmulo de precipitación más intensa, habría podido proporcionar da-
tos de mayor utilidad para la activación de alertas.

Esta limitación no es exclusiva de la Rambla del Poyo y refleja una infraestructura de monitoreo con-
cebida para cuencas grandes y de respuesta lenta, que se muestra poco adecuada para las ramblas 
y barrancos mediterráneos, donde el tiempo entre el inicio de la lluvia y el pico de caudal puede ser 
inferior a dos horas (CHJ, 2025). Reforzar y densificar esta red, garantizando su robustez estructural 
ante caudales extremos, es una de las muchas condiciones necesarias para mejorar la capacidad 
de respuesta ante episodios futuros.

2.2.6. Los límites del modelo basado en infraestructuras

A los efectos de multiplicación del riesgo descritos anteriormente se suma la urbanización masiva 
del prelitoral. Al impermeabilizar el suelo y alterar las divisorias naturales entre cuencas, los volúme-
nes procedentes de distintas subcuencas convergieron sobre los núcleos de mayor densidad de 
población, contribuyendo de forma decisiva a que un evento extremo se convirtiese en una catás-
trofe. Esta dinámica se vio agravada por la propia configuración de las infraestructuras de canali-
zación: los encauzamientos rígidos, las motas y los cajeros sobreelevados, concebidos para expul-
sar el agua lo más rápido posible hacia el mar, concentraron los flujos e incrementaron su energía 
destructiva aguas abajo. Paralelamente, las infraestructuras de transporte lineales como autovías, 
terraplenes ferroviarios y la V-31 en l'Horta Sud, actuaron como barreras que retuvieron el agua 
desbordada, prolongaron la inundación y desviaron los flujos hacia zonas densamente pobladas. El 
resultado es que el modelo de gestión basado exclusivamente en obras hidráulicas no solo ha al-
canzado sus límites operativos ante la nueva fenomenología climática, sino que en determinadas cir-
cunstancias contribuye a agravar los daños que pretende evitar.

Todo ello refuerza la urgencia de transitar hacia un modelo diferente. Se debe pasar de la estrategia 
de concentración y evacuación acelerada del agua a priorizar la ralentización y dispersión de los flu-
jos en un territorio ordenado de forma más sostenible, combinando soluciones basadas en la natu-
raleza, recuperación del espacio fluvial, planificación territorial que excluya los usos vulnerables de 
las zonas inundables, sistemas de alerta temprana con mayor cobertura y robustez (MITECO, 2025) 
y una amplia capacitación social para que la población contribuya a prevenir los riesgos y a saber ac-
tuar en caso de lluvias torrenciales e inundaciones.

2.3. El plan del MITECO de mejora de la resiliencia en los territorios 
afectados
La Propuesta de Plan para la Recuperación y Mejora de la Resiliencia frente a las Inundaciones en el 
Territorio Afectado por la DANA en la Comunidad Valenciana (en adelante, Plan MITECO) constituye 
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la principal respuesta institucional del Gobierno central a la DANA 2024. Elaborado por el MITECO, 
prevé una inversión preliminar de 768 M€ en medidas de recuperación y 530 M€ adicionales en me-
didas de prevención y protección, con horizonte de ejecución hasta 2030. El Plan contiene elemen-
tos positivos, pero arrastra carencias de diagnóstico y opciones de respuesta que comprometen su 
capacidad para evitar que una catástrofe similar se repita.

2.3.1. Del reconocimiento del diagnóstico climático a la inacción

El Plan reconoce que el episodio del 29 de octubre se sitúa fuera de las estimaciones de probabili-
dad de ocurrencia hasta ahora consideradas, y que los estudios del CEDEX apuntan a que las preci-
pitaciones y caudales máximos para periodos de retorno altos probablemente están infravalorados 
(Plan MITECO, pp. 5 y 85). Sin embargo, esta constatación no tiene consecuencias reales en el dise-
ño de las medidas, puesto que opta por mejoras incrementales en lugar de cambios profundos que 
se adecúen a la nueva realidad climática demanda. El Plan debería incorporar criterios geomorfo-
lógicos de las cuencas, soluciones basadas en la naturaleza (SbN) más ambiciosas, aunque incluye 
pasos en esta línea, proveer respuestas a la vulnerabilidad de las construcciones en espacios vul-
nerables y utilizar la ocurrencia real de eventos máximos (si ha pasado, puede volver a pasar) como 
criterio a la hora de dimensionar el peligro de inundaciones, frente al uso del concepto de periodos 
de retorno, invalidados por el cambio climático. La ausencia o insuficiencias de estos cambios pro-
fundos revela que el reconocimiento del problema no ha llegado a traducirse en un cambio real de 
paradigma que modifique criterios de diseño.

2.3.2. Un diagnóstico incompleto y excesivamente complaciente

El Plan carece de un diagnóstico integral de los factores que explican la magnitud de los daños, que 
van más allá de los puramente climáticos. El documento reconoce situaciones como la del barran-
co de la Saleta, cuyo trazado urbano lleva años sin una solución consensuada pese a los esfuerzos 
de distintas administraciones, pero no evalúa el papel que esas mismas administraciones públicas 
tuvieron al permitir la ocupación progresiva de zonas inundables y el enterramiento de cauces en el 
entramado urbano. Sin un diagnóstico que aborde con rigor por qué los planes y normativas previos 
resultaron insuficientes, resulta difícil garantizar que el nuevo Plan no incurra en los mismos errores.

A esta omisión se suman otras de similar relevancia. Entre ellas, el sellado del suelo por la expansión 
urbanística, que incrementa de forma significativa el volumen y la velocidad de la escorrentía, fenó-
meno que no recibe un tratamiento específico. Igualmente, el taponamiento de cauces por la acu-
mulación de vehículos y las muertes en garajes subterráneos son mencionados de forma tangencial, 
sin propuesta de actuación concreta. De la misma manera la insuficiencia de la red de aforadores, 
que el propio Plan reconoce al señalar que varios quedaron inutilizados por los caudales de avenida 
(p. 40), no da lugar a una respuesta suficientemente ambiciosa en términos de densificación y ro-
bustez del sistema de alerta en tiempo real.

2.3.3. La laminación de los embalses: su alcance real y riesgos asociados

El Plan afirma que los embalses prestaron un gran servicio al laminar 165 hm³ y que Forata disminuyó 
en 1.000 m³/s la crecida aguas abajo. Como se ha detallado en secciones anteriores, esos 165 hm³ 
representan el 6,9 % de los 2.400 hm³ precipitados. El efecto fue mínimo porque el núcleo de la tor-
menta descargó aguas abajo de todas las presas existentes, donde no había regulación posible. Sin 
embargo, el Plan no menciona que Forata y Buseo alcanzaron durante el episodio el Escenario 2 de 
sus respectivos planes de emergencia, lo que implicaba un riesgo de rotura cuyas consecuencias 
aguas abajo habrían incrementado de forma muy significativa los daños ya producidos. Una valo-
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ración rigurosa del papel de los embalses en este episodio exige exponer con claridad estas limita-
ciones y riesgos, en lugar de presentar como éxito un efecto laminador que, en términos globales, 
existió, pero fue marcadamente insuficiente.

2.3.4. Criterios de aplicación y ausencia de protocolos en las obras de emergencia

El Plan incluye un conjunto de declaraciones de emergencia cuya extensión merece una valoración 
específica. Las obras orientadas a restablecer servicios básicos, entre ellos el abastecimiento de 
agua, saneamiento, electricidad y comunicaciones, respondían a una necesidad urgente e indiscuti-
ble. Sin embargo, extender esta figura de emergencia a intervenciones en cauces de ríos y ramblas 
resulta más discutible por dos razones. Primero, la declaración de emergencia elimina cautelas ad-
ministrativas y ambientales cuya función es garantizar el buen uso de los fondos públicos y minimi-
zar los impactos ambientales. Segundo, obliga a actuar con urgencia e impide analizar alternativas e 
incorporar una perspectiva dinámica de los ríos, cuyos cauces y riberas cambian con cada avenida 
y no siempre deben ser restituidos a su estado anterior de forma urgente. Entre las actuaciones que 
suscitan estas dudas figuran la reparación del encauzamiento del barranco del Poyo desde Pican-
ya hasta su desembocadura (26 M€), la reparación y estabilización de márgenes en el río Magro y 
afluentes (44 M€) y diversas actuaciones en el tramo bajo del Turia (16,6 M€), con un coste conjunto 
que supera los 100 M€ (CHJ, 2025).

2.3.5. Dudas razonables sobre la pertinencia de la restauración hidrológico-forestal

El Plan incluye actuaciones de restauración hidrológico-forestal, concretamente repoblaciones 
forestales y construcción de diques de laminación en cabeceras de cuenca, como Soluciones Ba-
sadas en la Naturaleza (SbN), una clasificación técnicamente inexacta. Por ejemplo, los diques 
transversales al flujo son infraestructuras convencionales de los trabajos hidráulicos, no medidas 
inspiradas en los procesos naturales. Ante esto hay que tener en cuenta que los ecosistemas ripa-
rios tienen capacidad de recuperarse de forma espontánea tras un evento extremo y la intervención 
humana puede resultar contraproducente o ser innecesaria, al interferir con los procesos ecológi-
cos que ocurren de forma natural. Antes de reconstruir diques de laminación en cabeceras, el Plan 
MITECO debería demostrar con datos su utilidad real para retener caudales durante episodios de 
lluvia intensa, dado que su escasa capacidad de almacenamiento y su tendencia al aterramiento rá-
pido ofrecen pocas garantías de eficacia ante una DANA de la magnitud de la de 2024. De la misma 
manera, antes de intervenir en tramos fluviales tras una inundación se debe explicar qué objetivos y 
funciones fluviales se pretenden recuperar y por qué la actuación que se pretende es idónea frente a 
otras alternativas, incluyendo la opción de una restauración natural pasiva, dejando que sea la propia 
dinámica del río la que oriente dicha restauración natural.

2.3.6. Ordenación del territorio como asignatura pendiente

El Plan presenta un desequilibrio entre sus medidas de prevención y las de protección, que son pre-
dominantemente obras hidráulicas. El Reglamento del Dominio Público Hidráulico (RDPH) de 2016 
permite seguir construyendo en zonas inundables fuera de las zonas de flujo preferente. El Plan lo re-
conoce, pero no propone su modificación de forma precisa. De hecho, el artículo 9 quáter del mismo 
reglamento permite a las comunidades autónomas habilitar construcciones incluso en las zonas de 
mayor riesgo, y contempla que la ausencia de respuesta de la administración equivalga a una autori-
zación tácita, por lo que en la práctica este mecanismo neutraliza la normativa de protección frente a 
inundaciones. Su derogación sería imprescindible para que el marco legal resulte coherente con los 
objetivos declarados del Plan, pero el documento no lo menciona.
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2.3.7. La necesidad de un cambio de paradigma

El Plan MITECO incluye diversas soluciones basadas en la naturaleza, lo cual es un avance en la línea 
adecuada que hay que reconocer. No obstante, la apuesta principal del Plan son las infraestructuras 
grises, sin aportar evidencias que demuestren su eficacia ante eventos de la magnitud del analizado. 
Es necesario un cambio de paradigma articulado en cuatro ejes: 

1.	 El primero es pasar del objetivo de evacuar al de retener y disipar: en lugar de expulsar el 
agua hacia el mar lo antes posible —concentrando los flujos e incrementando su energía 
destructiva—, todo el territorio debería contribuir a retener, ralentizar y disipar la escorrentía 
de forma espacialmente distribuida antes de que alcance los núcleos poblados. 

2.	 El segundo es aplicar la solidaridad entre territorios aguas arriba y aguas abajo: una gestión 
centrada en la retención evita que unas zonas se protejan a costa de agravar los daños en 
otras, como ocurrió con el encauzamiento del Segura, que protegió Murcia durante la DANA 
de 2019 pero prolongó las inundaciones en la Vega Baja. 

3.	El tercero es pasar de una distribución opaca de los costes a una gestión desde el interés pú-
blico: cuando zonas agrícolas asuman inundaciones blandas para proteger núcleos urbanos 
aguas abajo, los daños deben ser compensados mediante seguros y presupuestos públicos. 

4.	El cuarto eje (el más relevante) es dejar de centrarse en ejecutar obras para pasar a centrar-
se en gestionar más y mejor. La mitigación del riesgo no requiere principalmente inversión, 
sino planificación, capacitación, control e inspección; tareas con una relación coste-eficacia 
muy superior a la de las obras grises, pero que exigen reorientar los presupuestos públicos 
desde las infraestructuras hacia los medios humanos y técnicos. Además, esta gestión debe 
ser evaluada en función de si se han alcanzado o no los objetivos previstos. Cuando la admi-
nistración evalúa sus actuaciones, suele limitarse a medir el grado de ejecución presupues-
taria, pero no si las medidas han reducido efectivamente el riesgo. Sin mecanismos de segui-
miento y evaluación de la eficacia real, no es posible una gestión adaptativa que aprenda de 
los errores (MITECO, 2025). La ausencia de estos mecanismos de seguimiento y evaluación 
constituye otra de las carencias del Plan.

2.4. El Plan Endavant de la Comunitat Valenciana de recuperación y 
reconstrucción
El Plan Endavant de recuperación y reconstrucción (GVA, 2025) (en adelante el Plan Endavant) 
constituye la respuesta de la Generalitat Valenciana a la DANA de 2024. Con una inversión prevista 
superior a los 4.000 M€ y horizonte temporal hasta 2028, el Plan combina actuaciones de emergen-
cia, recuperación económica y social y medidas de prevención y protección. Al igual que el Plan MI-
TECO, el Endavant contiene reconocimientos relevantes sobre la magnitud del reto climático, pero 
sus opciones de fondo revelan contradicciones estructurales que comprometen su coherencia.

2.4.1. Alcance y limitaciones del diagnóstico

Un acierto del diagnóstico en el Plan Endavant es reconocer que la ocupación humana de las zo-
nas afectadas se realizó en gran medida sobre territorios identificados como de alta peligrosidad de 
inundación (Plan Endavant, p. 13). No obstante, el documento acota esta responsabilidad al desarro-
llo urbanístico de los años sesenta y setenta, anterior a la entrada en vigor del PATRICOVA en 2003, 
cuando está ampliamente documentado que el crecimiento urbanístico desordenado en la zona 
metropolitana de Valencia se prolongó hasta bien entrado el siglo XXI, en ausencia de una autoridad 
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metropolitana y de un plan territorial coherente. Esta elusión de las responsabilidades más recientes 
reproduce la timidez crítica ya observada en el Plan MITECO frente a los fallos de gobernanza de las 
propias administraciones.

El Plan propone recalibrar los periodos de retorno de 25, 100 y 500 años incorporando los nuevos 
registros y crear un nuevo nivel de peligrosidad denominado "catastrófico". Sin embargo, estas pro-
puestas tienen el mismo problema de fondo con los periodos de retorno porque son un cálculo es-
tadístico que asume que el clima futuro se parecerá al pasado, una premisa que el cambio climático 
ha dejado sin validez. La planificación debe incorporar criterios geomorfológicos y la consideración 
de eventos máximos, aceptando que habrá fenómenos cuya magnitud superará cualquier defensa 
rígida y que la estrategia más eficaz es preservar un espacio fluvial amplio disponible para el desbor-
damiento blando.

2.4.2. Evidencias frente a un relato extendido sobre el efecto de las cañas

Uno de los errores más llamativos del Plan Endavant es atribuir a la caña (Arundo donax) un papel 
significativo en el agravamiento de los desbordamientos, afirmación que fundamenta un plan inte-
gral de erradicación. Sin embargo, como se muestra en los registros audiovisuales disponibles, las 
cañas no tienen capacidad para generar obstrucciones resistentes a los empujes hidráulicos de una 
avenida de estas características, puesto que son barridas permanentemente por la velocidad de la 
corriente, que continúa su flujo debajo de la acumulación de cañas. Retirar vegetación ribereña, con 
especies propias de los ecosistemas fluviales, es no solo una medida inútil frente al problema que se 
invoca, sino contraproducente, puesto que esa vegetación ejerce un papel positivo demostrado en 
la laminación de crecidas y la disipación de energía, además de ser un activo ecológico reconocido 
por el Reglamento Europeo de Restauración de la Naturaleza (UE 2024/1991).

2.4.3. La apuesta continua por construir más infraestructuras

La sección de infraestructuras del Plan Endavant parte de un dato real sobre la inversión en infraes-
tructuras hidráulicas, que ha caído un 83 % desde el máximo de 2006 hasta 2021 (p. 17). Sin embar-
go, de ese dato se extrae la conclusión cuestionable de que más infraestructura equivale a menor 
riesgo de inundación. Pero el análisis del comportamiento de las infraestructuras durante el episodio 
apunta en sentido contrario, puesto que los embalses laminaron apenas el 6,9 % del volumen pre-
cipitado, múltiples obras de defensa fueron destruidas por la propia avenida y algunas infraestruc-
turas agravaron los daños en zonas adyacentes al actuar como barreras. El Plan insiste además en 
obras de corrección hidrológico-forestal, específicamente diques y albarradas (pequeños diques de 
piedra seca o madera). Estas son respuestas obsoletas, con escasa capacidad de almacenamiento, 
rápido aterramiento y riesgo de movilizar masivamente sedimentos en caso de colapso. Adicional-
mente, la previsión de abrir nuevos caminos forestales para acceder al catálogo de diques que se 
pretende reconstruir agrava el balance, puesto que el impacto ambiental de esas pistas supera los 
hipotéticos beneficios laminadores.

2.4.4. Una ordenación territorial que agrava la presión urbanística

La contradicción más profunda del Plan Endavant se manifiesta en el ámbito de la ordenación terri-
torial. El Objetivo F.4 propone identificar oportunidades de habilitar nuevas zonas de construcción 
mediante reclasificaciones de suelo que incluirían viviendas, polígonos industriales y equipamientos. 
El Objetivo F.6 va más lejos al proponer acelerar el desarrollo urbanístico en la zona afectada, recu-
rriendo a Planes Especiales Urbanísticos de Reconstrucción (PEUR) que simplifican trámites admi-
nistrativos y ambientales e introducen silencio positivo y reducción de plazos en la tramitación. El 
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Plan no solo no plantea la retirada programada de población y equipamientos de las zonas de mayor 
riesgo, sino que establece las bases para acelerar precisamente su ocupación, reduciendo las sal-
vaguardas que deberían impedirlo. En definitiva, este objetivo desarrollista es incompatible con cual-
quier pretensión real de incrementar la resiliencia territorial.

Finalmente, hay que indicar que tanto el Plan MITECO como el Plan Endavant comparten la ausencia 
de un análisis explícito de su coherencia y complementariedad mutua. Esta omisión impide identi-
ficar sinergias, detectar duplicidades y corregir contradicciones en los numerosos ámbitos donde 
ambos documentos plantean actuaciones concurrentes, pero no necesariamente alineadas.

2.5. Propuestas para una gestión más resiliente del riesgo de inundación
Las propuestas que se exponen a continuación se fundamentan en el análisis crítico de los pla-
nes MITECO y Endavant y en el diagnóstico del comportamiento de las infraestructuras durante la 
DANA de 2024. Un desarrollo amplio y detallado de cada una de ellas puede encontrarse en el ca-
pítulo 2 del Informe OPPA 2024: Retos de la planificación y gestión del agua en España (Fundación 
Nueva Cultura del Agua).

2.5.1. Del objetivo de evacuar al de retener y disipar

El cambio de paradigma que la planificación hidráulica española requiere no es técnico, sino con-
ceptual. Durante décadas, la gestión del riesgo ha operado bajo el objetivo de evacuar los caudales 
hacia el mar lo más rápidamente posible, una lógica que concentra los flujos incrementa su energía 
cinética y traslada los daños aguas abajo. Pero la evidencia lo refuta. Durante la DANA de 2024 los 
embalses no laminaron más que el 6,9 % del total. La alternativa es una gestión “celular” de los flujos 
hídricos, en la que todo el territorio contribuya a retener, ralentizar y disipar la escorrentía antes de 
que alcance los núcleos habitados, combinando Medidas Naturales de Retención del Agua (NWRM), 
restauración del espacio fluvial y Sistemas Urbanos de Drenaje Sostenible (SUDS).

2.5.2. Devolver espacio a los ríos y solidaridad territorial

Devolver espacio a los ríos implica retranquear o eliminar motas y encauzamientos rígidos en tramos 
donde la inundación blanda (sobre usos agrarios o naturales) genere menos daños que la avenida 
canalizada. También supone recuperar meandros y bosques de ribera, que disipan la energía de la 
corriente y dotar de contenido legal al concepto de Espacio Fluvial, superando los marcos obsoletos 
del Dominio Público Hidráulico y la zona de policía. Esta estrategia exige además aplicar el criterio 
de solidaridad y corresponsabilidad entre territorios: una gestión distribuida centrada en retener en 
lugar de evacuar está más alineada con la equidad social en la distribución de costes y beneficios, 
evitando que unas zonas se libren de los daños a costa de agravar los de otras. Las compensaciones 
a los agricultores y propietarios que asuman funciones de laminación son también una condición de 
equidad imprescindible para hacer viable esta estrategia.

2.5.3. Reforma radical de la normativa sobre zonas inundables

La eficacia de cualquier estrategia de reducción del riesgo depende, en última instancia, de que se 
deje de construir en zonas inundables. El artículo 9 quáter del RDPH, que permite que las comuni-
dades autónomas puedan autorizar desarrollos urbanísticos zonas inundables, debe ser eliminado 
íntegramente, a la vez que los Planes de Gestión del Riesgo de Inundación (PGRI) del tercer ciclo 
(2028-2033) deben establecer la adaptación obligatoria de todos los planes urbanísticos municipa-
les a la cartografía oficial de zonas inundables, actualizada con criterios geomorfológicos y escena-
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rios climáticos futuros. En las zonas de riesgo alto y muy alto, los fondos públicos de reconstrucción 
deben reorientarse para contribuir al traslado progresivo de viviendas a emplazamientos seguros, 
siguiendo, por ejemplo, el precedente de Gavarda tras la rotura de la presa de Tous en 1982. En cual-
quier caso, no deben aplicarse para la reconstrucción de viviendas en el mismo lugar de riesgo.

2.5.4. Soluciones basadas en la naturaleza (SbN) y territorios-esponja

Las Medidas Naturales de Retención de Agua (NWRM) (setos, linderos vegetados, recuperación de 
la red de drenaje natural, zonas de laminación controlada y restauración de llanuras de inundación) 
transforman el espacio agrario en un territorio-esponja que reduce los volúmenes, la velocidad de la 
escorrentía y el arrastre de sedimentos antes de que llegue a los cauces principales. Los Sistemas 
Urbanos de Drenaje Sostenible (SUDS) (pavimentos permeables, zanjas filtrantes, jardines de lluvia, 
humedales artificiales) cumplen la misma función en los entornos urbanos. Ambas familias de medi-
das generan además beneficios adicionales, entre ellos, la mejora de la biodiversidad, la reducción 
de la contaminación difusa agraria, la mayor calidad del paisaje. Por todo ello debe incrementarse 
de forma muy sustancial la escala a la que se aplican estas medidas, para que dejen de ser testi-
moniales y pasen a ser la estrategia principal en las distintas herramientas de planificación (plan del 
MITECO, Plan Endavant, así como los planes hidrológicos, los planes frente a inundaciones y los de 
ordenación territorial y urbana). 

2.5.5. Replanteamiento de las infraestructuras y valoración cautelosa de las grises

Antes de comprometer nuevas inversiones en infraestructuras hidráulicas convencionales, como 
presas, encauzamientos y diques, resulta imprescindible ejecutar estudios integrales de simulación 
hidráulica que cuantifiquen el nivel de protección real, no teórico, frente a distintos escenarios de 
DANA. A su vez, éstos deben ser comparados con el de las alternativas basadas en la naturaleza, 
evaluando eficacia, efectos acumulativos o sinérgicos con otras infraestructuras existentes o pro-
yectadas, coste-efectividad y efectos aguas abajo. Las infraestructuras lineales de transporte que 
durante la DANA de 2024 operaron como barreras al drenaje, como autovías, líneas ferroviarias y la 
V-31 en l'Horta Sud, requieren un replanteamiento estructural a medio plazo, no retoques puntuales 
de capacidad de desagüe. Por último, los planes de emergencia de presas deben incorporar proto-
colos que garanticen volúmenes de resguardo suficientes ante avenidas extraordinarias, resolvien-
do la contradicción entre la función de regulación para riego y la de laminación de crecidas, con el fin 
de minimizar situaciones de emergencia como las vividas en las presas de Forata y Buseo.

2.5.6. Alerta temprana, capacidad institucional y educación para el riesgo

La mejora de la respuesta de emergencia exige, en primer lugar, incrementar y robustecer la red de 
aforadores en las cuencas de tiempo de respuesta corto en ramblas y barrancos mediterráneos 
donde el intervalo entre el inicio de la lluvia y el caudal punta puede ser inferior a dos horas. Se debe 
garantizar su resistencia estructural ante caudales extremos. Efectivamente, la ausencia de datos 
en tiempo real sobre la Rambla del Poyo durante la noche del 29 de octubre privó a los gestores de 
emergencia de información decisiva en el momento más crítico. 

Los protocolos de alerta deben, además, acotar la discrecionalidad institucional mediante procedi-
mientos basados en el principio de precaución. Es importante observar que la misma información 
meteorológica disponible ese día llevó a la Universitat de València a emitir alertas con mayor antela-
ción que la Generalitat Valenciana, con consecuencias directas y cuantificables sobre la exposición 
de la población al riesgo. Por último, ninguna transformación técnica o normativa resultará sostenible 
sin una estrategia continua de educación y capacitación social, articulada desde centros educati-
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vos, colectivos vulnerables y administración local, y orientada a la comprensión operativa de los ma-
pas de riesgo, la interpretación de los niveles de alerta y las medidas básicas de autoprotección.
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3.1. Mismas circunstancias. Principios cambiantes
La política de protección ambiental europea atraviesa una fase de agitación que evidencia la comple-
ja coexistencia entre un marco normativo cada vez más ambicioso y una implementación conserva-
dora, en ocasiones opaca por la falta de datos. La motivación del marco legislativo existente responde 
a una lógica preventiva: evitar la generación de contaminación en origen, reducir la exposición de la 
población y de los ecosistemas a sustancias peligrosas y avanzar hacia un modelo productivo com-
patible con los límites biofísicos del planeta. En términos jurídicos, esta orientación se fundamenta 
en el Principio de Prevención, el Principio de Precaución, el Principio de “quien contamina paga” y el 
Principio de No Deterioro, contenido en la Directiva Marco del Agua (DMA, 2000/60/CE). La DMA 
estableció un cambio de paradigma al priorizar el buen estado ecológico de las masas de agua por 
encima de la satisfacción de las demandas; sin embargo, la política hidrológica española sigue enca-
minándose hacia el incremento de la oferta (infraestructuras y recursos no convencionales), sin abor-
dar de manera suficiente la reducción de las demandas ni la prevención de los impactos. La reciente 
propuesta de la Comisión Europea de modificar la DMA para facilitar las autorizaciones de proyectos 
y actividades, lo que probablemente afectaría al Principio de no Deterioro, para potenciar la competi-
tividad europea en materias primas estratégicas —en línea con el Plan de Acción RESourceEU— in-
habilitaría los instrumentos de contención frente a eventos contaminantes irreversibles, lo que revela 
tensiones estructurales sin resolver entre objetivos ambientales y dinámicas socioeconómicas.

En el ámbito hídrico, el Pacto Verde Europeo aprobado en 2019 por la Comisión Europea apostó por 
objetivos ambientales a alcanzar en 2030, tal como reducir un 30 % de microplásticos liberados en 
el medio ambiente, un 50 % las pérdidas de nutrientes, el uso y los riesgos de los plaguicidas quí-
micos, el uso de los más peligrosos y la venta de antimicrobianos para animales de granja y para la 
acuicultura. Entre otros frentes de actuación, el Pacto Verde se articula en tres estrategias que inci-
den directa e indirectamente en acelerar la reducción de la contaminación en la fuente: 

•	 La Estrategia de sostenibilidad para las sustancias químicas, que promueve el reemplazo de 
productos químicos dañinos por otros seguros y sostenibles. 

•	 La revisión de la Directiva 2010/75/UE (DEI) sobre las emisiones agroindustriales, que pro-
mueve medidas sectoriales para hacer frente a la contaminación de grandes instalaciones 
industriales.
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•	 El Plan de Acción de Contaminación Cero, que promueve integrar la prevención de la conta-
minación ambiental en el eje de las políticas intersectoriales europeas, busca maximizar las 
sinergias, avanzar en la implementación e identificar posibles perjuicios y compensaciones. 

En 2021, el Plan de Acción de Contaminación Cero del aire, el agua y el suelo fijó el horizonte de 
2050 para reducir la contaminación hasta niveles que ya no sean perjudiciales para la salud y los 
ecosistemas naturales, con el fin de crear entornos libres de tóxicos. La Figura 1 representa la jerar-
quía de la contaminación cero. Se prioriza la oportunidad de invertir la pirámide de acción, dado que 
las herramientas, tecnologías y cambios de comportamiento más eficaces son las dirigidas a evitar 
el evento contaminante en la fuente e involucran a la cadena de diseño, producción, transporte, con-
sumo y procesos de tratamiento, de forma que se aliente a generar productos y servicios seguros y 
sostenibles. La segunda acción correspondería a reducir y minimizar el impacto de la contamina-
ción, y la última acción deseable sería la remediación y compensación del daño correspondiente. 

Figura 1. La jerarquía de la contaminación cero: invertir la pirámide de acción, priorizando los enfoques preventivos para 
abordar la contaminación (fuente: CE, 2021).

El Plan de Acción propone 9 emblemas que agrupan un total de 33 acciones: 1) reducir las desigual-
dades sanitarias mediante la contaminación cero; 2) apoyar las acciones de contaminación cero en 
el ámbito urbano; 3) promover la contaminación cero en todas las regiones europeas; 4) facilitar las 
opciones de contaminación cero; 5) reforzar la colaboración en el intercambio de buenas prácticas 
y promover las acciones y compromisos intra sectoriales; 6) exhibir las soluciones de contamina-
ción cero para edificaciones; 7) generar Living Labs para soluciones digitales verdes e inteligentes 
de contaminación cero; 8) minimizar la huella de contaminación externa a la Unión Europea; 9) con-
solidar los centros europeos de conocimiento para la contaminación cero. 

La Comisión Europea y el Comité Europeo de las Regiones cooperaron para crear la Plataforma de 
Partes Interesadas de Contaminación Cero de diversos ámbitos (sanidad, agricultura, investigación, 
transporte, digitalización y medio ambiente) con el fin de promover sinergias y compartir buenas 
prácticas en áreas multisectoriales. Tras la revisión intermedia a finales de 2025, la Comisión Euro-
pea valoró los avances en materia de contaminación atmosférica en ciudades, que aportan eviden-
cias de la mejora de la protección ambiental y la salud pública, además de beneficios económicos y 
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sociales. Sin embargo, también detectó que la situación para las aguas, los residuos, el ruido y la con-
taminación por microplásticos sigue estable o ha empeorado y concluyó con la necesidad de acele-
rar la aplicación de las acciones preventivas y de elaborar evaluaciones cuantitativas más precisas y 
exhaustivas, pese a la complejidad de los sistemas transversales.

«La revisión intermedia es clara: a pesar de los avances, la UE debe redoblar sus esfuerzos para al-
canzar los objetivos de contaminación cero para 2030. Los entes locales y regionales están en prime-
ra línea para proteger la salud de las personas, pero necesitan un mayor respaldo de la UE. En estos 
tiempos geopolíticos turbulentos, es tranquilizador que la UE mantenga un camino firme y con visión 
de futuro hacia la contaminación cero. (…)», Marieke Schouten, Concejala del municipio de Nieuwegein 
(Países Bajos) y copresidente de la Plataforma de Partes Interesadas de Contaminación Cero.

En un contexto en que la prevención se exhibe en el discurso legislativo, pero la práctica se orien-
ta hacia la mitigación mediante soluciones tecnológicas, la consecuencia es una desactivación im-
plícita de los Principios de Prevención y No Deterioro. La ausencia de un enfoque integral al atacar 
las causas estructurales de la contaminación puede generar una percepción ilusoria de control me-
diante soluciones tecnológicas que contribuyan a consolidar modelos productivos insostenibles. En 
estas circunstancias, abundar en la necesidad de protección de las aguas subterráneas no es solo 
deseable, sino imprescindible.

3.2. La vulnerabilidad de las aguas subterráneas
Las aguas subterráneas se consideran un recurso esencial, especialmente en regiones que sufren 
escasez de recursos hídricos superficiales, para el abastecimiento humano, los usos agrícolas e in-
dustriales del agua y la conservación de ecosistemas acuáticos dependientes de las reservas de 
agua subterránea (como los sistemas fluviales, humedales, zonas costeras, etc). Además de actuar 
como barrera natural a la actividad contaminante antropogénica de la superficie, el subsuelo puede 
atenuar de forma natural la concentración de contaminantes orgánicos antes de alcanzar la masa 
de agua subterránea, lo que le confiere a los acuíferos características estables de aguas de buena 
calidad; sin embargo, ni los acuíferos libres y someros ni los confinados y profundos están exentos 
de exposición a la contaminación mediante procesos de infiltración desde la superficie (interacción 
río-acuífero, zonas de regadío, etc), fugas de elementos subterráneos (balsas de lixiviados, fugas en 
tanques de combustible, pérdidas en las conducciones de aguas residuales, accidentes y vertidos 
en pozos abiertos o profundos) o infiltraciones de agua salina en zonas costeras. La sobreexplota-
ción de las aguas subterráneas también reduce la capacidad de dilución de contaminantes que pe-
netran en el acuífero. Una vez producido el evento contaminante, las aguas subterráneas son más 
vulnerables que la superficiales debido a varios factores:

•	 Los tiempos de residencia del agua en el subsuelo son más largos que en las aguas super-
ficiales; pueden oscilar desde días a décadas o milenios en flujos regionales a través de la 
cuenca hidrogeológica. Tiempos de residencia largos favorecen la persistencia o acumula-
ción de sustancias tóxicas persistentes, por ejemplo al ser absorbidas en el sustrato sólido o 
biodegradarse y transformarse en compuestos secundarios más peligrosos que los prima-
rios. En algunos casos se habla de contaminación histórica, en otros el daño es irreversible. 
Las prácticas de remediación pueden tardar décadas en mejorar la calidad del agua, incluso 
después de la desactivación de la fuente de contaminación. Un ejemplo de ello son los episo-
dios de contaminación por nitratos, pesticidas y otros contaminantes emergentes. 

•	 Falta de sistemas de alerta para la detección temprana de contaminación. La escasez de 
redes de observación bien distribuida espacialmente y la falta de implementación de siste-
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mas de monitoreo continuo es una realidad extendida que retrasa la adopción de medidas 
correctoras. Las limitaciones técnicas han de hacer frente a la heterogeneidad y anisotro-
pía (comportamiento distinto en direcciones distintas) de la matriz sólida del subsuelo, lo que 
dificulta la caracterización hidrogeológica sobre la dirección y velocidad de los sistemas de 
flujo hidrogeológico. Cuando el agua contaminada es finalmente muestreada, se inicia la de-
tección de la fuente puntual de contaminación, lo cual puede estar sujeto a incertidumbres 
debido a la dispersión, heterogeneidad, etc. La dispersión de la pluma de contaminación 
también es problemática si la fuente de contaminación es difusa (agricultura). Estas incerti-
dumbres por dispersión y heterogeneidad restan eficacia a la aplicación de la norma de Res-
ponsabilidad Ambiental. 

•	 Técnicas de remediación implican costes elevados, largos plazos de actuación y limitaciones 
técnicas que pueden implicar la recuperación parcial o considerarse el suelo contaminado 
como irrecuperable.

•	 El pronóstico del cambio climático en la Península Ibérica arroja escenarios donde las aguas 
subterráneas se pueden ver afectadas por la reducción de las precipitaciones y recargas, el 
aumento de la evapotranspiración y la mayor frecuencia de eventos extremos; las alteracio-
nes en los ciclos estacionales y los interanuales pueden aumentar la concentración de los 
contaminantes existentes (situaciones de sequía donde las reservas de aguas subterráneas 
se ven reducidas) o favorecer la recarga de aguas contaminadas (inundaciones y avenidas 
en llanuras de infiltración). Otros efectos pueden producirse en acuíferos costeros, con ma-
yor intrusión salina por elevación del nivel del mar o sobreexplotación de pozos costeros. En 
este contexto, la prevención adquiere una dimensión estratégica, al convertirse en la única 
vía eficaz para garantizar la sostenibilidad a largo plazo de los recursos hídricos.

3.3. Soluciones no tecnológicas para la prevención frente a la contami-
nación del agua subterránea
El objetivo de las soluciones no tecnológicas (SNTs) es alcanzar mejores estándares de protección 
ambiental al evitar o minimizar la probabilidad de ocurrencia de los eventos dañinos al medio am-
biente y sus efectos nocivos. Las SNTs pueden apelar a cambios de comportamiento y conciencia-
ción ambiental, principios normativos, optimización en las regulaciones y, en general, requieren me-
nores necesidades de inversión económica que las soluciones tecnológicas de mitigación (reducir, 
atenuar o limitar la contaminación), remediación (acciones de descontaminación parcial) o elimina-
ción (eliminación completa de la contaminación). 

En el marco del proyecto UPWATER y el proyecto SHIELD, se ha realizado una compilación de SNT 
para la prevención de la contaminación de agua subterránea teniendo en cuenta el ciclo integral del 
agua —pone en el centro la interacción entre aguas superficiales y subterráneas— y su relación con 
otras políticas sectoriales, en línea con el Plan de Acción Contaminación Cero. Para ello se realiza-
ron búsquedas bibliográficas de SNT innovadoras y se revisaron los Programas de Medidas de los 
Planes Hidrológicos de Cuenca de tercer ciclo de varios países miembro de la Unión Europea, entre 
otros los correspondientes a los casos de estudio de UPWATER (España, Grecia y Dinamarca). 

El resultado es un catálogo que se compone de sesenta SNTs clasificadas en cinco bloques según 
su naturaleza y las características principales de su implementación. Tras la identificación, se realizó 
una evaluación de impactos y caracterización de factores socioeconómicos, administrativos y am-
bientales. La concepción de las medidas no tecnológicas de prevención de contaminación desde 
un enfoque holístico y multidisciplinar implica medidas estratégicas que abarcan la revisión de políti-
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cas y regulaciones, la incorporación de buenas prácticas en el funcionamiento de las administracio-
nes, la promoción de gobernanza pública del agua, la optimización de instrumentos económicos y la 
adopción de acciones sociales. A continuación se presentan brevemente estos distintos bloques de 
medidas SNT.

Bloque 1 - Medidas directas de protección de agua subterránea

Este bloque se centra en reducir el riesgo de entrada de contaminantes a través de las capas per-
meables del subsuelo hasta alcanzar el agua subterránea. El objetivo de este grupo de medidas es 
asegurar el mantenimiento del buen estado químico y cuantitativo de los acuíferos, las fuentes y el 
control de pozos y los ecosistemas acuáticos dependientes de ellos, lo cual implica restricciones y 
condicionamiento a actividades y servicios en zonas delimitadas por criterios técnicos, conocidas 
como perímetros de protección. Las zonas vulnerables del agua subterránea pueden ser: la interac-
ción entre agua superficial y subterránea (zona hiporreica y sedimentaria de lagos), las zonas de infil-
tración de las recarga natural y artificial, las zonas identificadas como Reservas Naturales Subterrá-
neas (RNS) —figura de protección poco extendida dentro de la Ley de Aguas RD1/2001 y la DMA—. 
En este bloque se incluyen la protección de las fuentes de la nueva Directiva de Aguas Potables 
(2026/805/UE), que prioriza el enfoque de gestión del riesgo previo al evento contaminante.

Bloque 2- Medidas sobre la ordenación del territorio y la planificación del uso del suelo

Las actividades, usos y servicios emplazados en el territorio están regulados y condicionados por la 
protección ambiental, ya que la gestión del uso del suelo es un factor fundamental para prevenir la 
contaminación. La eficacia de la norma está supeditada al conocimiento y comprensión de los pro-
cesos hidrológicos y de sedimentación que tengan lugar en el territorio, así como su dependencia 
con distintos procesos ecológicos (por ejemplo, la creación de hábitat para la biodiversidad). Se re-
quiere un análisis del riesgo, vulnerabilidad, evaluación de impacto ambiental, así como clasificación 
de actividades de acuerdo a su peligrosidad y capacidad contaminante. Todo ello es necesario para 
que las entidades responsables de la ordenación territorial y el urbanismo (comunidades autónomas 
y ayuntamientos) puedan otorgar concesiones y autorizaciones de uso sobre una base sólida.

Bloque 3 – Medidas sectoriales en función del uso del agua

Los requerimientos de calidad del agua difieren según el uso al que van destinados. Es fundamental 
aplicar medidas sectoriales ajustadas a cada casuística, tales como: restricción y condicionamiento 
del uso, necesidad de tratamiento previo al vertido, alternativas al uso de compuestos contaminan-
tes, reducción de la demanda de recurso hídrico, etc. Este bloque considera los tres sectores econó-
micos y un sector adicional, la industria de tratamiento y recogida de aguas residuales. En el caso de 
las aguas residuales establecer la relación entre actividad responsable y contaminación del agua, ne-
cesaria para aplicar tales medidas sectoriales, se facilita porque la firma química del agua residual (es 
decir, si composición química detallada) permite deducir los usos y las actividades contaminantes.

La Directiva 2010/75/UE sobre las emisiones industriales (DEI) regula, sector por sector, el impac-
to ambiental de más de 50.000 instalaciones agroindustriales de gran tamaño y con alto riesgo de 
contaminación, responsables del 20 % de las emisiones de contaminantes al agua, y propone la im-
plantación de las mejores técnicas disponibles (MTDs). Esta clasificación abarca todos los conta-
minantes importantes emitidos por dichas instalaciones y que afectan a la salud humana y al medio 
ambiente. La revisión de la DEI en 2020 concluyó que la DEI resultaba eficaz para prevenir y contro-
lar la contaminación en general, pero no así en el caso del agua que del aire. También apunta al acce-
so del público a la información y el acceso a la justicia como claras mejoras respecto a la legislación 
anterior. En el sector primario, se prohíbe o regulan el uso y adquisición de productos contaminantes 
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según valores de concentración más restrictivos, además de requerir la implementación de buenas 
prácticas en la aplicación (concentraciones máximas, calendario de vertidos, etc). El sector secun-
dario se organiza mediante un sistema de licencias reguladoras con condicionantes más exigentes 
para las sustancias y procedimientos industriales en función del riesgo para la salud humana y los 
ecosistemas. Las SNTs en el sector terciario están relacionadas con el control de la demanda de 
agua de alta calidad (potable o reutilizada) para actividades humanas de consumo o suministro de 
bienes y servicios. Para la industria responsable del abastecimiento, recogida y tratamiento operar, 
bajo condiciones de optimización y procesos es una necesidad evidente para alcanzar los estánda-
res de calidad y requisitos de la nueva normativa. 

Bloque 4 – Instrumentos económicos

La Ley de Aguas (RD 1/2001) actual introduce instrumentos económicos como el canon según el uso 
del agua y del dominio público hidráulico, así como por el vertido de las aguas residuales, pero suelen 
ser ineficientes incluso para aplicar la recuperación de costes de los servicios del agua en los que 
están basados. 

Los costes ambientales siguen constituyendo una mera consideración teórica, mal cuantificada 
(suelen estimarse como equivalentes a las medidas ambientales requeridas, de forma que si no hay 
medidas no hay costes ambientales) y en ningún caso implantada. La no repercusión de los cos-
tes ambientales se pretende justificar por la inexistencia de instrumentos económicos adecuados, 
cuando tras 25 años de aprobación de la DMA ha habido tiempo más que suficiente para desarro-
llarlos y aplicarlos.

Hay que destacar el caso de la contaminación difusa de origen agrícola y ganadero, que sigue sin im-
plicar coste alguno para los sectores responsables. Los planes no reconocen ni abordan críticamen-
te el sesgo actual de un reparto de costes que favorece a los usos agrarios y otros sectores genera-
dores de contaminación difusa, como la minería, frente a los urbanos o los industriales. Así, existe un 
canon de vertidos para los usuarios urbanos o industriales, pero no existe ningún instrumento equi-
valente para los usuarios agrarios o las actividades mineras, que quedan excluidos de la aplicación 
del principio de quien contamina paga. Esto, además de incumplir la DMA y romper con la igualdad 
de trato entre unos usuarios y otros, desincentiva la aplicación de medidas reales para atajar la con-
taminación agraria y minera, dificultando la consecución del buen estado de las masas de agua.

La prevención de la contaminación del agua subterránea puede fortalecerse mediante nuevos es-
quemas de los instrumentos económicos (impuestos, tarifas, incentivos, subsidios, etc.), que debería 
incluir todos los usos y abarcar los costes ambientales, basados en datos y condiciones ambientales 
actualizadas a los eventos extremos previstos por el cambio climático, de forma que se pueda incluir 
la recuperación del coste ambiental y del recurso como herramientas de financiación de las medi-
das preventivas. 

Bloque 5 – Medidas de Gobernanza del Agua

La gobernanza del agua es uno de los activos fundamentales para un marco regulatorio de recursos 
hídricos que defienda la transición hídrica justa, la protección de la salud humana y la preservación 
de ecosistemas acuáticos. Este bloque comprende cinco subgrupos que definen las buenas prácti-
cas para la gestión integral de los recursos hídricos.

Expansión del conocimiento. El primer paso para aplicar de forma eficiente las medidas de pre-
vención es la disponibilidad de datos e información directa e indirecta en escalas temporales y espa-
ciales adecuadas a los procesos naturales que se necesitan comprender, generalmente dinámicos y 
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no lineales, como los sistemas de flujo subterráneo a escala de cuenca y sus características biogeo-
químicas. Los sistemas de redes de monitoreo del ciclo integral del agua pueden optimizarse si en 
ellos cooperan diversos agentes sociales. 

Gestión y control de las actividades relacionadas con el agua. Ante la perspectiva de eventos 
extremos más frecuentes debido al cambio climático, las condiciones bajo las que se otorgan las 
concesiones y autorizaciones de uso vigentes deberían incorporar los efectos previsibles del cam-
bio climático mediante la revisión de los criterios de aprobación y sus condicionantes. 

Promocionar participación pública en la gestión de recursos hídricos. Ciudadanos y agentes 
sociales tienen derecho al acceso a la información mediante canales y procesos de comunicación y 
divulgación adecuados al público objetivo, para expandir su comprensión del ciclo integral del agua 
y de la planificación y gestión hídrica, así como facilitar su acceso abierto a bases de datos. Para ello 
es necesario un compromiso con la transparencia y la rendición de cuentas sociales desde las ad-
ministraciones públicas.

Medidas directas sobre legislación actual: Cada seis años se lleva a cabo un nuevo ciclo de plani-
ficación hidrológica en las demarcaciones hidrográficas. La Comisión Europea evalúa los planes hi-
drológicos de demarcación y su implementación por los estados miembros, valorando el estado de 
las masas de agua y el grado en que se ha alcanzado cada objetivo ambiental y realizando una serie 
de recomendaciones a las administraciones responsables. El cuarto ciclo de planificación hidrológi-
ca, ahora en pleno desarrollo en torno a los Esquemas Provisionales de Temas Importantes (véase el 
capítulo sobre esto en este mismo informe) debería incorporar un enfoque mucho más ambicioso, 
sobre todo en relación con los Programas de Medidas que se adoptarán en los próximos seis años, 
especialmente en relación con la prevención de la contaminación, que como se ha dicho en la prác-
tica es la única estrategia eficaz en el caso de las aguas subterráneas. 

Gestión de las entidades responsables: La gestión del agua requiere de enfoques interdisciplina-
res y de una coordinación intensa entre diversas instituciones más allá de las autoridades responsa-
bles de la gestión del agua a diferentes escalas administrativas. Entre las administraciones que de-
berían estar también implicadas se incluirían entidades locales y regionales en materia de energía, 
urbanismo, sanidad, educación y medio ambiente, entre otras.

3.4. Las Directivas Europeas relacionadas con el agua
La Directiva Marco del Agua elevó el marco legislativo jurídicamente vinculante para la protección 
de las aguas subterráneas en la Unión Europea, cuyos objetivos principales son alcanzar el buen 
estado químico y cuantitativo y consagrar el principio de No Deterioro. Sin embargo, las recientes 
revisiones del avance real de su implementación ponen de manifiesto la necesidad de mejorar su 
aplicación, especialmente en ámbitos como el abuso de las exenciones y prórrogas o la dificultad 
para controlar las fuentes difusas en colaboración con las entidades responsables. Por su parte, la 
Directiva de Aguas Subterráneas busca garantizar el buen estado químico mediante instrumentos 
como la fijación de valores umbral y el seguimiento de tendencias contaminantes. Sin embargo, su 
eficacia depende igualmente del compromiso de los Estados miembros en su aplicación, la falta de 
regulación firme de muchos contaminantes emergentes y la escasez, dispersión territorial y coope-
ración de las redes de monitoreo de aguas subterráneas. Respecto a la Directiva de Nitratos, aborda 
de forma específica la principal fuente de contaminación difusa, que es de origen agrario, mediante 
mecanismos de delimitación de zonas vulnerables, pero lejos de ser una medida de prevención, la 
delimitación se suele realizar cuando la contaminación ha sido ya detectada y ha sobrepasado los 
umbrales legales o se encuentra muy próxima a ellos. 
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En resumen, el marco normativo europeo para la protección ambiental en general, y para las aguas 
subterráneas en particular, presenta un sistema sólido e integral que incide en la prevención como 
principal acción estratégica, pero el reto es ahora una implementación rigurosa, con plazos e instru-
mentos claros, objetivos ambiciosos y capacidad de evaluación en base a monitoreo y vigilancia de 
la aplicación de la normativa. 
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4.	 El trasvase Júcar-Vinalopó
ante la Directiva Marco 
del Agua: déficit hídrico, 
caudales ecológicos 
incompletos y marco 
normativo insuficiente 1

Graciela Ferrer y Samuel Gil 
Fundación Nueva Cultura del Agua

4.1. El trasvase Júcar-Vinalopó en la era de la Directiva Marco del Agua
El sistema Júcar es el más relevante de la Demarcación Hidrográfica del Júcar (DHJ) ya que concen-
tra aproximadamente el 60 % de las demandas totales de la demarcación (CHJ, 2023). De él parte el 
trasvase Júcar-Vinalopó, primer trasvase construido en España cuando la Directiva Marco del Agua 
(DMA), aprobada mediante la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, ya es-
taba en vigor y sus objetivos ambientales eran de obligado cumplimiento para los Estados miembros. 
Eso lo convierte en un caso de referencia para evaluar si la planificación hidrológica española cumple 
o no esas obligaciones en la gestión de los trasvases.

El artículo 19 del Reglamento de Planificación Hidrológica establece que los suministros de agua se 
determinan a partir de los recursos disponibles del sistema de explotación, una vez cumplidos los 
objetivos medioambientales. Esto significa que los excedentes que se pueden destinar al trasvase 
son, por definición, los que sobran después de esa restricción, no antes. La concesión vigente au-
toriza hasta 80 hm³/año para transferir recursos excedentarios del sistema de explotación Júcar 
hacia los acuíferos sobreexplotados del Vinalopó, con el objetivo declarado de sustituir bombeos y 
permitir la recuperación del buen estado cuantitativo de las masas de agua subterránea receptoras. 
La normativa del Plan Hidrológico de Cuenca de la Demarcación Hidrográfica del Júcar 2022-2027 
(en adelante, el Plan Hidrológico) explicita sin ambigüedad que serán excedentarios los recursos del 
sistema Júcar destinados a sustituir bombeos en acuíferos en mal estado cuantitativo del Vinalopó, 

1 Este trabajo ha contado con cofinanciación, que se agradece, del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico a través de la convocatoria 2025 de subvenciones a ONG que desarrollen actividades de interés general 
consideradas de interés social en materia de investigación científica y técnica de carácter medioambiental, pero no 
muestra la opinión de este.
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siempre que sean recursos disponibles, no asignados a ningún usuario de la cuenca cedente y obte-
nidos una vez satisfechos los caudales ecológicos (CHJ, 2023). 

Este capítulo examina si esa condición se cumple y si el marco normativo que regula el trasvase ga-
rantiza que se cumplirá en el futuro a través de dos preguntas concretas: si el sistema Júcar dispone 
realmente de recursos excedentarios una vez aplicados los objetivos ambientales que exige la DMA 
y si la normativa vigente, es decir, el Plan Hidrológico, los programas de recuperación de los acuí-
feros del Vinalopó y la Adenda al Convenio entre la Confederación Hidrográfica del Júcar (CHJ) y 
ACUAMED, garantiza que los volúmenes trasvasados cumplen ese requisito. El análisis se basa en 
la documentación oficial del Plan Hidrológico (CHJ, 2023), la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
relacionada y los censos provisionales de usuarios de las masas de agua subterránea del Vinalopó 
publicados entre 2022 y 2023 (CHJ, 2022-2023).

4.2. Lo que el Plan Hidrológico no descuenta: caudales ecológicos, défi-
cit de la Albufera y escenarios deficitarios

4.2.1. Falta de un régimen completo de caudales

El Plan Hidrológico 2022-2027 establece caudales mínimos para las masas de agua del tramo bajo 
del Júcar, a la vez que omite los otros valores obligatorios: los caudales máximos, su distribución 
temporal, las tasas de cambio y los caudales de crecida. Esta omisión no es nueva, puesto que Los 
dos ciclos anteriores repitieron el mismo incumplimiento. La Instrucción de Planificación Hidrográfi-
ca exige los cinco valores obligatorios para ríos permanentes. El régimen completo es de contenido 
obligatorio en los planes hidrológicos y constituye una obligación del Estado español derivada del ar-
tículo 4 de la DMA. Sin ese régimen completo, los caudales ecológicos que el Plan Hidrológico aplica 
como restricción previa al cálculo de excedentes son menores de lo que la ley exige. En este sentido, 
y como veremos más adelante en detalle, los recursos disponibles para el trasvase quedan, por tan-
to, sobreestimados desde la base.

4.2.2. Caudales insuficientes e incumplidos 

El caudal mínimo fijado para la masa de agua de transición "Desembocadura del Júcar" es de 0,59 
m³/s, el 1,45 % del caudal en régimen natural. Ese valor data de 2009 y no ha sido revisado en nin-
gún ciclo posterior. Sorprendentemente, ese mismo año, la CHJ calculó que hacen falta al menos 1,5 
m³/s para garantizar condiciones de oxigenación adecuadas en el estuario (CHJ, 2023). El Plan Hi-
drológico 2022-2027, respecto de los anteriores, fue además en la dirección contraria ya que eliminó 
los caudales generadores aguas abajo de Tous que el ciclo anterior había determinado sin llegar a 
implantarlos, suprimiendo el único mecanismo previsto para mantener la dinámica sedimentaria y 
controlar la intrusión marina. El Lugar de Interés Comunitario (LIC) Riu Xúquer, una figura de protec-
ción de la Red Natura 2000 que obliga, una vez declarado Zona de Especial Conservación (ZEC), a 
fijar objetivos de conservación y planes de gestión vinculantes, incluidos los requerimientos hídricos, 
sigue sin ser declarado ni contar con plan de gestión más de veinte años después de su designación. 
Por ello, la Comisión Europea mantiene abierto un procedimiento de infracción (Comisión Europea, 
2015). Sin esa declaración, los requerimientos hídricos del espacio no tienen carácter vinculante y la 
planificación los ignora sin consecuencias inmediatas.

4.2.3. La Albufera de Valencia acumula cincuenta años en mal estado

La Albufera, como espacio natural protegido incluido en la Red Natura 2000 y en el Convenio Ram-
sar, debería contar con planes detallados que incluyan objetivos de conservación vinculantes, cau-
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dales de aportación suficientes para alcanzar su buen estado ecológico y un calendario exigible 
para alcanzarlos. Sin embargo, la Albufera lleva más de cincuenta años en estado hipereutrófico 
permanente, esto es, con una concentración de nutrientes tan elevada que provoca crecimientos 
masivos de algas, agota el oxígeno disuelto y destruye progresivamente la vida acuática. Dos instru-
mentos de gestión distintos fallan a la vez: el Plan Especial de la Albufera, aprobado por la Generalitat 
Valenciana, que no fija objetivos de conservación vinculantes para el lago y el Plan Hidrológico, que 
no incorpora el déficit hídrico que él mismo reconoce como restricción previa al cálculo de exceden-
tes para el trasvase.

Lejos de implementar el control requerido para conocer el estado ecológico de la Albufera, el Plan 
Hidrológico evalúa dicho estado con un único indicador, la concentración de clorofila-a, ignorando 
los otros cuatro requeridos por el Anexo V de la DMA para aguas de transición (fauna piscícola, in-
vertebrados bentónicos, vegetación acuática y fitoplancton). El Plan Hidrológico fija como objetivo 
un umbral de 25 μg/L de clorofila-a en 2027, más laxo que los 20 μg/L que el Plan Especial propone, 
posponiendo al siguiente ciclo la definición de los objetivos de conservación derivados de su con-
dición de espacio protegido (CHJ, 2023). En este sentido, el Plan Hidrológico incumple el artículo 
4.2 de la DMA, que obliga a aplicar el objetivo ambiental más riguroso cuando una masa de agua 
está vinculada a espacios protegidos. Además, el artículo 4.4 fija 2027 como plazo máximo absoluto 
para ello. El Plan hidrológico incumple ambos.

El propio Plan Hidrológico reconoce que la Albufera recibe entre 40 y 60 hm³/año menos de los 
que necesita para recuperar su estado ecológico, déficit que contribuye directamente a mantener 
el lago en estado hipereutrófico, pero no descuenta esa cantidad del agua disponible para el tras-
vase (CHJ, 2023). Tampoco descuenta los 10 hm³/año que la propia normativa del Plan asigna al 
sistema Júcar con prioridad sobre el trasvase para las necesidades ambientales del propio siste-
ma Júcar. El resultado es que el agua que debería quedar en la cuenca para cumplir obligaciones 
ya reconocidas en el propio Plan se contabiliza como sobrante disponible para trasvasar, empeo-
rando la situación de la Albufera.

4.2.4. Concesiones versus escenarios viables

El Plan Hidrológico elabora sus balances hídricos a partir de dos escenarios. El escenario 2 refleja 
la situación actual del sistema con las demandas de agua existentes y sin cambios en el clima. El 
escenario 4 incorpora el cambio climático y proyecta una reducción del 21 % en las aportaciones na-
turales del sistema antes de 2039. En los dos escenarios el sistema Júcar resulta deficitario una vez 
aplicadas las restricciones ambientales vigentes, que son ya incompletas porque, como se ha visto, 
los caudales ecológicos están subestimados y el déficit de la Albufera no está descontado. Es decir, 
incluso con una restricción ambiental menor de la legalmente exigida, el sistema no genera exce-
dentes que respalden la concesión de 80 hm³/año. El Plan aprueba simultáneamente esa concesión 
y unos escenarios que la hacen inviable. Esa contradicción no se resuelve en ningún punto del Plan 
Hidrológico y sus consecuencias recaen sobre el sistema cedente.

En definitiva, el cálculo de recursos disponibles para el trasvase parte de caudales ecológicos incom-
pletos y de objetivos ambientales para la Albufera continuamente aplazados. Ambos son urgentes e 
importantes, puesto que los caudales ecológicos son una restricción legal preferente a cualquier uso y 
los objetivos de la Albufera, en tanto que espacio protegido, tendrían que estar ya fijados. No obstante, 
el Plan Hidrológico elude ambas exigencias y calcula los recursos disponibles sobre una base ya reba-
jada. Se puede concluir que el trasvase no opera dentro de los límites que la DMA impone, opera den-
tro de los límites que la planificación hidrológica ha fijado precisamente incumpliendo esa Directiva.
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4.3. El marco normativo del trasvase y las garantías que no ofrece
El marco regulatorio del trasvase Júcar-Vinalopó reposa sobre tres instrumentos: 

1.	 La normativa del Plan Hidrológico 2022-2027.

2.	 Los programas de actuación para la recuperación del buen estado cuantitativo de los acuífe-
ros del Vinalopó.

3.	La Adenda al Convenio entre la Confederación Hidrográfica del Júcar (CHJ) y ACUAMED. 

Los tres comparten que ninguno garantiza, en la práctica, que los volúmenes trasvasados tengan 
efectivamente carácter excedentario, que es precisamente la condición que todos invocan, por las 
siguientes razones: 

4.3.1. El Plan Hidrológico no regula cuándo ni cuánto se trasvasa

Las normas de explotación del sistema Júcar son las reglas que determinan cómo se reparte su 
agua en cada momento, es decir, cuándo hay suficiente para atender todas las demandas de la de-
marcación, cuándo hay que restringir usos y en qué orden, y cuándo puede considerarse que hay 
excedentes disponibles para trasvasar al Vinalopó. Sin ellas, esa decisión no sigue un procedimiento 
objetivo sino criterios discrecionales de la CHJ que ningún usuario puede anticipar ni cuestionar. La 
obligación de aprobarlas figura en la normativa desde el primer ciclo de planificación de 2014. El Plan 
Hidrológico 2022-2027 no las incorpora, pese a que han transcurrido once años desde que la nor-
mativa estableció esa obligación (CHJ, 2023). La decisión de trasvasar carece, por tanto, del respal-
do jurídico que debería sustentarla.

4.3.2. Falta de vinculación verificable entre volumen trasvasado y recuperación de los 
acuíferos del Vinalopó

Los acuíferos del Vinalopó llevan décadas con descensos piezométricos sostenidos y fueron de-
clarados en riesgo de no alcanzar el buen estado cuantitativo. La justificación ambiental del tras-
vase descansa precisamente en que el agua trasvasada sustituye bombeos y permite la recupera-
ción de esos acuíferos. Sin embargo, el análisis de los censos provisionales de usuarios publicados 
entre 2022 y 2023 revela que los programas de actuación no establecen ningún mecanismo que 
permita acreditar que cada hectómetro cúbico trasvasado sustituye efectivamente un bombeo 
equivalente en el Vinalopó (CHJ, 2022-2023). Sin esa trazabilidad, no es posible verificar que el 
agua trasvasada cumple la función ambiental que justifica la infraestructura, es decir, que los volú-
menes son destinados específicamente a sustituir bombeos en acuíferos en mal estado cuantitati-
vo, como la normativa exige.

4.3.3. La Adenda impone un calendario de suministro desvinculado de la disponibili-
dad real

ACUAMED (Aguas de las Cuencas Mediterráneas, S.M.E., S.A.) es una sociedad mercantil estatal 
cuyo objeto es la contratación, construcción y explotación de obras hidráulicas de interés general en 
las cuencas mediterráneas españolas. Su vinculación con el trasvase arranca del convenio original 
suscrito el 26 de marzo de 2007 entre la CHJ y Aguas del Júcar, S.A., sociedad que posteriormente 
se integró en ACUAMED, para regular la financiación y explotación de la conducción con una vigen-
cia de 50 años. La Adenda n.º 1, publicada en el BOE en noviembre de 2023, modifica ese acuerdo 
e incorpora a un tercer firmante, la Junta Central de Usuarios del Vinalopó-Alacantí (JCUVA) y Con-
sorcio de Aguas de la Marina Baja (CMA), que no era parte del convenio de 2007.
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La Adenda agrava el problema en lugar de resolverlo. Fija un volumen mínimo anual de agua a tras-
vasar con un calendario creciente durante diez años, introduciendo una obligación de suministro 
que opera con independencia de la disponibilidad real de recursos en el sistema Júcar. Ese meca-
nismo invierte la lógica que debería regir el trasvase: en lugar de trasvasar cuando hay excedentes 
acreditados, obliga a trasvasar según un compromiso contractual, trasladando al sistema cedente el 
riesgo de deber cumplir compromisos en situaciones de déficit. El problema se agrava si se conside-
ra que el escenario 4 del propio Plan proyecta una reducción del 21 % en las aportaciones naturales 
del sistema Júcar antes de 2039, cuando la Adenda todavía estará en vigor (CHJ, 2023).

Adicionalmente, la Adenda exige la elaboración de un Plan de Explotación, un documento técnico 
anual que debe elaborar la JCUVA y que la CHJ debe aprobar antes de autorizar cada trasvase. 
Su función es acreditar que los volúmenes solicitados se destinarán efectivamente a sustituir bom-
beos en los acuíferos sobreexplotados. La Adenda lo exige expresamente como condición previa 
a cada autorización. Sin embargo, en febrero de 2024 la CHJ autorizó 15,66 hm³ sin que el Plan de 
Explotación estuviera aprobado, incumpliendo la condición que ella misma había suscrito cuatro 
meses antes.

En resumen, los compromisos crecen y las condiciones se incumplen, mientras los recursos dispo-
nibles menguan.

4.4. Conclusiones y lecciones aprendidas
A modo de resumen, la tabla siguiente recoge las obligaciones incumplidas que explican esa brecha, 
con su base normativa, su consecuencia directa y su impacto sobre el sistema.

Obligación legal Estado real Consecuencia Impacto

Régimen completo de cau-
dales ecológi-cos en el Júcar. 
Exigi-do por la IPH y la DMA 
desde 2009

Solo caudales mínimos. Sin 
máximos, sin tasas de cam-
bio, sin caudales de crecida e 
in-cumplimiento reiterado en 
tres ciclos consecutivos

Los recursos dis-ponibles 
para el trasvase están 
so-breestimados

El río opera con me-nos agua 
de la que legalmente le co-
rres-ponde y los hábitats del 
tramo bajo se degradan

Existencia de un caudal 
mínimo en la desembocadu-
ra acorde con los estudios 
propios de la CHJ

0,59 m³/s fijado en 2009 
y nunca revisado, pese a 
hacen falta al menos 1,5 m³/s, 
según CHJ

Los recursos rete-nidos en el 
sistema están por debajo de 
lo necesario

Aportación insufi-ciente al 
estuario

Declaración del LIC Riu 
Xúquer como ZEC con Plan 
de Gestión

Sigue sin declararse ZEC 
más de 20 años después de 
su designación como LIC. 
La CE mantiene abierto el 
expediente de infracción

Queda sin obligación legal de 
garantizar agua al espacio 
natural

España incumple la Direc-
tiva Hábitats. Gestión sin 
objetivos de conservación 
exigibles

Objetivos ambientales de 
la Albufera como espacio 
protegido

Se aplica el objetivo más laxo 
posible. No se establecen ob-
jetivos específicos como zona 
protegida, obligación que se 
pospone al siguiente ciclo

Incumplimiento directo de la 
DMA y del objetivo de buen 
estado como plazo máximo 
en 2027

La Albufera: 50 años en 
estado hipereutrófico, sin 
recuperación

Incorporación del déficit 
hídrico de la Albufera (40-60 
hm³/año) a los balances del 
sistema

No se incorpora, pese a que 
el propio Plan hidrológico lo 
cuantifica y reconoce

Los sobrantes para el trasva-
se quedan sobreestimados 
en esa cantidad

El agua que debería llegar 
al lago se contabiliza como 
disponible para el trasvase
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Normas de explotación del 
sistema Júcar (obligatorias 
desde el Plan de 2014)

Sin aprobar once años 
después. Sin normas y sin la 
publicación mensual del gra-
do de cumplimiento exigido

La decisión de trasvasar 
queda discrecional y sin 
respaldo jurídico

Los usuarios de ambas 
cuencas carecen de certeza 
jurídica

Trazabilidad verificable entre 
agua trasvasada y reducción 
de bombeos en el Vinalopó

Sin seguimiento del uso del 
agua en destino

No puede comprobarse que 
el trasvase cumple su fun-
ción ambiental declarada

Los acuíferos del Vinalopó 
pueden seguir sobreex-
plotándose mientras se 
trasvasa

Plan Anual de Explotación 
aprobado antes de autorizar 
cada trasvase (exigido por la 
Adenda)

En 2024 se autorizaron 17,45 
hm³ sin el plan aprobado, 
incumpliendo la condición de 
la propia CHJ

Inactivo el único mecanismo 
de control operativo para la 
cuenca receptora

La CHJ autorizó el trasvase 
vulnerando el convenio que 
ella misma firmó cuatro 
meses antes

Adenda condicionada a la 
disponibilidad real de recur-
sos en el sistema Júcar

Fija volúmenes mínimos cre-
cientes durante 10 años con 
independencia del estado 
del sistema y sin incorporar la 
reducción del 21 % en aporta-
ciones proyectada para 2039

El riesgo de cumplir com-
promisos en situaciones de 
déficit recae sobre el sistema 
Júcar

El compromiso contractual 
presiona para el cumplimien-
to del trasvase aunque no 
haya excedentes

El Plan hidrológico 2022-2027 reconoce un déficit hídrico estructural que en su escenario 2 alcan-
za los 250 hm³/año y que las proyecciones de cambio climático elevan hacia los 300 hm³/año en 
el horizonte 2039 (CHJ, 2023). Ese mismo Plan asigna al trasvase un volumen máximo de 80 hm³/
año, pero su propia modelización de escenarios concluye que solo podrán trasvasarse unos 50 hm³/
año de media. Esto supone una brecha del 37 %, que el documento apunta sin extraer de ella ningu-
na consecuencia sobre la viabilidad del compromiso adquirido en la Adenda. Esa estimación de la 
Adenda se apoya en caudales ecológicos incompletos, no incorpora los requerimientos ecosistémi-
cos reales de la Albufera y no descuenta los efectos del cambio climático sobre los recursos dispo-
nibles. Por lo tanto, los excedentes quedan sobreestimados por tres razones manifiestas. 

Tres lecciones se extraen de este caso con alcance general para otros trasvases y cuencas defici-
tarias.

1.	 El déficit hídrico del sistema Júcar pasó de 175 hm³/año en 2009 a 250 hm³/año en el ciclo vi-
gente porque cada ciclo de planificación ha incorporado solo parcialmente los requerimien-
tos ecológicos pendientes. Un balance hídrico que omite obligaciones ambientales no las 
elimina, las traslada al ciclo siguiente con mayor presión acumulada y con excedentes dispo-
nibles para el trasvase sobreestimados de forma sistemática.

2.	 Un trasvase operado sin normas de explotación aprobadas y sin Plan Anual de Explotación 
en la cuenca receptora carece del marco jurídico que lo legitima. Los convenios de trasvase 
deben condicionar cada autorización a la existencia y aplicación efectiva de esos instrumen-
tos de control, no a su cumplimiento futuro e hipotético.

3.	 Comprometerse contractualmente a volúmenes crecientes de trasvase antes de completar 
el marco jurídico y ambiental que lo habilita invierte el orden lógico de la toma de decisiones. 
El caso Júcar-Vinalopó ilustra cómo esa inversión se perpetúa durante décadas: los compro-
misos crecen, los recursos disponibles menguan con el cambio climático y los costes los ab-
sorben los ecosistemas y los usuarios de la cuenca cedente.
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5.1. Introducción
Los Planes Hidrológicos del Guadalquivir aportan información confusa e incompleta sobre los com-
ponentes del ciclo hidrológico y minimizan los déficits reales en la atención a las demandas del rega-
dío. Para contrastar esta hipótesis, este capítulo reconstruye de forma más sintética y ordenada los 
principales componentes del ciclo hidrológico de la cuenca y su relación con los elementos de regu-
lación, desarrollando un modelo de simulación de 100 años de series mensuales, cuyos resultados 
confirman que los Planes sobrevaloran los recursos hídricos disponibles y minoran los déficits de 
atención a la demanda de la cuenca.

En el período actual, en el que los impactos del cambio climático ya acusan la reducción de los re-
cursos del Guadalquivir, utilizar series cortas de datos (15-20 años) refleja mejor la realidad de la 
cuenca que los períodos de 35-85 años que emplean los Planes Hidrológicos en sus series corta y 
larga (Aguilar Alba, M. y del Moral Ituarte, L., 2008; CEDEX, 2025). La diferencia no es menor, ya que 
las series largas sobrevaloran las aportaciones actuales en unos 800 hm³ y trasladan esa sobrevalo-
ración al conjunto del balance hídrico de la cuenca. A partir de este diagnóstico, el capítulo propone 
la necesidad de presentar una información más coherente y sintética, que incorpore los impactos 
crecientes del cambio climático, ya presentes desde hace varias décadas, y que permita ajustar me-
jor la planificación a la situación real del Guadalquivir.

La información sobre las variables del ciclo hidrológico del Guadalquivir a lo largo de los repetidos 
ciclos de planificación, en ocasiones ha incorporado, sin justificar, variaciones bruscas de las cifras, 

1 Este trabajo ha contado con cofinanciación, que se agradece, del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico a través de la convocatoria 2025 de subvenciones a ONG que desarrollen actividades de interés general 
consideradas de interés social en materia de investigación científica y técnica de carácter medioambiental, pero no 
muestra la opinión de este.
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lo que se ha traducido en un mal reflejo de la realidad de los recursos, de los desembalses al mar, del 
régimen de caudales ecológicos, de la evaporación en embalses, de las demandas y de los retor-
nos de los usos (CHG, 2015; CHG, 2022; CHG, 2023). En efecto, la variable final que debería ajustar 
el modelo a la realidad serían los déficits de recursos para atender las demandas planificadas, que 
llevan décadas superando a los previstos por los diferentes Planes Hidrológicos del Guadalquivir. El 
problema no es, por tanto, la falta de información, sino la falta de transparencia en su síntesis y la au-
sencia de una comprobación coherente del conjunto de componentes del ciclo hidrológico.

En este contexto, este capítulo analiza cómo el Plan Hidrológico del Guadalquivir presenta los recur-
sos, las demandas y los déficits de la cuenca y qué distorsiones introduce el uso de las series tempo-
rales y del cambio climático. A partir de ahí, ofrece una estimación simplificada del ciclo hidrológico 
y la contrasta con las simulaciones de 100 años del régimen hidrológico de la cuenca. Finalmente, 
examina el impacto desigual de la escasez y propone que el cuarto ciclo de planificación incorpore 
medidas realistas para afrontar el déficit histórico del regadío, con criterios de transición hídrica jus-
ta, sabiendo que el 80 % de los regantes dispone del 22 % de la superficie regada y que el agua es un 
bien de dominio público que debe gestionarse con criterios de equidad (Corominas, 2025; FNCA, 
2025; La Calle, 2024).

5.2. Recursos, demandas y déficit en el plan hidrológico del Guadalquivir

5.2.1. SIMPA y AQUATOOL, modelos sin conexión

El Plan Hidrológico del Guadalquivir en vigor (tercer ciclo 2022 2027) utiliza el modelo SIMPA del 
Centro de Estudios y Experimentación de Obras Públicas (CEDEX) para determinar la primera parte 
del ciclo hidrológico, desde la precipitación hasta la recarga de acuíferos y la escorrentía de los ríos. 
Para el estudio de las demandas y para determinar la garantía de los distintos usos, el mismo Plan 
recurre al modelo AQUATOOL de la Universidad Politécnica de Valencia, con el que cuantifica usos, 
demandas, presiones y reglas de asignación de recursos entre sectores.

Detrás de este despliegue de información resulta difícil hacerse una idea exacta de los componen-
tes del ciclo hidrológico, de su interdependencia y del orden de magnitudes, que pueden fluctuar en 
función de la precisión y la duración de las series de datos disponibles. Más aún, no hay ninguna evi-
dencia de que ambos modelos estén efectivamente conectados en cascada, de modo que los re-
sultados de SIMPA alimenten de forma transparente las simulaciones de AQUATOOL y se pueda 
comprobar de manera coherente la totalidad de los componentes del ciclo hidrológico.

5.2.2. Las series temporales como factor distorsionador 

La Instrucción de Planificación Hidrológica aprobada en 2008 introduce el análisis de una serie larga 
de precipitaciones (1940-hasta la actualidad) y de la denominada serie corta (1980 hasta la actuali-
dad). Si en un primer momento esta diferenciación fue útil para evidenciar la reducción de precipita-
ciones desde 1980, en la actualidad se ha convertido en un elemento que enmascara las variaciones 
del ciclo hidrológico que se están produciendo con el avance del cambio climático.

En el Plan del Guadalquivir se añade, además, un nuevo factor distorsionador, ya que se consideran 
como “recursos disponibles” los recursos naturales de la cuenca una vez descontados los volúme-
nes destinados a mantener el régimen de caudales ecológicos, en un sentido diferente al definido en 
la Instrucción salvo en el caso de las masas de agua subterráneas. Esta forma de presentar la infor-
mación induce a pensar que se puede disponer de la totalidad de esos recursos, cuando la realidad 
es que, una vez superadas las capacidades de recarga de los embalses y de los acuíferos, y la capta-
ción directa de los cauces, el resto del agua continúa circulando por el Guadalquivir hacia el mar.
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5.2.3. El cambio injustificado de los recursos entre ciclos de planificación

El elemento más controvertido es el aumento no justificado de la evaluación de los recursos hídri-
cos en el segundo ciclo de planificación respecto a los valores del primero, que seguían las pautas 
del Plan Hidrológico de 1998, del orden de 1.300 hm³ tanto en la serie larga como en la corta. Este 
salto ya fue cuestionado en las alegaciones a los Planes del segundo ciclo (2015-2021) y del tercero 
(2022-2027) presentadas por la Fundación Nueva Cultura del Agua, tanto a los Esquemas de Temas 
Importantes como a los borradores de los Planes, alegaciones que fueron rechazadas por la Oficina 
de Planificación Hidrológica en sus informes respuesta (FNCA-OPPA, 2021; CHG, 2015; CHG, 2022).

En el tercer ciclo se han reducido unos 500 hm³ en la serie larga, pero solo unos 150 hm³ en la serie 
corta. Un incremento tan abultado de los recursos debería responder a un aumento de las precipita-
ciones —que no se ha producido— o ir acompañado de un incremento notable de los desembalses 
desde la presa de Alcalá —que tampoco se ha producido—, además de hacer desaparecer el défi-
cit de garantía en los usos, especialmente en los regadíos. Sin embargo, este déficit se ha agravado 
en las últimas campañas de riego, lo que pone de manifiesto que la revisión al alza de los recursos no 
se sostiene ni en la observación hidrológica ni en la experiencia reciente de gestión.

5.2.4. Las previsiones del cambio climático quedan fuera de la planificación

En el análisis del cambio climático del Plan del Guadalquivir se estudian las previsiones de disminu-
ción de la precipitación y de la escorrentía en distintos escenarios de emisiones de gases de efecto 
invernadero para los horizontes 2040-2070 y 2070-2100. Sin embargo, de esa información el Plan 
no deduce que haya que empezar a adaptarse ya considerando una reducción de las aportaciones 
en el siguiente ciclo hidrológico. El informe de base del CEDEX señala que para el horizonte 2040-
2070 la escorrentía media podría reducirse en torno a un 21 % con relación al período de control 
1980-2010, pero el Plan no traduce ese escenario en un ajuste efectivo de los recursos disponibles 
(CEDEX, 2025).

Esta consideración teórica del impacto del cambio climático sobre la precipitación y la evapotrans-
piración, sin una traducción práctica en la estimación de la reducción de recursos hídricos disponi-
bles en el horizonte próximo, ya fue puesta de manifiesto al analizar el Plan Hidrológico 2010-2015 
(Aguilar y del Moral, 2011). La actualización reciente confirma que las proyecciones para el período 
2030-2060 son similares a las obtenidas para 2040-2070 en informes anteriores, lo que indica que 
el problema no es la falta de diagnóstico, sino la ausencia de una incorporación efectiva de ese diag-
nóstico a la planificación vigente (CEDEX, 2025).

5.3. Estimación simplificada del ciclo hidrológico del Guadalquivir
La reconstrucción detallada del ciclo hidrológico del Guadalquivir exige ir más allá de los valores glo-
bales de recursos y demandas que presenta el Plan Hidrológico y utilizar las series observadas de 
las últimas décadas. Existe información de series largas, de al menos 40 años, sobre variables clave 
como la pluviometría, las aportaciones a los embalses, los desembalses desde la presa de Alcalá, la 
capacidad y las reservas de los embalses y las dotaciones de riego anuales, suficiente para estimar 
el conjunto de los componentes del ciclo hidrológico.

A partir de estas series, se propone una estimación simplificada que permite contrastar la represen-
tación oficial del ciclo con el comportamiento real reciente de la cuenca. Primero se analiza la ten-
dencia decreciente de las aportaciones y su correlación con la lluvia y los desembalses; después se 
cuantifica el déficit del regadío sobre la base de las restricciones aplicadas en las últimas campañas 
y, finalmente, se presenta un ejercicio de simulación que ajusta todas las variables del ciclo a estos 
datos antes de pasar al modelo de 100 años del apartado siguiente.
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5.3.1. Tendencia decreciente de las aportaciones a los embalses 

El análisis de la base de datos de todas las subcuencas del Guadalquivir muestra que la superficie 
que vierte a los embalses actuales representa el 51,2 % de la superficie total de la cuenca. Las apor-
taciones a estos embalses han ido menguando de forma considerable en los últimos 40 años, espe-
cialmente en los tres últimos lustros, hasta ajustarse a la capacidad de embalse instalada, como se 
observa en el Gráfico 1 sobre aportaciones a embalses del Guadalquivir.

Gráfico 1. Aportaciones a embalses del Guadalquivir. Fuente: Elaboración propia con datos de los Informes hidrológi-
cos anuales del SAIH

Esta serie de aportaciones evidencia una tendencia decreciente y continuada, de modo que estimar 
el ciclo hidrológico a partir de la serie completa sobrevalora todos los componentes del ciclo: la me-
dia de una serie que incorpora décadas con valores altos, que ya no se producen, infla la estimación 
de recursos respecto a la situación actual. En estas circunstancias resulta más adecuado basar las 
simulaciones del ciclo hidrológico en una serie corta formada por los 15 últimos años, más represen-
tativa del régimen reciente de aportaciones, como ya señalaron Aguilar y del Moral al comparar las 
series larga y corta de precipitaciones contempladas en la Instrucción de planificación hidrológica 
(Aguilar y del Moral, 2008).

5.3.2. Correlación entre pluviometría, aportaciones y desembalses

Las series disponibles muestran una alta correlación entre la pluviometría anual del Guadalquivir y 
las aportaciones a los embalses: cuando aumenta la lluvia, aumentan casi en la misma proporción 
las aportaciones, y cuando disminuye, las aportaciones se reducen de forma paralela, como se ob-
serva en el Gráfico 2. Esta relación indica que el régimen de aportaciones está fuertemente condi-
cionado por la variabilidad interanual de la precipitación, de modo que los años húmedos y secos se 
reflejan de manera casi directa en los volúmenes que llegan a los embalses.
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Gráfico 2. Aportes a embalses del Guadalquivir. Fuente: Elaboración propia con datos de los Informes hidrológicos 
anuales del SAIH

De forma similar, los desembalses desde la presa de Alcalá presentan una elevada correlación tanto 
con la pluviometría anual como con las aportaciones a los embalses, como muestra el Gráfico 3.

Gráfico 3. Desembalses desde la presa de Alcalá. Fuente: Elaboración propia con datos de los Informes hidrológicos 
anuales del SAIH

En los años húmedos, los mayores aportes permiten aumentar los desembalses, mientras que en 
los años secos la reducción de la lluvia y de las aportaciones se traduce en menores volúmenes li-
berados río abajo. En estas condiciones, la variación de los recursos de un año a otro viene casi por 
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completo marcada por la pluviometría, lo que refuerza la conveniencia de basar las estimaciones del 
ciclo hidrológico en series cortas y recientes, acordes con el régimen actual de lluvias y aportacio-
nes, en lugar de en series largas que diluyen la tendencia reciente bajo décadas de valores más altos.

Las correlaciones entre lluvia, aportaciones y desembalses muestran que, cuando la lluvia aumenta, 
aumentan casi en la misma medida las aportaciones y los desembalses. En estas condiciones, la va-
riación de los recursos de un año a otro viene casi por completo marcada por la pluviometría, lo que 
refuerza la conveniencia de basar las estimaciones del ciclo hidrológico en series cortas y recientes, 
acordes con el régimen actual de lluvias. Además, sobre ese régimen de aportaciones cada vez más 
reducido actúa una demanda de regadío en crecimiento y unas políticas de modernización poco efi-
caces, como se verá en el apartado siguiente.

5.3.3. El déficit del regadío

Las elevadas presiones que sufren los recursos del Guadalquivir están ligadas al crecimiento del re-
gadío en las últimas décadas, que no se ha detenido pese a las previsiones oficiales, especialmente 
en los regadíos abastecidos con aguas subterráneas. La escasa eficacia de las medidas de ahorro 
de agua asociadas a la modernización de regadíos ha llevado a la cuenca a un prolongado período 
de restricciones de las dotaciones, con seis campañas de riego consecutivas en las que ha sido ne-
cesario recortar los volúmenes suministrados. La Tabla 1 resume la evolución de los volúmenes des-
embalsados para riego y de las restricciones aplicadas en este período.

Tabla 1. Desembalses para riego. Fuente: Elaboración propia con datos de los Informes hidrológicos anuales del SAIH



Observatorio de las Políticas del Agua (OPPA)

RETOS DE LA PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DEL AGUA EN ESPAÑA. INFORME OPPA 2025 54

Los datos de la Tabla 2 muestran que, en las últimas 15 campañas de riego, las restricciones aplica-
das a los regadíos del Sistema de la Regulación General del Guadalquivir suman 212 hm³, cifra que se 
eleva a 393 hm³ si se consideran solo las seis últimas campañas. Este déficit parcial puede extrapo-
larse al conjunto de los regadíos de la cuenca, lo que permite estimar un déficit total de 538 hm³, muy 
por encima de los 219 hm³ reconocidos por el Plan Hidrológico 2022-2027. La diferencia entre el dé-
ficit observado y el déficit oficial indica que la planificación vigente infravalora de forma significativa 
la magnitud del problema que afronta el regadío en la cuenca y confirma que el déficit es estructural, 
no coyuntural.

Tabla 2. Déficit estimado para el conjunto de la cuenca del Guadalquivir. Fuente: Elaboración propia en base a datos del 
anejo 3 del PH del Guadalquivir 2022-2027 E Informes anuales hidológicos (SAIH)

5.3.4. Ejercicio de simulación del ciclo hidrológico para dos ciclos de planificación

Para dar coherencia a los componentes del ciclo hidrológico, se ha realizado un ejercicio de simula-
ción que integra en un mismo esquema las aportaciones a los embalses, los volúmenes desembal-
sados desde la presa de Alcalá, las demandas fijadas en el Plan Hidrológico y los déficits reales de 
dotaciones de los regadíos adscritos al Sistema de Regulación General. El objetivo es ajustar los pará-
metros del modelo hasta reproducir, como promedio, el déficit observado en las 15 últimas campañas 
de riego, de manera que el resultado represente de forma verosímil la situación actual de la cuenca.

Se han simulado tres escenarios. El primero utiliza la serie de aportaciones correspondiente al perío-
do 1985/1986 2024/2025, similar a la serie corta empleada por el Plan del Guadalquivir. El segundo 
trabaja solo con los últimos 15 años (2010/2011 2024/2025), considerados más representativos del 
régimen hidrológico actual. El tercero aplica sobre esa misma serie corta una reducción anual de los 
recursos del 0,4 %, que aproxima el efecto del cambio climático en el horizonte del 4.º ciclo de plani-
ficación. Los resultados de estos escenarios se recogen en la Tabla 3. Estimación del ciclo hidrológi-
co del Guadalquivir.
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Tabla 3. Estimación del ciclo hidrológico del Guadalquivir. Fuente: Informes anuales hidrológicos 1985/1986 A 
2024/2025 (SAIH del Guadalquivir), Plan Hidrológico del Guadalquivir 2022/2027 y Nota técnica sobre la propuesta 
de incorporación del cambio climático en los planes hidrológicos del cuarto ciclo.(CEDEX, 2025)

El primer escenario, con aportes iguales a la media del período 1985/1986 2024/2025, conduce a la 
incongruencia de que aparezcan superávits de unos 585 hm³, cuando la realidad es que la cuenca 
ha sufrido seis campañas continuas de recorte de las dotaciones de riego. La serie larga sobrevalo-
ra en torno a 800 hm³ los recursos actuales, lo que infla artificialmente todos los componentes del 
balance y permite al Plan Hidrológico del Guadalquivir admitir déficits de atención a las demandas 
con unos recursos teóricos muy superiores a los del primer ciclo de planificación, sin que hayan au-
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mentado los aportes de la cuenca al mar. En el segundo escenario, construido solo con los últimos 15 
años, el déficit estimado se sitúa en el entorno de 441-443 hm³, muy por encima del reconocido en 
el Plan Hidrológico 2022-2027 y cercano a los 538 hm³ calculados al extrapolar a toda la cuenca el 
déficit observado en los regadíos del Sistema de Regulación General, por lo que se considera el que 
mejor refleja la situación actual. En el tercer escenario, que aproxima la situación a 2033 con una 
reducción anual del 0,4 % de los recursos equivalente a un incremento de unos 55 hm³ del déficit, 
la continuación de los impactos del cambio climático agrava aún más el desequilibrio, y las medidas 
propuestas en el Esquema Provisional de Temas Importantes resultan de eficacia incierta, de modo 
que el problema puede caracterizarse como estructural e infravalorado en la planificación vigente.

5.4. Modelo de simulación del régimen hidrológico del Guadalquivir (J. 
Corominas)
Para contrastar la validez de las hipótesis expresadas en los apartados anteriores —que los com-
ponentes del ciclo hidrológico del Guadalquivir no están bien representados en la información de los 
tres ciclos de planificación— se ha desarrollado un modelo de simulación de 100 años del ciclo hi-
drológico de la cuenca. Este modelo permite verificar, en un marco único, si los recursos y demandas 
manejados por la planificación conducen a los déficits observados o, por el contrario, generan supe-
rávits incompatibles con la realidad de las últimas campañas de riego.

El modelo parte de una generación aleatoria de lluvia mensual en una serie de 100 años, construi-
da mediante una distribución discreta de probabilidades en torno a la precipitación media mensual. 
Con la distribución de intervalos de precipitación y sus probabilidades se obtiene un histograma plu-
viométrico simulado que reproduce sensiblemente el histograma histórico del Guadalquivir, de ma-
nera que la serie de lluvia generada puede considerarse representativa del régimen pluviométrico 
de la cuenca.

A partir de esta serie de precipitación se calcula la evapotranspiración mensual por el método de 
Hargreaves, utilizando la temperatura media y su oscilación térmica, y se aplican coeficientes de cul-
tivo medios para obtener la evapotranspiración real. La capacidad máxima de reserva de agua en el 
suelo se utiliza como parámetro de ajuste para conseguir que la escorrentía media de la serie men-
sual de 100 años sea similar a la modelada en los planes hidrológicos, de forma que el modelo repro-
duzca, para el conjunto de la cuenca, los recursos totales en régimen natural.

Sobre estas series de escorrentía se añade un módulo de regulación que simula, mes a mes, el fun-
cionamiento agregado de los embalses del Guadalquivir. El módulo representa la entrada de cauda-
les a los embalses, la capacidad de almacenamiento, las pérdidas por evaporación en lámina libre, 
la atención a la demanda de riego —que concentra la mayor parte de los usos—, el mantenimiento 
de caudales ecológicos y los caudales que circulan aguas abajo en la serie centenaria. Para las sub-
cuencas con embalses se adopta una capacidad de reserva del suelo algo menor, del orden del 80 
por ciento de la media, en coherencia con el hecho de que suelen ubicarse en zonas de menor pen-
diente y mayor capacidad de almacenamiento en el suelo.

Con esta estructura se ha aplicado el modelo a los tres ciclos de planificación, introduciendo para 
cada uno los recursos disponibles y las demandas que figuran en los correspondientes planes hidro-
lógicos, y se ha añadido una simulación específica para el período 2010/2011 2024/2025 con los pa-
rámetros ajustados en el apartado 3. La Tabla 4 recoge para cada caso los recursos, las demandas, 
el déficit o superávit resultante, los volúmenes vertidos al mar y los indicadores de garantía (porcen-
taje de años con fallos y porcentaje de años con dotaciones inferiores al 50 por ciento del objetivo).
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Tabla 4. Modelo del ciclo hidrológico mediante simulaciones. Fuente: Resultados del modelo de simulación del ciclo 
hidrológico del Guadalquivir (Corominas)

El modelo reproduce con fidelidad, para el conjunto de la cuenca, la escorrentía y los recursos tota-
les, en coherencia tanto con los planes hidrológicos como con la estimación simplificada del aparta-
do anterior. Al analizar los distintos componentes del ciclo hidrológico, tanto en las subcuencas con 
embalses como en las que no disponen de ellos, se comprueba que las simulaciones del segundo 
y tercer ciclo de planificación son incoherentes con la realidad observada, mientras que la corres-
pondiente al primer ciclo, aunque subestima el déficit, se aproxima mejor a la situación actual. Esta 
estimación resulta más compatible con la escasez permanente en que se encuentra el Guadalquivir.
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Los indicadores de garantía del regadío refuerzan esta conclusión. En el segundo y tercer ciclo de 
planificación, los fallos de garantía se sitúan entre el 1 y el 14 por ciento de los años, mientras que en la 
estimación ajustada alcanzan en torno al 33 por ciento. Los años en que la demanda atendida sería 
inferior al 50 por ciento del objetivo prácticamente desaparecen en el modelado de los ciclos de pla-
nificación —del orden del 1 por ciento—, pero ascienden a alrededor del 6 por ciento en la estima-
ción coherente con los datos recientes, lo que refleja que los planes no recogen el nivel de riesgo que 
soportan efectivamente los regadíos.

En los planes del segundo y tercer ciclo, los recursos hídricos disponibles para los diferentes usos, y 
demandas, resultan muy superiores a los objetivos fijados, de modo que el balance del modelo arroja-
ría superávits de entre 389 y 650 hm³, al tiempo que los propios planes reconocen déficits entre 219 y 
647 hm³. En la estimación basada en series cortas recientes y en el ajuste a los déficits observados, el 
desequilibrio se eleva a unos 443 hm³, valor mucho más próximo al comportamiento real de los siste-
mas de regulación. La divergencia entre ambos resultados no es un detalle metodológico, sino la señal 
de que la planificación ha incorporado recursos ficticios que en la práctica no están disponibles.

La hipótesis implícita de superávit de recursos tendría además consecuencias directas sobre los 
vertidos al mar: según el modelado de los ciclos de planificación, el volumen vertido oscilaría entre 
3 900 y 5 100 hm³ anuales, cantidades muy superiores a las medidas aguas abajo de la presa de Al-
calá del Río, donde los caudales representan en torno al 90 por ciento del vertido total al mar. Como 
estos volúmenes teóricos no tienen respaldo en las observaciones, aceptar sin revisión las cifras de 
recursos de los planes obligaría a admitir tanto unas salidas al mar inexistentes como unos niveles de 
garantía incompatibles con las restricciones reiteradas de las últimas campañas.

El modelo elaborado muestra, en consecuencia, que los componentes del ciclo hidrológico refleja-
dos en los planes hidrológicos sobreestiman de manera sistemática los recursos de la cuenca. Si las 
estimaciones oficiales fueran correctas, se podrían atender con buen nivel de garantía las deman-
das y los vertidos al mar serían muy superiores a los observados, lo que no ocurre. Esta incongruen-
cia deriva en buena medida de que no se han engarzado de forma consistente las entradas y salidas 
de los modelos utilizados oficialmente para estimar recursos (SIMPA) y demandas (AQUATOOL), de 
modo que la planificación no cierra el balance entre aportaciones, almacenamiento, consumos y sa-
lidas al mar y acaba minimizando el déficit estructural del Guadalquivir.

5.5. Impacto desigual de la escasez en el Guadalquivir
La asignación de recursos hídricos en el Guadalquivir está dominada por el regadío, que utiliza alre-
dedor del 86 % de todas las demandas de la cuenca, lo que supone una presión muy elevada sobre 
unos recursos cada vez más menguantes. Esta sobrepresión se traduce en un indicador de estrés 
hídrico (WEI+) cercano al 50 % para el conjunto de la demarcación y en restricciones reiteradas de 
las dotaciones en las últimas campañas de riego, mientras que los abastecimientos urbanos, que 
apenas representan en torno al 11 % de la demanda total, han mantenido niveles de garantía mucho 
más altos y no han sufrido recortes significativos en los últimos episodios de sequía. El déficit estruc-
tural identificado en el modelo de simulación recae así de forma muy mayoritaria sobre el regadío y, 
dentro de él, sobre las zonas más dependientes de los recursos superficiales.

Además, la distribución interna del regadío es muy desigual: aproximadamente el 80 % de las explo-
taciones dispone solo del 22 % de la superficie regada, mientras que el 20 % restante concentra el 
78 %, y con ella la mayor parte de los derechos de agua. En este contexto, aplicar reducciones linea-
les de dotaciones agrava las asimetrías, porque recorta en el mismo porcentaje concesiones muy 
distintas y pone en mayor riesgo la viabilidad de las explotaciones familiares y medianas. La gestión 
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de la escasez en los próximos ciclos de planificación debería, por tanto, afrontar el déficit estructural 
del sistema de regadío incorporando criterios de transición hídrica justa, de manera que las limita-
ciones de uso del agua se apliquen con criterios sociales y de arraigo territorial, modulando las re-
ducciones en función del tamaño de las explotaciones y de su peso en el tejido agrario de la cuenca.

El Proyecto de investigación TRANAGRO (FNCA, 2025), impulsado por la Fundación Nueva Cultura 
del Agua y coproducido con la Mesa Social del Agua de Andalucía ha elaborado una serie de indica-
dores para priorizar las explotaciones de regadío que deben ser protegidas y modular la reasigna-
ción del agua en situaciones de escasez y en general en este período de transición hídrica justa (para 
más información, ver capítulo dedicado al proyecto TRANAGRO en este informe).

5.6. Conclusiones
La información que aporta el Plan Hidrológico del Guadalquivir en relación con todos los componen-
tes del ciclo hidrológico es incompleta, confusa y en ocasiones incongruente, lo que minimiza el ex-
ceso de presiones que ejerce el regadío sobre las masas de agua y los recursos hídricos. No es por la 
falta de información, casi mil páginas, sino por la falta de transparencia en la síntesis de los resultados.

El Plan Hidrológico debería asegurar la concordancia y yuxtaposición de los modelos que utiliza 
para determinar los componentes del ciclo hidrológico, SIMPA (CEDEX), y para determinar los re-
cursos de la cuenca, AQUATOOL (Universidad Politécnica de Valencia), ofreciendo un resultado sin-
tético de los mismos. 

Se han realizado tres estimaciones diferentes del valor del déficit actual del Guadalquivir extrapo-
lando a toda la cuenca las restricciones en las últimas 15 campañas de riego, estimando los compo-
nentes del ciclo hidrológico a partir de información del SAIH y de los Planes Hidrológicos y finalmen-
te desarrollando un modelo de simulación de 100 años del ciclo hidrológico. Las tres estimaciones 
conducen a déficits muy superiores a los reconocidos (entre 440 y 550 hm3).  

El modelo de simulación de todos los componentes del ciclo hidrológico que se han desarrollado 
permite simular la realidad actual de la cuenca, con un déficit total de unos 443 hm3, frente a los 219 
hm3 que reconoce el Plan Hidrológico 2022-2027. La aplicación del modelo a los tres ciclos de Pla-
nificación conduce a la incongruencia de que si se admiten los recursos estimados de la cuenca no 
existiría déficit sino superávit (entre 234 y 467 hm3), lo que comportaría unas salidas al mar muy su-
periores a los observadas.

En un período reciente en que ya se notan los efectos del cambio climático (incremento de 1,5ºC de 
la temperatura media y leve descenso de las precipitaciones) el impacto más evidente se produce 
en la rápida y constante disminución de las aportaciones a los embalses y de los vertidos al mar, lo 
que aconseja utilizar series más cortas (15-20 años) para modelizar el comportamiento de los com-
ponentes del ciclo hidrológico, frente a los de la serie corta de los PHD (35-45 años) o los de la serie 
larga (75-85 años), que se separan significativamente de la realidad actual.

Las medidas propuestas en los tres primeros ciclos de Planificación, y aún en el EPTI actual, para 
resolver los déficits, se basan en conseguir ahorros de agua con la modernización de regadíos, limi-
tar el crecimiento de las superficies regadas, utilizar algunos volúmenes de aguas regeneradas para 
aumentar regadíos y planificar algunas nuevas obras de regulación. La realidad demuestra su inefi-
cacia, no porque no se hayan llevado a la práctica, sino porque confunden uso y consumo de agua 
en el regadío (se puede reducir el uso, mantener o aumentar el consumo y reducir los retornos que 
se reutilizan posteriormente). Es una estrategia fallida, solo parcialmente corregida en el EPTI actual.
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En sentido contrario, las medidas tomadas para asegurar los abastecimientos urbanos (11 % de la de-
manda total) han resultado efectivas, habiéndose superado los últimos seis años de sequía sin res-
tricciones importantes del suministro.

El EPTI actual no plantea incorporar el impacto del cambio climático, pues considera que los pronós-
ticos de reducciones de pluviometría (-11 %) y recursos del Guadalquivir (-21 %) se refieren al Horizon-
te 2030-2060, sin reconocer que el cambio climático ya se está evidenciando y aumentará paulati-
namente cada año.

Por todo ello, el cuarto ciclo de Planificación debería responder a las importantes dudas expresa-
das en este documento, aclarándolas, e incorporar medidas realistas de afrontar el déficit histórico 
de dotaciones del regadío, haciéndolo con criterios de transición hídrica justa. Las limitaciones de 
uso del agua para resolver la escasez deben aplicarse con criterios sociales y de arraigo territorial, 
teniendo en cuenta la gran desigualdad del tamaño de las explotaciones de regadío: un 80 % de los 
regantes disponen del 22 % de la superficie y el 20 % de los regantes tienen e 78 % del regadío.
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6.	 Las cifras de la des-
igualdad en la agricultu-
ra andaluza y en el uso 
del agua1

Joan Corominas y Samuel Gil
Fundación Nueva Cultura del Agua

6.1. La agricultura andaluza representa a un sector heterogéneo
En la opinión pública prevalece la idea de que la agricultura y los agricultores andaluces responden a 
realidades homogéneas, con problemas comunes ligados al clima, los precios de sus producciones 
y la competencia de productos importados. Esta visión, reforzada por las administraciones públicas 
y por las organizaciones profesionales agrarias cuando apoyan acciones reivindicativas conjuntas, 
oculta una diversidad y una desigualdad que los datos del Censo Agrario de 2020 permiten cuan-
tificar (INE, 2023). Las movilizaciones agrarias de 2024 expresaron un desasosiego real, pero ese 
desasosiego varía profundamente según el tipo de explotación que lo protagoniza, por ejemplo, no 
son los mismos los problemas de un agricultor de olivar familiar con diez hectáreas en secano que 
los de una sociedad mercantil con quinientas hectáreas en regadío (del Moral Ituarte et al., 2024). 
La expansión del regadío y la concentración de inversiones en explotaciones grandes han ampliado 
esas brechas internas, de modo que bajo la etiqueta de “campo andaluz” conviven hoy situaciones 
de poder y vulnerabilidad muy diferentes.

Las cerca de 267.717 explotaciones agrarias andaluzas se agrupan en cuatro tipos según criterios 
socioeconómicos: excedente empresarial, la importancia de las sociedades mercantiles en su per-
sonación jurídica, empleo generado y peso del trabajo familiar (INE, 2023). El resultado es una distri-
bución muy desigual en número: explotaciones a tiempo parcial (75 % del total), familiares (15,5 %), 
medianas (7 %) y grandes (3,5 %). El umbral de superficie orientativo sitúa las explotaciones a tiem-
po parcial por debajo de las 10 ha, las familiares entre 10 y 30 ha, las medianas entre 30 y 100 ha y 
las grandes por encima de las 100 ha, con adaptaciones según el modelo productivo, dado que, por 
ejemplo, un invernadero de hortalizas genera rentas por hectárea superiores a un cereal de secano y 
su comparación directa en términos de superficie es complicada.

Además, la distribución del número de explotaciones no refleja la distribución real de la capacidad 
económica que pueden tener, como muestra la Tabla 1.. Las grandes explotaciones, con el 3,5 % del 
total, controlan el 51,5 % de la Superficie Agraria Útil (SAU) y concentran el 43,5 % de las ayudas di-
rectas de la Política Agraria Común (PAC), subsidios europeos distribuidos fundamentalmente en 

1 Este trabajo ha contado con cofinanciación, que se agradece, del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico a través de la convocatoria 2025 de subvenciones a ONG que desarrollen actividades de interés general 
consideradas de interés social en materia de investigación científica y técnica de carácter medioambiental, pero no 
muestra la opinión de este.
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función de la superficie cultivada (FEGA, 2023). Medianas y grandes juntas, el 10,5 % de las explota-
ciones, acaparan el 69 % de las ayudas. Las explotaciones a tiempo parcial, en cambio, generan el 
52 % de las Unidades de Trabajo Agrario (UTA), donde una UTA equivale al trabajo a tiempo comple-
to de una persona durante un año, pero reciben solo el 13,4 % de las ayudas. Esta relación inversa en-
tre empleo generado y fondos públicos percibidos suponen el grueso de la desigualdad estructural 
que los datos revelan.

Caracterización Número SAU PAC UTAs

Tiempo parcial 75 % 13,4 % 13,4 % 52 %

Familiar 15,5 % 14,1 % 17,5 % 20 %

Mediana 7 % 21 % 25,5 % 13 %

Grande 3,5 % 51,5 % 43,5 % 15 %

Tabla 1. Características de las explotaciones agrarias andaluzas. Fuente: elaboración propia con datos del Censo Agra-
rio 2020 (INE, 2023) y Beneficiarios de las Ayudas PAC 2023 (FEGA, 2023).

6.2. La desigualdad mostrada a través del trabajo, el género y la renta
El tamaño de la explotación está correlacionado con quién trabaja en ella y en qué condiciones. 
Como muestra el Gráfico 1, en explotaciones menores de 1 ha el trabajo familiar representa en torno 
al 70 % del total, mientras que en las de 100 ha o más cae al 13 %, sustituido por trabajo contratado 
que supera el 85 % (INE, 2023). El punto de inversión se produce entre las 5 y las 10 ha, el umbral 
entre la explotación a tiempo parcial y la familiar y a partir de ahí, a mayor tamaño, menor peso de la 
familia y mayor dependencia de mano de obra asalariada.

Gráfico 1. Trabajo familiar y contratado en las explotaciones agrarias andaluzas. Fuente: elaboración propia con datos 
del Censo Agrario 2020.

La dirección de las explotaciones está fuertemente masculinizada. De media, en torno al 30 % de 
las jefaturas recae en mujeres, porcentaje que desciende al 21 % en las grandes explotaciones (INE, 
2023). Este dato coexiste con una participación relevante de las mujeres en los trabajos de recolec-
ción y, en menor medida, en la puesta en marcha de empresas vinculadas al desarrollo rural, lo que 
sitúa la brecha de género principalmente en el acceso a la dirección y no en la participación laboral 
general (del Moral Ituarte et al., 2024).
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La renta generada por cada tipo de explotación cuantifica la magnitud de la desigualdad: 

•	 la explotación a tiempo parcial dispone de un excedente vinculado al trabajo familiar del or-
den de 10.000 euros anuales, al que la PAC contribuye con un 10 %.

•	 la agricultura familiar alcanza entre 20.000 y 35.000 euros, con una contribución de la PAC 
de en torno al 30 %.

•	 la mediana explotación obtiene entre 50.000 y 77.000 euros, con una aportación de la PAC 
del orden del 35 %. 

•	 La gran explotación alcanza un excedente de 202.000 euros, con unas ayudas PAC de 
77.000 euros, que suponen el 38 % del excedente, siendo el porcentaje más alto de todos los 
tipos (CAPADR, 2023; Corominas Masip, 2024; FEGA, 2023). 

En definitiva, la PAC aporta proporcionalmente más a quien más excedente produce y por tanto a 
quien menos lo necesita.

6.3. La herencia histórica del latifundismo
La desigualdad actual de la agricultura andaluza tiene un origen histórico en el latifundismo. La com-
paración entre los Censos Agrarios de 1962 y 2020 revela que en seis décadas el número de explo-
taciones se ha reducido un 37,1 % y la superficie agraria útil ha disminuido un 11 %, probablemente por 
abandono de tierras marginales, sin embargo, en contraste, el tamaño medio de las explotaciones ha 
aumentado un 42 % (INE, 2023). Las transformaciones son similares en todos los tipos de explota-
ción, aunque con una mayor reducción porcentual de las grandes explotaciones acompañada de un 
mayor aumento de su tamaño unitario.

Lo más revelador es que la distribución de superficies entre los Censos de 1962 y 2020 coincide con 
exactitud, como muestra el Gráfico 2 (INE, 2023). El sistema latifundista se ha transformado en gran-
des explotaciones muy tecnificadas e intensivas, mientras que la multitud minifundista que los acom-
pañaba y suministraba mano de obra temporal ha devenido en explotaciones a tiempo parcial cuyos 
titulares realizan otra actividad principal. La explotación familiar no ha gozado en todo este período del 
apoyo que necesita para vertebrar el campo andaluz, aguantando con dificultades y falta de relevo 
generacional los profundos y rápidos cambios de las políticas agrarias (del Moral Ituarte et al., 2024).

Gráfico 2. Distribución de la superficie de las explotaciones agrarias andaluzas en 1962 y 2020. Fuente: elaboración 
propia con datos de los Censos Agrarios de 1962 y 2020.
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El único intento político de modificar esta estructura fue la Ley de Reforma Agraria andaluza, aplica-
da entre 1984 y 1991, que no logró alterar la distribución de la propiedad, la cual se encuentra atasca-
da en miles de recursos ante los tribunales, aunque sí aceleró la tecnificación de las grandes fincas. 
Como efecto colateral, para evitar quedar comprendidas en los límites de la Reforma, las grandes 
propiedades procedieron a dividir fincas y constituirlas en sociedades mercantiles, proceso que no 
ha dejado de avanzar hasta la actualidad y que supone la actual financiarización del sector, facilitan-
do la entrada de capital financiero ajeno al territorio en la agricultura (del Moral Ituarte et al., 2024; 
Martínez-Valderrama et al., 2024).

6.4. La desigualdad se concentra más en el regadío
Los regadíos no han escapado a la lógica de concentración de la agricultura andaluza y presentan 
una desigualdad más acusada que las explotaciones de secano. Según el Censo Agrario de 2020, 
el 52 % de las explotaciones de regadío son a tiempo parcial y disponen solo del 7 % de la superficie 
regable. Sin embargo, las grandes explotaciones representan el 9 % de las explotaciones y acaparan 
el 60 % de toda la superficie irrigada (INE, 2023). Entre 1962 y 2020 el número de explotaciones con 
riego se redujo un 57 %, mientras la superficie irrigada creció un 237 %.

En 1962, cuando aún tenían peso los regadíos tradicionales basados en manantiales, azudes y pozos 
someros, el 80 % de las explotaciones de menor tamaño disponía del 40 % de los regadíos, como 
muestra el Gráfico 3 (INE, 2023). Hoy esa distribución más equilibrada ha desaparecido puesto que 
las explotaciones de menor tamaño representan aproximadamente el 20 % del regadío actual.

Gráfico 3. Distribución de los regadíos en el Censo Agrario de 1962 y 2020. Fuente: elaboración propia con datos de los 
Censos Agrarios de 1962 y 2020, INE.

En seis décadas se ha liquidado el modelo tradicional de regadío distribuido y se ha construido uno 
nuevo fuertemente concentrado, con financiación pública. Los Planes de Obras Hidráulicas del Ins-
tituto Nacional de Colonización (INC), continuados por el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario 
(IRYDA) y finalizados por el Instituto Andaluz de Reforma Agraria (IARA), transformaron en regadío 
cientos de miles de hectáreas con cargo al erario público. La evidencia numérica no deja lugar a in-
terpretaciones: los principales beneficiados fueron las medianas y grandes explotaciones, que tripli-
caron y cuadruplicaron su superficie regable en el período (INE, 2023).
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El Censo Agrario de 2020 identifica 804.843 hectáreas de regadío, aunque los Planes Hidrológicos 
de las demarcaciones andaluzas los elevan a 1.140.000 hectáreas en 2018, con previsión de alcan-
zar 1.222.000 hectáreas en 2027. La discrepancia entre ambas cifras, más de 335.000 hectáreas, 
apunta a la existencia de regadíos no declarados o ilegales que los organismos de cuenca no han 
logrado cuantificar ni regularizar (del Moral Ituarte et al., 2024).

6.5. Sobreexplotación de acuíferos y concesiones sin base real
El fin de la construcción de embalses no ha cambiado la dinámica de favorecer el aumento de los 
regadíos. La presión se ha trasladado a los recursos subterráneos, con concesiones de aprovecha-
miento por encima de los recursos disponibles y un abuso de captaciones ilegales amparadas en la 
dificultad de ser detectadas y en la falta de medios de los organismos de cuenca (del Moral Ituarte 
et al., 2024). Los casos de Doñana, Loma de Úbeda, la Axarquía y el Altiplano de Granada ilustran un 
problema sistémico, no puntual (MITERD, 2021).

Los Planes Hidrológicos del tercer ciclo han revelado medidas escasas, tardías y poco eficaces para 
revertir el deterioro del estado de las aguas subterráneas. La planificación hidrológica aprueba la 
demanda, pero no garantiza el recurso, por lo que el déficit lo acaban asumiendo los acuíferos y, en 
última instancia, los ecosistemas dependientes. Por su parte, la modernización de regadíos, aunque 
presentada como solución al problema del consumo, tampoco ha reducido el agua utilizada. Al pa-
sar de riego por gravedad a riego por goteo se reducen los retornos de riego y sería necesario redu-
cir las dotaciones en torno a un 35 % de la concesión para evitar un mayor consumo. Al no reducirse 
las dotaciones la mayor eficiencia se destina a ampliar superficie o intensificar cultivos, resultando 
en el aumento del consumo neto (Sampedro-Sánchez, 2022).

Los mercados de agua, introducidos por la Ley 46/1999 y progresivamente desregulados desde la 
sequía de 2004-2005, añaden una presión adicional sobre la agricultura familiar (Aliod et al., 2024). 
La compraventa de derechos de agua a precio de mercado beneficia a quienes tienen mayor capa-
cidad de pago, coincidiendo con las grandes explotaciones agroindustriales, y dificulta aún más la 
situación de los pequeños agricultores en situaciones de escasez, precisamente cuando más nece-
sitan el recurso.

6.6. La PAC como multiplicador de desigualdad
Las ayudas directas de la PAC 2023 (últimas publicadas, correspondientes al cierre del régimen 
2015–2022) reproducen con exactitud la distribución de la superficie agraria útil, puesto que el 43,5 
% del total lo perciben las grandes explotaciones, aunque solamente representen el 3,5 % de las 
explotaciones (FEGA, 2023). En contraste, unas 59.000 explotaciones a tiempo parcial quedan di-
rectamente excluidas por no alcanzar el umbral mínimo de 300 euros por explotación. La diferencia 
media de ayuda por hectárea entre la explotación familiar (364 €/ha) y la gran explotación (314 €/
ha) es de apenas 50 euros, una diferencia por completo insuficiente para contrarrestar las enormes 
desigualdades estructurales de acceso a la tierra, al agua y al crédito (FEGA, 2023).

Un elemento que agudiza este desequilibrio es la mercantilización de los perceptores. El 49 % de las 
ayudas directas a las grandes explotaciones las perciben sociedades mercantiles (sociedades limi-
tadas y anónimas), porcentaje que sube al 73 % entre quienes superan los 300.000 euros de ayudas 
(FEGA, 2023). La entrada de sociedades anónimas ajenas al sector y al territorio, especialmente en 
olivar intensivo, frutos secos, horticultura al aire libre y cultivos de invernadero, constituye lo que los 
análisis del sector denominan financiarización de la agricultura. El resultado de este proceso es que 
se transfiere el control de los recursos productivos del territorio a actores financieros sin arraigo lo-
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cal, con consecuencias negativas previsibles sobre la agricultura familiar y la cohesión del medio ru-
ral (Martínez-Valderrama et al., 2024).

La simulación realizada sobre la distribución de las ayudas PAC 2023, basada en datos del Censo 
Agrario 2020 y los registros de beneficiarios del Fondo Español de Garantía Agraria (FEGA) (Grá-
fico 4) reproduce con exactitud la distribución real de las ayudas con una ligera reducción lineal por 
hectárea en las explotaciones de mayor tamaño (INE, 2023; FEGA, 2023). El resultado es que la PAC, 
que debería actuar como herramienta de equilibrio social, funciona como un multiplicador de las 
desigualdades ya existentes en la estructura de la propiedad agraria.

Gráfico 4. Características de las explotaciones agrarias andaluza. Fuente: elaboración propia con datos del Censo 
Agrario 2020 (INE), Macromagnitudes Agrarias 2023 (CAP) y de los Beneficiarios de las Ayudas de la PAC 2023 (FEGA).

Las ayudas directas de la PAC están altamente concentradas en las grandes explotaciones, que 
acaparan el 43,7 % del total frente al escaso 13,4 % que perciben las explotaciones a tiempo parcial. 
Sin embargo, las explotaciones a tiempo parcial son el motor del sector, al generar el 52,4 % de las 
UTAs frente al 15 % de las grandes explotaciones. 

Como indicador de este conjunto de desigualdades baste recordar que el 10 % de explotaciones de 
mayor tamaño (mediana y gran explotación) genera el 30 % de la mano de obra, el 43 % de la pro-
ducción agraria, el 48 % del excedente de explotación y trabajo familiar, el 50 % de la renta agraria, el 
68 % de las ayudas de la PAC y el 72 % de la superficie agraria útil, como se observa en el Gráfico 4. 

6.7. Hacia un reparto hídrico que rompa con la lógica de la hectárea
Como se ha corroborado empíricamente en este capítulo, lo que se afirma desde las administra-
ciones encargadas de la gestión del agua y lo que dicen los datos encaja con dificultad. Desde Na-
ciones Unidas (Decenio de las Naciones Unidas de la Agricultura Familiar 2019 - 2028; FAO e IFAD, 
2019), la Comisión Europea (Visión para la Agricultura y la Alimentación, 2025; Comisión Europea, 
2025) y el Gobierno español (consulta previa a la elaboración de la Ley de Agricultura Familiar, 2025) 
se propone un apoyo explícito a los modelos de agricultura familiar y profesional. Las Comunidades 
Autónomas de Aragón y Castilla-La Mancha han promulgado leyes en esa dirección. Sin embargo, 
cuando se examinan las intervenciones concretas (asignación de ayudas PAC, transformaciones en 
regadío, reparto del agua en situaciones de escasez y recuperación de costes de los servicios del 
agua) el apoyo real a la agricultura familiar deja mucho que desear (del Moral Ituarte et al., 2024).
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El reparto del agua en situaciones de escasez sigue la lógica del sistema concesional histórico, que 
favorece a quienes obtuvieron las concesiones de mayor volumen en las décadas de expansión del 
regadío, precisamente las grandes explotaciones e industrias agroalimentarias. Aliod et al. (2024) 
proponen que la reducción de superficie regada que imponga la crisis hídrica debe recaer sobre las 
grandes explotaciones de regadío y los regadíos agroindustriales, al tiempo que se protegen los sis-
temas de riego históricos y tradicionales por su alto valor ambiental y cultural, así como los peque-
ños agricultores y la agricultura familiar arraigada en el territorio, por su elevado valor social. La Mesa 
Social del Agua de Andalucía (MSA), plataforma creada en 2017, constituye la primera experiencia 
en España en la que se elaboran propuestas de consenso en esta línea (Aliod et al., 2024). El proyec-
to “Hacia una transición hídrica en la agricultura”, del cual fue participante la MSA y cuyos resultados 
y propuestas se presentan en otro capítulo de este informe, propuso una serie de indicadores que 
permiten un reparto más equitativo del agua de riego entre distintos tipos de explotaciones basado 
en criterios sociales en vez de en la lógica de la hectárea. 

El nuevo régimen de la PAC 2023–2027 incorpora mecanismos para reducir la concentración 
de ayudas, con un período de convergencia progresivo hasta 2029 (Comisión Europea, 2025). Su 
efecto real solo podrá evaluarse cuando se publiquen los datos de beneficiarios de 2024 y años si-
guientes. Lo que los datos de 2023 ya demuestran es que la escasa sensibilidad social del sistema 
europeo de ayudas no se corrige con ajustes marginales de unos euros por hectárea, más bien se 
necesita un criterio de distribución que vincule las ayudas al empleo generado y el arraigo, y no a la 
superficie de tierra en propiedad.

6.8. Conclusiones
El 10 % de las explotaciones de mayor tamaño concentra el 72 % de la superficie agraria útil y el 68 % 
de las ayudas PAC, al tiempo que genera solo el 15 % del trabajo (INE, 2023; FEGA, 2023). Es decir, el 
modelo que más tierra acapara y más fondos públicos recibe es el que menos empleo produce por 
hectárea. El contraste es enorme con las explotaciones a tiempo parcial, que con el 13 % de la super-
ficie generan el 52 % del trabajo agrario andaluz, lo cual cuantifica la magnitud de una desigualdad 
estructural que las políticas públicas no corrigen sino que perpetúan (INE, 2023; CAPADR, 2023).
Esta concentración no es el resultado del mercado ni de la eficiencia productiva, es el resultado de 
décadas de intervención pública que han transformado el regadío, distribuido las ayudas y asignado 
el agua siguiendo la lógica de la propiedad y no la del valor social generado.

Las políticas declaradas a nivel europeo, estatal y autonómico señalan a la agricultura familiar como 
modelo a proteger y vertebrador del territorio rural, pero los datos del Censo Agrario 2020, las ayu-
das PAC 2023 y la evolución histórica del regadío apuntan en dirección contraria. Cerrar esa brecha 
exige una serie de correcciones: incorporar criterios sociales y no solo volumétricos en el reparto del 
agua en situaciones de escasez; vincular las ayudas directas de la PAC al empleo generado por hec-
tárea y no solo a la superficie; y aplicar la recuperación de costes de los servicios del agua con tarifas 
que reflejen tanto los costes reales como el volumen consumido por cada tipo de explotación (Aliod 
et al., 2024).

La financiarización de la agricultura, en marcha desde hace décadas, añade urgencia a estas correc-
ciones (del Moral Ituarte et al., 2024; Martínez-Valderrama et al., 2024). Si el modelo de gran explota-
ción mercantilizada consolida su posición en tierra, en agua y en ayudas públicas, el espacio para la 
agricultura familiar se estrechará de forma irreversible, con consecuencias directas sobre el empleo 
rural, la biodiversidad agraria y la resiliencia del sistema alimentario frente a las crisis hídricas que el 
cambio climático ya está haciendo más frecuentes e intensas (Aliod et al., 2024; MITERD, 2021). 



Observatorio de las Políticas del Agua (OPPA)

RETOS DE LA PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DEL AGUA EN ESPAÑA. INFORME OPPA 2025 69

6.9. Referencias
Aliod, R., Corominas, J., del Moral, L., Hernández-Mora, N., Martínez, J., Sampedro, D. y Vila, J. (2024). 
Hacia una transición hídrica justa en el medio agrario. En La Roca, F. y Martínez, J. (coords.), Retos de 
la planificación y gestión del agua en España. Informe 2024. Observatorio de las Políticas del Agua 
(OPPA). Fundación Nueva Cultura del Agua.

CAPADR (2023). Macromagnitudes Agrarias de Andalucía 2023. Consejería de Agricultura, Pesca, 
Agua y Desarrollo Rural, Junta de Andalucía. https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inli-
ne-files/2024/01/Estimación Renta Agraria2023_Dic_2023.pdf

Comisión Europea (2025). Visión a largo plazo para las zonas rurales de la UE: Hacia unas zonas ru-
rales más fuertes, conectadas, resilientes y prósperas de aquí a 2040. Bruselas.

Corominas Masip, J. (2024). Apuntes sobre la diversidad y desigualdad de las explotaciones agra-
rias andaluzas. Fundación Nueva Cultura del Agua. https://fnca.eu/biblioteca-del-agua/directorio/
file/3070-apuntes-sobre-la-diversidad-y-desigualdad-de-las-explotaciones-agrarias-andaluzas

del Moral Ituarte, L., Hernández-Mora, N. y Martínez-Valderrama, J. (2024). Políticas agroambientales 
y conflictividad agraria en España. Revista de Estudios Agrosociales y Pesqueros, 15(2), 45-78.

FAO e IFAD (2019). Decenio de las Naciones Unidas para la Agricultura Familiar 2019-2028: Plan de 
Acción Mundial. Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura / Fondo 
Internacional de Desarrollo Agrícola.

FEGA (2023). Beneficiarios de las Ayudas de la Política Agraria Común 2023. Fondo Español de Ga-
rantía Agraria, Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

INE (2023). Censo Agrario 2020. Instituto Nacional de Estadística.

Martínez-Valderrama, J., del Moral, L. y Hernández-Mora, N. (2024). Financiarización de la agricultura 
y sus efectos sobre el territorio rural. Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, 258, 
123-156.

MITERD (2021). Síntesis de los Planes Hidrológicos de tercer ciclo (2022-2027). Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

La Calle Marcos, A. (2019). La gran obra hidráulica en la cuenca del Guadalquivir (1932-1992). Una 
visión de conjunto. Diputación de Córdoba.

Sampedro-Sánchez, D. (2022). Can irrigation technologies save water in closed basins? The effects 
of drip irrigation on water resources in the Guadalquivir River Basin (Spain). Water Alternatives, 15(2), 
501-522.

https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inline-files/2024/01/Estimación Renta Agraria2023_Dic_2023.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/sites/default/files/inline-files/2024/01/Estimación Renta Agraria2023_Dic_2023.pdf
https://fnca.eu/biblioteca-del-agua/directorio/file/3070-apuntes-sobre-la-diversidad-y-desigualdad-de-las-explotaciones-agrarias-andaluzas
https://fnca.eu/biblioteca-del-agua/directorio/file/3070-apuntes-sobre-la-diversidad-y-desigualdad-de-las-explotaciones-agrarias-andaluzas


Fundación Nueva Cultura del Agua

70

7.	 Proyecto TRANAGRO: 
Hacia una transición 
hídrica justa en la 
agricultura

Julia Martínez, Samuel Gil, Joan Corominas, Leandro del Moral, David Sampedro, Natalia Li-
mones, Ricardo Aliod, Violeta Cabello, Luis Berraquero, Indalecio de la Lastra y Laura Sánchez 

Fundación Nueva Cultura del Agua
Mesa Social del Agua de Andalucía

7.1. El sector agrario ante límites reales 
El regadío español opera sobre una doble presión que los planes hidrológicos no han resuelto: mien-
tras los recursos hídricos disponibles se reducen de forma sostenida, las demandas para la agricul-
tura siguen creciendo. 

La primera de las presiones es el cambio climático, que actúa a través de unos mecanismos que se 
refuerzan mutuamente: el incremento de la evaporación y la evapotranspiración de las plantas por 
el incremento de temperaturas; la tendencia a la reducción de precipitaciones en el sur y el levante 
peninsular; el aumento de la irregularidad temporal de las lluvias, con una mayor frecuencia de episo-
dios torrenciales que no pueden almacenarse y el desplazamiento de los eventos extremos hacia las 
partes medias y bajas de las cuencas, donde la capacidad de retención es menor (CEDEX, 2017). El 
resultado es una caída de las aportaciones hídricas, es decir, del volumen de agua que efectivamen-
te entra en el sistema, reducción que supera con creces el porcentaje de reducción de las precipi-
taciones. En el escenario que el Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC) asocia a 
un futuro sin disminución de emisiones de gases de efecto invernadero (RCP 8.5), las proyecciones 
indican reducciones de escorrentía del 30 % en el sur y del 37 % en las demarcaciones del Júcar y 
el Segura para finales de siglo (CEDEX, 2017), una tendencia que ningún plan de oferta de recursos 
hídricos puede compensar.

La otra presión proviene de las demandas, que no han dejado de crecer desde mediados del siglo 
pasado. Los regadíos concentran el 80 % del agua utilizada para usos consuntivos (usos de agua 
que no se devuelven al sistema) en España (el mayor uso de agua con diferencia), frente al 15 % del 
abastecimiento humano y el 5 % de la industria (MITERD, 2021). Este aumento se explica porque la 
superficie dedicada al regadío ha alcanzado los 3,7 millones de hectáreas (ESYRCE, 2023), con un 
incremento de unas 900.000 ha entre 1990 y 2020, impulsado principalmente por el crecimiento 
de los cultivos leñosos. La gestión de las instituciones responsables del agua ha contribuido al au-
mento, ya que varios planes autonómicos de regadíos han sido respaldados por los propios planes 
hidrológicos y numerosas transformaciones de secano a regadío se han llevado a cabo de forma 
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irregular, incrementando la presión sobre ríos, humedales y acuíferos (Vicente-Serrano et al., 2019). 
Como consecuencia, en torno a la mitad de las masas de agua españolas no alcanzan el buen esta-
do ecológico exigido por la Directiva Marco del Agua (DMA) (MITERD, 2021).

En este escenario, reorientar la política hídrica hacia la gestión de la demanda no es, por tanto, una op-
ción entre varias, sino la condición para que el sector agrario tenga futuro en un territorio que se aridi-
fica. Seguir ampliando la oferta es solo aplazar ese límite a costa de los ecosistemas que lo sostienen.

7.2. Las desigualdades en el regadío español
La heterogeneidad del creciente regadío español no distribuye ni el agua ni sus beneficios de forma 
equitativa y esa asimetría es estructural y anterior a cualquier episodio de sequía. 

Sobre una superficie total de 3,7 millones de hectáreas conviven tres tipos de regadío en el Estado 
español con lógicas radicalmente distintas. Los regadíos extensivos de interior, el 55 % de la super-
ficie total, surgieron entre 1940 y 1990 al amparo de los grandes planes hidráulicos públicos. Su ren-
tabilidad es baja, muy dependiente de las ayudas de la Política Agraria Común (PAC) y ejercen una 
fuerte presión sobre ríos, humedales y acuíferos por las grandes cantidades de agua de riego que 
requieren (Gómez-Limón, 2010). Los intensivos, el 20 % del total, concentran frutales, frutos rojos y 
hortalizas. Son rentables y están en expansión, pero han provocado múltiples impactos ambientales, 
como ilustran la desecación de humedales como Doñana y la degradación del Mar Menor, además 
con mano de obra asalariada frecuentemente precarizada (Sanchis Ibor e Ibáñez, 2024). Los rega-
díos históricos, el 19 % de la superficie, algunos de ellos milenarios, son agroecosistemas de elevado 
valor ambiental y cultural, pero desde 1986 han perdido el 64 % de su superficie por la baja rentabili-
dad en los mercados actuales (Vila Traver, 2018).

Sobre esa diversidad se superpone una concentración de la propiedad que los datos del Censo 
Agrario 2020 hacen inequívoca (Tabla 1). El 14 % de las explotaciones, las más grandes, gestionan 
el 62 % de la superficie regable, mientras que las explotaciones familiares y a tiempo parcial, el 70 % 
del total, disponen de apenas el 14 % de la superficie regable (Corominas, 2025). Esta concentración 
va aparejada a la constitución de sociedades mercantiles con frecuencia no registradas en el terri-
torio, donde opera la explotación y al creciente arrendamiento de tierras para formar grandes uni-
dades productivas. El resultado es la “uberización del campo”, un proceso en el que pequeños pro-
ductores integrados en cadenas multinacionales quedan indirectamente sometidos a las decisiones 
de grandes capitales externos, con un intercambio desigual que perjudica siempre a los agricultores 
con menos poder de decisión, la mano de obra asalariada, los recursos naturales y los pequeños 
agricultores (COAG, 2019).
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Tabla 1. Explotaciones de regadío en España y sus superficies acumuladas, mostrando la distribución por tipología. 
Fuente: Corominas, 2025, a partir del Censo Agrario 2020.

Esta estructura desigual, que en condiciones normales ya genera desequilibrios, se convierte en un 
mecanismo de exclusión activa cuando se producen periodos de escasez hídrica. Los protocolos 
convencionales de sequía aplican el mismo porcentaje de recorte de dotación de agua de riego por 
hectáreas a todas las explotaciones por igual, con independencia de su tamaño. Para una gran ex-
plotación, ese recorte es gestionable, ya que puede decidir cuántas hectáreas regar y qué cultivos 
priorizar dentro de su margen de maniobra. Para una pequeña explotación familiar, cuya dotación 
es con frecuencia la única fuente de ingresos del titular, una reducción equivalente puede compro-
meter la rentabilidad mínima necesaria para mantenerse en actividad, afectando a su viabilidad, con 
pérdidas de hasta el 70 % en algunos casos (MSA, 2023). El recorte es igual en porcentaje para to-
dos, pero desigual en las consecuencias, afectando especialmente a la agricultura familiar y profe-
sional. Esa asimetría es el punto de partida del proyecto TRANAGRO: Hacia una Transición Hídrica 
Justa en la Agricultura y la razón que justifica la necesidad de indicadores específicos que posibili-
ten un reparto social del agua que discrimine positivamente a las pequeñas explotaciones.

7.3. El caso de Andalucía y la necesidad de una transición hídrica justa
Andalucía concentra algunos de los rasgos más agudos de la desigualdad hídrica española. Las 
explotaciones a tiempo parcial y de tipo familiar, el 80 % del total, acceden únicamente al 23 % de la 
superficie regable, mientras el 9 % de mayor tamaño, generalmente sociedades mercantiles, acu-
mula el 60 % (Corominas Masip, 2025). La sequía de 2021-2023 en la cuenca del Guadalquivir de-
mostró las consecuencias de esta desigualdad con datos de rentabilidad concretos. Los recortes 
aplicados por la Confederación Hidrográfica del Guadalquivir (CHG) siguieron el criterio conven-
cional de reducción porcentual uniforme por hectárea. Como resultado, las grandes explotaciones 
absorbieron ese recorte, decidiendo qué hectáreas regar y qué cultivos priorizar, mientras que las 
pequeñas, sin ese margen de maniobra, vieron comprometida la viabilidad de la campaña entera 
con pérdidas de rentabilidad de hasta el 70 % (MSA, 2023). El recorte fue igual en porcentaje, pero 
desigual en consecuencias.

Ante la reducción sostenida de los recursos disponibles, no es realista confiar en que nuevas solucio-
nes técnicas costosas, como la desalación, reutilización, trasvases o modernización de regadíos, pro-
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porcionen agua suficiente para mantener el modelo actual. La transición hídrica justa se define como 
el conjunto de transformaciones sociales, institucionales y políticas capaces de garantizar una planifi-
cación y una gestión eficiente y sostenible del recurso agua, que fomente cambios en los modelos de 
producción y de consumo, en aras de proteger los sistemas acuáticos y garantizar la sostenibilidad de 
los usos del agua, especialmente para los usuarios agrarios que representan un modelo de agricultura 
familiar y profesional arraigada en los territorios y generadoras de empleo digno (Vargas y Paneque, 
2024). El concepto implica discriminación positiva hacia la agricultura familiar, social y profesional, re-
conociendo que la agricultura cumple funciones sociales, ambientales y territoriales que el mercado 
no remunera y que la gestión del agua debe reflejar (García Álvarez-Coque y Lorenzo, 2023).

La idea tiene en España un precedente concreto. Durante la sequía de 1991-1995, en Andalucía se 
propuso una dotación mínima por explotación que garantizara la continuidad de la actividad, con re-
cortes menores para las superficies más pequeñas. Algunos sectores de la administración autonó-
mica apoyaron inicialmente la propuesta e impulsaron la creación de una Mesa de la Sequía para el 
debate público. El intento fracasó al considerarse legal y técnicamente inviable, cediendo ante los 
intereses de las grandes explotaciones. Lo que aquel fracaso demostró no es que la idea fuera erró-
nea, sino que carecía de los instrumentos técnicos y del respaldo institucional necesarios para im-
ponerse (del Moral Ituarte, Babiano y Giansante, 2000). 

Tres décadas después, ese precedente sigue siendo el punto de referencia de la Mesa Social del 
Agua de Andalucía (MSA), constituida en 2017 y que agrupa organizaciones agrarias, ecologistas, 
sindicales, de consumidores y entidades sociales. En marzo de 2023, la MSA formuló una propuesta 
ante la Comisión de desembalse del Guadalquivir para aplicar una discriminación positiva que garan-
tizase al menos una unidad de trabajo agrario (UTA), equivalente al trabajo de una persona a jornada 
completa durante un año, para el titular de la explotación, asegurando el total de su dotación o un re-
corte significativamente menor que el aplicado a las superficies mayores (MSA, 2023). Para avanzar 
en esa dirección, el proyecto TRANAGRO se propuso desarrollar una serie de indicadores que permi-
tiesen aplicar un reparto social del agua.

7.4. Proyecto TRANAGRO: Hacia una transición hídrica justa en la agri-
cultura
El proyecto TRANAGRO nació de una demanda explícita de la MSA: disponer de un lenguaje común 
y una propuesta técnicamente sólida para la reasignación social del agua en la agricultura andaluza. 
La Fundación Nueva Cultura del Agua (FNCA) asumió su desarrollo y gestión, con financiación de la 
European Climate Foundation, articulando un equipo integrado por miembros de la MSA y comuni-
dades de regantes potencialmente afectadas por situaciones de escasez hídrica.

La redistribución del agua en el sector agrícola es un desafío desde el punto de vista metodológico 
y práctico: primero, requiere la caracterización de las prácticas y modelos agrícolas que deben prio-
rizarse; segundo, ha de considerarse la adaptación al cambio climático en el sector agrícola, inclu-
yendo la redistribución de agua de riego, lo que implica transformaciones profundas que requieren la 
participación de los representantes de los agricultores y otras partes interesadas en cada paso del 
proceso, desde la definición de criterios y alternativas, hasta la implementación de las vías de transi-
ción hídrica justa. De ahí la metodología seleccionada, que integra simultáneamente el rigor técnico 
en el desarrollo de los indicadores con la legitimidad que aporta la participación de quienes tienen 
que aplicar los resultados.
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7.5. Metodologías de coproducción de conocimiento e Integración 
Dinámica de Indicadores de Sostenibilidad (IDIS)
El proceso de desarrollo de los indicadores combinó dos metodologías complementarias. La prime-
ra es la coproducción de conocimiento, un enfoque colaborativo en el que investigadores, expertos 
y actores locales trabajan conjuntamente para abordar problemas específicos, integrando diver-
sas perspectivas hasta alcanzar soluciones reconocidas como válidas por todos los participantes 
(Norström et al., 2020). La segunda es la Integración Dinámica de Indicadores de Sostenibilidad 
(IDIS), una metodología sistemática y participativa que parte del objetivo que se quiere alcanzar y 
avanza progresivamente hacia los niveles más detallados, definiendo en cada paso los sub-ob-
jetivos, las dimensiones de análisis y los indicadores concretos necesarios para cada una (Martí-
nez-Fernández et al., 2021).

La elección de ambas no fue accidental. La redistribución del agua en el sector agrícola plantea un 
doble desafío que ningún enfoque exclusivamente técnico puede resolver. Por un lado, exige carac-
terizar los modelos agrícolas que deben priorizarse; por otro, requiere que los representantes de los 
agricultores y demás partes interesadas participen en cada paso del proceso, desde la definición de 
criterios hasta la implementación de las vías de transición, para que los resultados sean reconocidos 
como legítimos y utilizables (Norström et al., 2020).

El trabajo se desarrolló a lo largo de seis meses mediante cuatro talleres presenciales en Sevilla, en-
tre enero y julio de 2025, con un equipo interdisciplinar que contó con miembros vinculados al sec-
tor agrario, ambiental, sindical y social, vinculados a las organizaciones de la MSA. En cada taller el 
equipo avanzó un escalón en la cadena metodológica, desde la definición del objetivo general y los 
subobjetivos, identificación de las dimensiones de análisis, generación de indicadores candidatos y, 
finalmente, priorización y validación colectiva del conjunto final.

7.6. Resultado: 9 indicadores que posibilitan un reparto justo del agua 
de riego
El proceso de coproducción permitió generar un sistema de nueve indicadores prioritarios que per-
miten caracterizar la tipología de explotaciones a priorizar en situaciones de escasez hídrica, combi-
nando aspectos sociales, económicos, territoriales y ambientales, específicamente en relación con 
el uso del agua y con el tipo de producción. Los indicadores responden a tres objetivos específicos 
y cubren tres dimensiones de la sostenibilidad, con tres indicadores socioeconómicos, tres territo-
riales y tres ambientales. Las ponderaciones son el resultado de un ejercicio estructurado en el que 
cada sector representado en los participantes del equipo de producción (agrario, sindical, académi-
co y ambiental) evaluó individualmente los indicadores seleccionados y deliberó en grupo hasta al-
canzar un consenso sobre su importancia relativa, con una puntuación total de 20 puntos repartida 
sobre el conjunto. Cuanto mayor es la puntuación de un indicador, mayor peso tiene en la caracteri-
zación de las explotaciones a priorizar en la asignación de agua en periodos de escasez.

La Tabla 2 recoge el sistema completo con sus ponderaciones.
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DIMENSIÓN DE SOSTENIBILIDAD INDICADORES PESO [0 - 20]

SOCIOECONÓMICA

Unidades de trabajo agrícola (UTA) por explotación 3,00

Margen neto por explotación 2,25

Estabilidad del empleo en la explotación 2,25

AMBIENTAL (USO DEL AGUA)

UTA / hm3 3,00

Necesidades de riego /  
evapotranspiración potencial en el lugar del cultivo

1,00

AMBIENTAL (OTROS ASPECTOS) Tipo de agricultura 2,75

TERRITORIAL

Capacidad productiva del territorio en el que se encuentra la 
explotación

2,25

Lugar de empadronamiento del titular de la explotación 1,00

Régimen jurídico de la explotación 2,50

TOTAL 20

Tabla 2. 9 indicadores por objetivo específico, dimensión y peso.

Los tres indicadores socioeconómicos miden aspectos económicos, el empleo y su calidad en la 
explotación. Las UTA (Unidad de Trabajo Agrario) por explotación, con el peso más alto del siste-
ma (3,00 puntos), miden el tamaño económico de la explotación, permitiendo comparaciones entre 
orientaciones técnicas muy distintas (desde hectáreas de cereales de secano hasta invernaderos 
de hortalizas o explotaciones ganaderas). Este indicador permite priorizar la agricultura familiar y 
profesional, con bajos valores de UTA por explotación, frente a otros modelos. El margen neto por 
explotación complementa el indicador anterior, al aportar información sobre los tipos de cultivos y 
sectores, priorizando las explotaciones cuyo margen económico, calculado tras incluir los costes de 
producción, mano de obra y subvenciones de la PAC, sea representativa de la agricultura familiar y 
profesional. La estabilidad del empleo ordena las explotaciones según un rango que va desde el tra-
bajo autónomo y permanente hasta el indefinido estacional y el temporal, priorizando las que ofre-
cen mayor estabilidad laboral.

Los dos indicadores ambientales de uso del agua operan en escalas distintas. La ratio UTA/hm³, 
también con 3,00 puntos (un peso importante para los participantes), prioriza las explotaciones que 
generan más empleo por hectómetro cúbico consumido y, es decir que a igualdad de tamaño eco-
nómico mantienen ese empleo con menos agua y menor impacto sobre las masas de agua. El indi-
cador de necesidades de riego respecto a la evapotranspiración potencial en el lugar del cultivo, con 
1,00 punto, mide la adecuación de los cultivos a las condiciones ambientales locales y prioriza las 
explotaciones en las que los cultivos cubren una menor proporción de sus necesidades hídricas con 
riego. El tercer indicador ambiental, el tipo de agricultura, con 2,75 puntos, prioriza las explotaciones 
que adoptan prácticas más sostenibles, como la agricultura ecológica o integrada, reconociendo 
sus beneficios para la salud del suelo, los ecosistemas y la resiliencia hídrica.

Los tres indicadores territoriales caracterizan la explotación en función del territorio donde opera y 
del vínculo de su titular con dicho territorio. La capacidad productiva del territorio no se aplica a es-
cala de explotación sino a una escala más amplia, priorizando territorios socioeconómicamente vul-
nerables como la agricultura de montaña, los regadíos históricos y los regadíos tradicionales, cuya 
menor productividad implica mayores dificultades en situación de sequía. El lugar de empadrona-
miento del titular valora si el propietario reside en la comarca o municipio donde se ubica la explota-
ción, con la presunción de que quien vive en el territorio donde trabaja tiene intereses directamente 
ligados a su bienestar socioeconómico, lo que reduce el riesgo de despoblación rural y aumenta el 
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bienestar. El régimen jurídico, con 2,50 puntos, gradúa desde trabajadores autónomos y coopera-
tivas hasta sociedades mercantiles y corporaciones, partiendo de que ese gradiente conlleva una 
creciente desconexión de los intereses del territorio y a mayor desconexión, menor preferencia en la 
asignación de agua.

Las organizaciones participantes, pese a sus potenciales diferencias sobre los criterios de reasigna-
ción del agua, mantuvieron un diálogo honesto y una colaboración efectiva a lo largo de los talleres. 
Hicieron concesiones cuando fue necesario y expresaron la urgencia de la aplicabilidad inmediata 
de los indicadores. El conjunto final se consideró el mínimo esencial que deberían aplicar los respon-
sables de la toma de decisiones en la distribución de agua y una herramienta para incidir en la situa-
ción de desigualdad actual.

Hacer efectivo ese reparto exige también cambios en la gobernanza del agua, incluyendo el acceso 
público a datos de explotación desagregados y mecanismos de participación de la sociedad civil 
en la gestión del agua, incluyendo las sequías y situaciones de escasez hídrica, así como requisitos 
transversales, tales como garantizar la transparencia en la toma de decisiones y ampliar la participa-
ción efectiva de todos los actores interesados en los órganos de gestión del agua. Sin esos cambios 
de gobernanza, los indicadores serán técnicamente correctos e institucionalmente inaplicables.
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8.	La gobernanza 
democrática del agua 
basada en un enfoque  
de derechos humanos

Clara Salaverría
Fundación Nueva Cultura del Agua

8.1. Introducción 
La gobernanza del agua ha sido caracterizada como un problema complejo, debido a la complejidad 
inherente y a la variación en la distribución de costes y beneficios asociados a la misma, así como a 
la falta de consenso sobre la naturaleza del problema o a los valores que deben utilizarse para tratar 
el agua.1  A pesar de que durante las últimas décadas la gobernanza del agua ha buscado fundamen-
tarse en enfoques más holísticos, que abordan de forma más integrada los distintos usos y valores 
del agua, sigue constituyendo un área heterogénea de los planes y políticas públicas, que incluye a 
distintas estructuras gubernamentales y administrativas, abarca distintos campos del derecho, e in-
cluye a gran diversidad de actores a distintas escalas. 

A esta complejidad se añaden los efectos del cambio climático, la degradación medioambiental, y la 
pérdida de biodiversidad, a la vez que las crecientes demandas económicas siguen poniendo cada 
vez más presión sobre los ecosistemas acuáticos y las reservas de agua dulce del planeta, dando 
lugar a lo que se ha denominado como la crisis global del agua. En este contexto de crisis, nuevos da-
tos confirman que más de cuatro mil millones de personas, es decir, más de la mitad de la población 
del planeta, no tiene acceso a agua potable de calidad.2 

Como el Relator Especial para los Derechos Humanos al Agua Potable y al Saneamiento, Pedro 
Arrojo Agudo, ha venido recordando en varias ocasiones, éstas no son personas sedientas que ca-
recen de agua en su entorno vital. Más bien son personas que viven en una situación de pobreza, o 
que viven junto a fuentes de agua contaminadas y exhaustas.3  La actual crisis mundial del agua en el 
Planeta Azul no es producto de la escasez de agua, sino del modelo de desarrollo dominante que ig-

1 Joyeeta Gupta, Aziza Akhmouch, William Cosgrove, Zachary Hurwitz, Josefina Maestu and Olcay Ünver, “Policy 
makers’ reflections on water governance issues,” Ecology and Society Vol. 18, No. 1 (Mar 2013): 36. 
2 Esther Greenwood, Thomas Lauber, Johan Van Der Hoogen, Ayca Donmez, Robert Bain, Richard Johston, Thomas 
Crowther, and Timothy Julian, “Mapping safe drinking water use in low- and middle-income countries,” Science Vol. 
385, Issue 6710 (2024): 784-790. 
3 Ver por ejemplo: United Nations, Human Rights Council. Plan and vision for the mandate from 2020 to 2023 - Report 
of the Special Rapporteur on the human rights to safe drinking water and sanitation, Pedro Arrojo Agudo.  
UN Doc. A/HRC/48/50 (5 July 2021).

https://docs.un.org/en/A/HRC/48/50
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nora los límites planetarios, al tiempo que fracasa en la satisfacción de las necesidades más básicas 
y en el cumplimiento de los derechos de la población. En otras palabras, la crisis mundial del agua es 
una crisis de gobernanza.

El Relator Especial de Naciones Unidas para los derechos humanos al agua potable y al saneamien-
to, Pedro Arrojo Agudo, presentó en su informe de 2025 a la Asamblea General un modelo de gober-
nanza democrática del agua basado en el enfoque de derechos humanos. Este modelo constituye 
un enfoque transversal que, amparándose en el sistema internacional de derechos humanos, propo-
ne priorizar los usos y funciones del agua que sustentan la vida y el bienestar de las personas y de los 
ecosistemas. Para ello establece una serie de criterios guía que deberían constituir la base del pro-
ceso de planificación y toma de decisiones. Estos principios están amparados por el sistema inter-
nacional de derechos humanos, que a su vez ha desarrollado estrategias rectoras para la realización 
progresiva de los mismos, denominado enfoque de derechos humanos.4  Este artículo expone los 
fundamentos normativos y los principios rectores de dicho modelo a partir del informe presentado 
por el Relator Especial a la Asamblea General en 2025.

8.2. Bases normativas para la gobernanza del agua como un derecho 
humano y un bien común bajo el sistema internacional de derechos hu-
manos
El sistema de protección de los derechos humanos de Naciones Unidas se estructura en torno a los 
compromisos políticos y las obligaciones jurídicas de los Estados miembros. Por un lado, se basa 
en un conjunto de instituciones, mecanismos y procedimientos internacionales desarrollados en el 
marco de las Naciones Unidas. Por otro lado, se apoya en tratados elaborados conforme a los princi-
pios del derecho internacional. El derecho internacional de derechos humanos es una rama del de-
recho internacional público que establece obligaciones vinculantes, tanto de carácter positivo (pro-
veer de) como negativo (abstenerse de), a través de tratados multilaterales y leyes de costumbre que 
deben verse reflejadas en las políticas públicas, programas y leyes de los Estados que se adhieran a 
estos convenios. Es así que la gobernanza democrática del agua bajo un enfoque de derechos hu-
manos se asienta sobre las bases ya existentes del derecho internacional de derechos humanos. En 
contra de conceptualizaciones del agua como un bien económico, el derecho internacional de dere-
chos humanos establece el reconocimiento del agua como un bien común y un derecho humano, lo 
que implica una serie de derechos y responsabilidades en torno a la gestión del agua.

8.2.1. El agua como un derecho humano: Los derechos humanos al agua potable y al 
saneamiento

En 2010, la Asamblea General de las Naciones Unidas reconoció el agua potable y el saneamien-
to como derechos humanos, reconocimiento que fue posteriormente reafirmado por el Consejo de 
Derechos Humanos.5 Los derechos humanos al agua potable y al saneamiento derivan de los artí-
culos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) que 
reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado (Art. 11.1) y al disfrute del más alto 

4 Clara Salaverría, Pedro Arrojo-Agudo, Julia Martínez, Laura Sánchez, y Andrea Calsamiglia. “Memoria de investiga-
ción: La gobernanza democrática del agua bajo un enfoque de derechos humanos,” Fundación Nueva Cultura del Agua 
(2025): 5.  
5 United Nations, General Assembly. Resolución aprobada por la Asamblea General el 28 de julio de 2010: El derecho 
humano al agua y el saneamiento. UN Doc. A/RES/64/292 (3 August 2010).
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nivel de salud física y mental (Art. 12.1).6 El reconocimiento de estos derechos conlleva la obligación 
de los Estados de incorporar estos derechos en los marcos jurídicos nacionales, a distintos niveles y 
con diferentes instrumentos, como la Constitución, la legislación, las políticas y la regulación. En este 
proceso, los Estados tienen la obligación inmediata y jurídicamente vinculante de adoptar medidas 
deliberadas, concretas y selectivas, hasta el máximo de los recursos de que dispongan, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de este derecho humano.7

8.2.2. El agua como un bien común: la Observación General Nº15

El reconocimiento del agua como un bien común tiene sus bases en la Observación General Nº15 
del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC),8 que establece que el agua 
es un bien público indispensable para llevar una vida digna, y un requisito previo para la realización 
de otros derechos humanos (Art. 1). Subraya además que el derecho al agua no debe interpretarse 
de forma restrictiva, por mera referencia a cantidades volumétricas y tecnológicas (Art. 11), sino de 
acuerdo a criterios de sostenibilidad, garantizando que el derecho pueda hacerse efectivo para ge-
neraciones presentes y futuras (Art. 11) y que el agua debe caracterizarse como un bien social y cul-
tural y no principalmente como un bien económico (Art. 11).9 

La Observación General Nº15 también establece disposiciones que afectan de forma directa a la go-
bernanza del agua, estableciendo el derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua que 
ofrezca a la población iguales oportunidades de disfrutar del derecho al agua (Art. 10), la prioridad en 
la asignación del agua para usos personales y domésticos, evitar el hambre y las enfermedades (Art. 
6), que los recursos y las inversiones en el sector del agua faciliten el acceso a todos los miembros de 
la sociedad (Art. 14)10 y  la obligación de adoptar medidas legislativas “o de la índole que sea necesaria” 
para impedir que terceros (particulares, grupos, empresas y otras entidades, así como quienes obren 
en su nombre) contaminen o exploten en forma no equitativa los recursos de agua - incluyendo las 
fuentes naturales, los pozos y otros sistemas de distribución de agua (Art. 23), estableciendo además 
que: “para impedir esos abusos debe establecerse un sistema normativo eficaz de conformidad con 
el Pacto y la presente Observación general, que prevea una supervisión independiente, una auténtica 
participación pública y la imposición de multas por incumplimiento” (Art. 24).

6 Naciones Unidas. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Adoptado 16 diciembre 1966). 
Disponible en:  https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-econo-
mic-social-and-cultural-rights  
7 Véase el Art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
8 El CDESC es el órgano de supervisión que se encarga de interpretar y supervisar los derechos establecidos en el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, un tratado multilateral vinculante para los 177 
estados que lo han ratificado. La importancia de las Observaciones Generales expedidas por el Comité radica en la 
interpretación del derecho, así como de las consideraciones y obligaciones vinculantes que apoyan la realización de 
dicho derecho. 
9 Naciones Unidas, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR). Observación general No 15 
(2002): El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). UN 
Doc. E/C.12/2002/11 (20 Enero 2003). 
10 “Una distribución inadecuada de los recursos puede conducir a una discriminación que quizá no sea manifiesta. Por 
ejemplo, las inversiones no deben redundar de manera desproporcionada en beneficio de los servicios e instalaciones 
de suministro de agua que suelen ser accesibles únicamente a una pequeña fracción privilegiada de la población; esos 
recursos deben invertirse más bien en servicios e instalaciones que redunden en beneficio de un sector más amplio de 
la población.” (Observación general Nº15, Art. 14).

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
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8.2.3. La obligación de respetar: los derechos humanos y la gestión comunitaria

Además de prohibir a los Estados privar a las personas del acceso a los recursos de los que depen-
den, el derecho internacional de derechos humanos impone el deber de no perturbar la producción 
y asignación de recursos basados en la práctica de la comunalidad (la gestión colectiva de recursos 
compartidos) como parte de un deber más amplio de abstenerse de interferir en el disfrute de los de-
rechos, establecido en el párrafo 2 del artículo 1 del Pacto que dispone que no podrá privarse a un 
pueblo “de sus propios medios de subsistencia”. 11

Esto significa que en situaciones en que los bienes y servicios que corresponden a esos derechos 
son suministrados por la propia comunidad, o en las que su disfrute depende de que exista acceso a 
determinados recursos, como la tierra y el agua, los Estados tiene el deber de respetar los arreglos 
institucionales basados en el precomún.12 En lo relacionado con la gestión del agua, la obligación de 
respetar exige a los Estados que se abstengan de injerir directa o indirectamente en el ejercicio del 
derecho al agua, lo que comprende, entre otras cosas, el abstenerse de inmiscuirse arbitrariamente 
en los sistemas consuetudinarios o tradicionales de distribución del agua (Art. 21 Observación Ge-
neral Nº15), incluyendo además el agua para la agricultura de subsistencia y de los Pueblos Indígenas 
(Art. 7 Observación General Nº15).

8.2.4. Derechos de procedimiento y derechos de la naturaleza

El enfoque de derechos humanos promovido por Naciones Unidas opera tanto a nivel sustantivo 
como a nivel procedimental. Por un lado, establece la realización de los derechos humanos como el 
objetivo clave de las políticas nacionales e internacionales. Por otro lado, establece los procedimien-
tos necesarios para hacer valer un derecho. Aunque no existen derechos procesales únicamente 
ligados al desarrollo del derecho humano al agua en la legislación internacional, si existen instrumen-
tos procedimentales para la realización del derecho a un medio ambiente sano, que incluye el agua y 
los ecosistemas acuáticos. El principal instrumento internacional en este aspecto es el Convenio de 
Aarhus (1998), que establece disposiciones jurídicamente vinculantes para garantizar “los derechos 
de acceso a la información, de participación del público en la toma de decisiones y de acceso a la 
justicia en materia de medio ambiente»”, basándose tanto en el derecho de las personas a vivir en un 
medio ambiente sano como en los derechos de las generaciones futuras. A nivel regional, instrumen-
tos como el Acuerdo de Escazú sobre el acceso a la información, la participación pública y el acceso 
a la justicia en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe, aplican los mismos principios.

Por otro lado, tal y como el Relator Especial para los Derechos Humanos al Agua Potable y al Sa-
neamiento ha subrayado en numerosas ocasiones, la realización de estos derechos está inextrica-
blemente ligada a la salud y la sostenibilidad de los ecosistemas acuáticos de los que se extrae el 
agua necesaria para la vida y otras funciones. En este aspecto, tanto la legislación medioambiental 
como la legislación de derechos humanos están avanzado para recoger propuestas que incluyan de 
forma más explícita no sólo los derechos de las personas y de las futuras generaciones a disfrutar de 
un medioambiente saludable, sino también los derechos de la naturaleza por sí misma. A pesar de 
que estas propuestas no están aún definidas en el sistema internacional, sí existen ejemplos a nivel 
nacional que reconocen los derechos de la naturaleza, incluidos los derechos de los ríos. Uno de los 
ejemplos más recientes se encuentra en Nueva Zelanda, que en 2017 otorgó personalidad jurídica 

11 Observación General Nº15: Art. 7 
12 Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos. Erradicar la pobreza más allá del crecimiento - Informe del Relator 
Especial sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, Olivier de Schutter. UN Doc. A/HRC/56/61 (1 mayo 2024): 
para. 22.
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al río Whanganui, reconociéndolo como una entidad viva e indivisible y otorgándole derechos y res-
ponsabilidades similares a los concedidos a las personas jurídicas, para lo que se designaron dos 
representantes, uno de la Corona y otro de los pueblos iwi de Whanganui, con la responsabilidad de 
hablar en nombre del río y promover sus derechos e intereses, no sólo en términos de su gestión y 
uso, sino también en su ordenamiento jurídico.

8.3. El enfoque basado en los derechos humanos de Naciones Unidas
Como marco de acción, el enfoque basado en los derechos humanos, fue propuesto originalmente 
por Naciones Unidas para guiar tanto los objetivos como los procesos a través de los cuales se logra 
el desarrollo humano. Partiendo de un análisis de las desigualdades que están en el centro de los 
problemas de desarrollo, el enfoque de derechos humanos pretendía corregir las prácticas discri-
minatorias y las distribuciones injustas del poder que impiden el progreso del desarrollo y a menudo 
hacen que grupos de personas queden rezagados. Los derechos humanos proporcionaban un mar-
co coherente con el que identificar los objetivos de desarrollo, así como una base normativa ancla-
da en tratados y declaraciones con reconocimiento internacional. En líneas generales, el enfoque de 
derechos humanos se compone de tres cuestiones clave: 	

1) La realización de los derechos humanos como objetivo prioritario, frente a otras iniciativas 
económicas y sociales; lo que implica que todos los planes, políticas y procesos de desarrollo deben 
estar anclados en el sistema internacional de derechos humanos y obligaciones correspondientes.

2) La identificación de derechos y obligaciones. El enfoque de derechos humanos establece la 
responsabilidad en torno al cumplimiento progresivo de los derechos, identificando a los Estados 
como los principales garantes de derechos, con la obligación de respetar, proteger y cumplir los de-
rechos humanos, adoptando las medidas necesarias para la realización de los derechos cumplien-
do el principio de utilizar el máximo de recursos disponibles. También identifica a los titulares de de-
rechos (right holders) como actores activos y responsables a la hora de participar en las decisiones 
que afectan sus derechos.

3) Principios rectores para el enfoque de derechos humanos, que incluyen: la universalidad, la 
indivisibilidad e interdependencia de los derechos, la participación, la no discriminación e igualdad, y 
la rendición de cuentas.

Desde entonces el enfoque de derechos humanos se ha desarrollado para abarcar otros ámbitos de 
actuación, más allá de la cooperación internacional y el desarrollo, como la educación o la salud. En 
este aspecto, el enfoque de derechos humanos aplicado a la gobernanza democrática del agua se 
compone de una serie de principios o directrices que deben constituir la base del proceso de toma 
de decisiones, más que una metodología consolidada.

8.4. Principios rectores para una gobernanza democrática del agua ba-
sada en un enfoque de derechos humanos: El informe del Relator Espe-
cial para los derechos humanos al agua potable y al saneamiento, Pe-
dro Arrojo Agudo
La gobernanza democrática del agua basada en un enfoque de derechos humanos constituye un 
modelo transformativo que propone pasar de un modelo de gobernanza del agua entendida como 
un recurso, a una modelo de gobernanza participativa y sostenible que priorice la salud de los eco-
sistemas y el bienestar de las comunidades que dependen de ellos.
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El modelo de gobernanza de agua basado en un enfoque de derechos humanos propuesto por el 
Relator Especial de las Naciones Unidas para los derechos humanos al agua potable y al sanea-
miento, parte de los criterios establecidos por Naciones Unidas del enfoque de derechos humanos 
y lo complementa con principios que surgen al considerar que el agua y los ecosistemas acuáticos 
son recursos comunes. Mientras que todos los principios son transversales, el peso de cada princi-
pio varía en función del uso que se le dé al agua. Por ejemplo, mientras que los principios de partici-
pación, rendición de cuentas, no discriminación e igualdad, empoderamiento y legalidad son funda-
mentales a la hora de gestionar las funciones y usos asociados a la vida y el bien común (incluyendo 
la progresiva realización de los derechos humanos al agua potable y al saneamiento). Por otra parte, 
los principios de responsabilidad, eficiencia y equidad toman relevancia en relación a los usos pro-
ductivos del agua. En su informe de 2025 a la Asamblea General, el Relator Especial desarrolló los 
siguientes principios guía. 

8.4.1. Sostenibilidad

Garantizar la sostenibilidad de los ecosistemas acuáticos implica pasar de una gestión del agua 
como un mero recurso, a adoptar una perspectiva ecosistémica que nos permita identificar y respe-
tar los límites planetarios y que entienda a las sociedades humanas como parte interdependiente de 
estos ecosistemas. En este aspecto, son varias las voces que subrayan que afrontar la sostenibilidad 
como un reto meramente tecnológico es un error. Por un lado no existen evidencias de que el uso de 
tecnologías más limpias y eficientes sea suficiente para reparar los daños ya provocados y prevenir 
futuros daños, especialmente cuando el uso de tecnologías va a asociado con el crecimiento econó-
mico verde (producir más con menos).13 Por otro lado, debemos tener en cuenta que las soluciones 
tecnológicas son costosas, que las empresas que las producen necesitan generar un beneficio y 
que además su producción tiene una huella medioambiental asociada. Afrontar el reto de la sosteni-
bilidad exige una transición del paradigma de dominación de la naturaleza al paradigma de la soste-
nibilidad,14 entendida no sólo en términos de resiliencia medioambiental sino también en términos de 
resiliencia social. Este concepto ya está presente por ejemplo en las cosmovisiones indígenas, pero 
también en los enfoques ecosociales que plantean conceptos como el de “una sola salud.”15

8.4.2. Participación

El principio de participación da derecho a toda persona a participar de forma activa, libre, y signifi-
cativa en los procesos de toma de decisiones relativas al disfrute de sus derechos. La participación 
efectiva está ligada al acceso a la información y la transparencia. Esto implica la obligación por parte 
de los gestores de difundir la información pertinente de forma comprensible para todos. Asimismo, 
la comunicación debe ser un proceso bidireccional. Las instituciones deben escuchar activamen-
te a las comunidades, implicarse en sus necesidades y respetar los conocimientos y las prácticas 
ancestrales de los Pueblos Indígenas y las culturas campesinas. La transparencia y el acceso a la 
información también refuerzan la eficacia de la gobernanza a nivel institucional, al evitar la inefica-
cia burocrática, el solapamiento de responsabilidades y las deficiencias en materia de rendición de 
cuentas, al tiempo que previenen y combaten los posibles abusos y la corrupción.

13 A/HRC/56/61: para. 12. Véase también: Timothée Parrique y otros, Decoupling Debunked: Evidence and Arguments 
against Green Growth as a Sole Strategy for Sustainability (Oficina Europea del Medio Ambiente, 2019), pág. 31; y Hel-
mut Haberl et al., “A systematic review of the evidence on decoupling of GDP, resource use and GHG emissions, part II: 
synthesizing the insights”, Environmental Research Letters, vol. 15, núm. 6 (2020). 
14 Ibid: para. 27. 
15 A/80/177: para. 45.
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El principio de participación debe aplicarse a nivel nacional y local, en los espacios de toma de deci-
siones en torno a la gestión del agua y los ecosistemas acuáticos. Además, la participación no sólo 
debe considerarse a título individual, sino que abarca a los colectivos que representan a los titulares 
de derechos de manera organizada. En el ámbito internacional, esta cuestión presidió las deman-
das de las organizaciones de la sociedad civil, movimientos sociales y Pueblos Indígenas en torno 
a su derecho a participar de forma igualitaria a otros actores en la Conferencia del Agua de 2023 
promovida por Naciones Unidas.16 En este contexto, el principio de participación puede aplicarse de 
forma más general al debate social que debe presidir la gobernanza del agua, especialmente en lo 
referido a los usos y funciones del agua y la asignación de derechos y responsabilidades en torno a 
la misma. Esto requiere la inclusión de los portadores de derechos (right holders) y no solo de las que 
tradicionalmente se han considerado ‘partes interesadas’ (stakeholders), en gran medida en base a 
sus intereses económicos o conocimientos técnicos en torno al agua, en los espacios de toma de 
decisiones a todas las escalas.

Aunque con distintos grados de implicación, el principio de participación ya está presente en dife-
rentes espacios, como por ejemplo los Comités de Cuenca. Otro modelo de participación activa en 
la gestión del agua se encuentra en la gestión comunitaria del agua, que se extiende por varios paí-
ses de América Latina y de África y cuyo máximo exponente se encuentra en la Red de Acueductos 
Comunitarios de Colombia. Esta red se compone de miles de organizaciones locales con un modelo 
autogestionado, que involucra a la comunidad no solo para la gestión de los servicios de agua y sa-
neamiento, sino también en la protección de las fuentes de agua, la distribución para otros usos y 
las medidas económicas para asegurar la asequibilidad de los servicios. El gobierno colombiano ha 
formalizado el reconocimiento de los acueductos comunitarios mediante la Ley de Acueductos Co-
munitarios aprobada en diciembre de 2025.17

8.4.3. Rendición de cuentas

El principio de rendición de cuentas supone garantizar a la población el derecho a conocer y contro-
lar los resultados de la gestión del agua y los ecosistemas acuáticos, lo que incluye la supervisión por 
parte de la ciudadanía de cuestiones complejas como los presupuestos públicos y la posibilidad de 
comparar servicios en ciudades similares utilizando parámetros normalizados de referencia.18 Los 
mecanismos de rendición de cuentas deben ser claros y eficaces en todos los niveles, aclarando 
quién es responsable, ante quién, y en qué circunstancias. En el contexto de la gobernanza del agua 
y mientras que los Estados son los principales responsables, el enfoque de derechos humanos es-
tablece claramente que otros agentes, cuyo comportamiento pueda afectar el disfrute de los de-
rechos al agua y al saneamiento, también están sujetos a la rendición de cuentas. En este caso, por 
ejemplo, los prestadores de servicios de agua y saneamiento, ya sean de carácter público o privado, 
deben responder de su gestión en tanto que su influencia, decisiones, acciones o inacción afecta de 
manera directa a la realización de los derechos al agua y al saneamiento.19

Los observatorios ciudadanos del agua, como por ejemplo el Observatorio del Agua de Tarrasa, 
contribuyen a la transparencia y la rendición de cuentas al realizar tareas de monitoreo incluyendo 

16 Véase: Foro de los Pueblos por el Agua, Manifiesto por la Justicia Hídrica. Disponible en: https://thepeopleswater-
forum.org/2023/02/28/el-manifiesto-por-la-justicia-hidrica/ 
17 Gobierno de Colombia. Decreto 960 de 2025 Sector Vivienda, Ciudad y Territorio. Disponible en: https://www.fun-
cionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=263636 
18 A/80/177: para. 54. 
19 Naciones Unidas, Asamblea General. Informe del Relator Especial para los derechos humanos al agua potable y al 
saneamiento, Leo Heller. UN Doc. A/73/162 (16 July 2018): para. 12. 

https://thepeopleswaterforum.org/2023/02/28/el-manifiesto-por-la-justicia-hidrica/
https://thepeopleswaterforum.org/2023/02/28/el-manifiesto-por-la-justicia-hidrica/
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=263636
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=263636
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variables como la calidad o la distribución del agua. La rendición de cuentas también se asocia a 
mecanismos de reparación judicial. En este contexto, iniciativas emergentes como el reconocimien-
to de los derechos de la naturaleza o del ecocidio como crimen de lesa humanidad pueden jugar un 
papel importante al establecer responsabilidades en torno al agua y los ecosistemas acuáticos.

8.4.4. Igualdad y no discriminación

El principio de igualdad y no discriminación es uno de los principios rectores del enfoque de dere-
chos humanos, derivado directamente de los Artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos. En el ámbito de la gobernanza del agua, se encuentra ligado además al principio de 
participación, en tanto que la discriminación es uno de los factores que previenen una participación 
amplia y representativa en la toma de decisiones. El principio de igualdad se encuentra igualmente 
reconocido en la Observación General Nº15, que establece que la realización de los derechos hu-
manos al agua potable y al saneamiento pasan por el establecimiento de “un sistema de abasteci-
miento y gestión del agua que ofrezca a la población iguales oportunidades de disfrutar del derecho 
al agua” (Art. 10).20

Para el Relator Especial para los derechos humanos al agua potable y al saneamiento, aplicar este 
principio a la gobernanza del agua implica “garantizar a todos, por ley, la cantidad mínima de agua 
potable necesaria para llevar una vida digna, incluso a aquellas personas que, por vivir en la pobreza, 
tienen dificultades para pagar; por consiguiente, deben prohibirse los cortes de agua o las sanciones 
por impago a quienes viven en condiciones vulnerables.”21

Al instituir este principio es necesario prestar especial atención a la igualdad de género. Según el 
informe publicado en 2023 por la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el 
Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mujeres) y ONU-Agua, de 170 países evaluados, solo 26 al-
canzaban niveles altos de incorporación de la perspectiva de género en la gestión de los recursos 
hídricos y en las leyes y políticas públicas relacionadas.22 Unos 1.800 millones de personas recogen 
agua potable de fuentes situadas fuera de sus hogares, y en 7 de cada 10 hogares, las mujeres y las 
niñas son quienes se encargan de recoger agua.23

8.4.5. Prioridad

Las consideraciones éticas en las que se basa la gobernanza democrática del agua, como ya se 
ha señalado, exigen el establecimiento de prioridades en la gestión de los diversos usos, funciones 
y valores del agua. El principio de prioridad ya aparece reflejado en la Observación General Nº 15 
del CDESC que señala que, reconociendo los varios usos y funciones del agua, en la asignación del 
agua “debe concederse prioridad al derecho de utilizarla para fines personales y domésticos. Tam-
bién debería darse prioridad a los recursos hídricos necesarios para evitar el hambre y las enferme-
dades, así como para cumplir las obligaciones fundamentales que entraña cada uno de los derechos 
del Pacto” (Art. 6).24

20 Véase: CESCR, Observación General Nº15. 
21 A/80/177: para. 55. 
22 UN Women and UN Water, From commodity to common good: a feminist agenda to tackle the world's water crisis, 
disponible en  https://www.unwomen.org/sites/default/files/2023-07/from-commodity-to-common-good-a-feminist-
agenda-to-tackle-the-worlds-water-crisis-en.pdf 
23 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y Organización Mundial de la Salud (OMS), Progresos en ma-
teria de agua para consumo, saneamiento e higiene en los hogares 2000-2022: el género en el punto de mira (Nueva 
York, 2023). 
24 Véase: CESCR, Observación General Nº15.

https://www.unwomen.org/sites/default/files/2023-07/from-commodity-to-common-good-a-feminist-agenda-to-tackle-the-worlds-water-crisis-en.pdf
https://www.unwomen.org/sites/default/files/2023-07/from-commodity-to-common-good-a-feminist-agenda-to-tackle-the-worlds-water-crisis-en.pdf
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En su informe sobre el nexo agua-economía (A/HRC/57/48), el Relator Especial para los derechos 
humanos al agua potable y al saneamiento presentó un orden ético de prioridades en la gestión y 
el uso del agua, prioridades que también han sido desarrolladas en el seno de la Nueva Cultura del 
Agua, y que incluyen el siguiente orden de prioridad:  primero, el agua para la vida, es decir, los usos 
y funciones del agua que sustentan la vida, y en particular, la vida y la dignidad de las personas. Se-
gundo, el agua para funciones, usos y servicios de interés general. En este aspecto, un servicio, valor 
o función del agua es de interés general o de interés público cuando se determina de forma trans-
parente, participativa y democrática que debe ser preservado y garantizado a la comunidad por 
encima de intereses privados.25 Por último, el agua para el desarrollo económico, considerando que 
mientras que el agua juega un papel fundamental en actividades productivas que generan benefi-
cios económicos, estas actividades también tienen una mayor demanda de agua y entrañan mayo-
res riesgos de contaminación y sobreexplotación.26

El principio de prioridad debe aplicarse a las políticas públicas y las leyes de gestión de aguas, pero 
también a la asignación de los presupuestos. Por ejemplo, garantizar el mínimo vital de agua para 
llevar una vida digna representa menos del 5 % del agua que se extrae de ríos y acuíferos. Si damos 
prioridad a ese uso, incluso en sequías graves, no habrá carencias en el cumplimiento de dichos de-
rechos. En cuanto a las prioridades financieras, ni siquiera la escasez de recursos de los países en 
desarrollo justifica que no se garantice la prioridad presupuestaria para el cumplimiento progresivo 
de los derechos humanos de toda la población al agua potable y al saneamiento.27

La asignación del agua basada en criterios de prioridad ética ya está presente en algunos países, en-
tre los que destaca Sudáfrica, donde la Ley Nacional del Agua antepone ante cualquier otro uso las 
necesidades básicas de agua potable para beber y cocinar y para la higiene personal, y la reserva 
ecológica que permita mantener ecosistemas sanos de agua dulce.28 La asignación de los recursos 
de agua continúa en el siguiente orden: el agua para los acuerdos internacionales, el agua para la 
erradicación de la pobreza (incluida la desigualdad racial y de género), el agua para fines estratégi-
cos, y finalmente, el agua para el crecimiento económico.

8.4.6. Equidad

El principio de equidad afecta a la distribución de los recursos de agua dulce. Como explica el Rela-
tor Especial “para considerar el agua como un bien común hay que aplicar criterios de equidad a la 
hora de distribuir los recursos disponibles y no acaparar los derechos al uso del agua. En situacio-
nes de escasez, como las sequías, más allá de dar prioridad a que haya agua potable y saneamien-
to para todos, el principio de equidad debe llevar a modular las restricciones a los usos productivos 
en función de criterios sociales, protegiendo a los productores más vulnerables.”29 Para ello, debería 
aplicarse una reducción de menor caudal a las explotaciones agrícolas familiares que a los grandes 
productores, ya que esto garantiza que todos puedan superar la crisis generada por dicha escasez.

8.4.7. Empoderamiento y legalidad

El empoderamiento de todas las personas para exigir el cumplimiento de sus derechos depende en 
gran medida de garantizar que las leyes y reglamentos de gestión del agua reconozcan claramente 

25 Ibid: para. 11.  
26 A/HRC/57/48. para. 9-12.  
27 A/80/117: para. 71.  
28 South African Government, National Water Act 36 de 1998. Disponible en: https://www.gov.za/documents/natio-
nal-water-act 
29 A/HRC/57/48: para. 82.

https://www.gov.za/documents/national-water-act
https://www.gov.za/documents/national-water-act
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esos derechos. Desafortunadamente, en la mayoría de los casos, no se reconocen formalmente los 
derechos humanos al agua potable y el saneamiento, como tampoco los derechos consuetudina-
rios en torno al agua. En los casos en que estos derechos están reconocidos constitucionalmente, 
hay una falta de leyes e incluso regulaciones que los implementen efectivamente en la gestión co-
tidiana del agua y los ecosistemas acuáticos. Un ejemplo positivo en este aspecto incluye la Decla-
ración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas aprobada en 2007, que 
garantiza los derechos de los Pueblos Indígenas sobre sus recursos y sus territorios, reforzando el 
concepto de ‘consentimiento libre e informado’ a la hora de realizar cualquier proyecto que afecte a 
dichos recursos o territorio.

8.4.8. Mejora de la eficiencia

Mientras que la eficiencia se asocia generalmente a una lógica de competición, la lógica de merca-
do no es la única herramienta para incentivar la eficiencia. Por ejemplo, en el caso del agua para el 
riego, fijar tarifas proporcionales al agua utilizada en vez de a la superficie regada como suele suce-
der, ofrece incentivos para el ahorro de agua. En la gestión de las aguas subterráneas, es necesario 
instalar medidores y establecer un control comunitario, bajo supervisión pública para garantizar la 
sostenibilidad del acuífero. En cualquier caso, es importante recordar que la mejora de la eficiencia 
por sí misma no garantiza ni la realización de los derechos humanos, ni la sostenibilidad de los eco-
sistemas de agua dulce. Además, cuanto los mismos usos se cumplen con menos agua, pero este 
ahorro fomenta nuevos usos, los niveles de insostenibilidad se disparan. Como ejemplo positivo, la 
remunicipalización de los servicios de agua en ciudades como París y Berlín demuestra que el res-
tablecimiento del control público de agua y saneamiento puede estar ligado a una mejora de la efi-
ciencia. Después de enfrentar el aumento de los precios y el deterioro de la calidad del servicio bajo 
operadores privados, ambas ciudades optaron por volver a poner los servicios de agua bajo control 
municipal. Los resultados fueron significativos: París experimentó una reducción del 5-8 % en las ta-
rifas de agua dentro del primer año, mientras que Berlín vio una mejora en la calidad del servicio y la 
reinversión en infraestructura.

8.4.9. Responsabilidad

Teniendo en cuenta que se trata de gestionar bienes comunes, la rendición de cuentas de quienes 
gestionan los derechos de la población debe complementarse también con la responsabilidad de 
quienes disfrutan de esos bienes y servicios. Un enfoque comunitario de la gestión implica derechos 
y obligaciones para todos. Entre ellos, sin duda, es importante repartir de forma equitativa la recu-
peración de costes, mediante tarifas no lucrativas y subvenciones públicas adecuadas en apoyo de 
quienes viven en condiciones vulnerables o para inversiones a gran escala que superen las capa-
cidades locales. El principio de responsabilidad justifica la adopción de medidas y estrategias que 
fomenten el buen uso del agua.30

8.5. La gobernanza del agua en el contexto internacional: hacia las Con-
ferencias del Agua de Naciones Unidas 2026 y 2028
La grave situación en la que se encuentran gran parte de los ecosistemas de agua dulce del mundo y 
los retos para disponer de agua dulce de calidad para abastecer a las sociedades humanas ha reno-
vado el interés de la comunidad internacional en la gestión y la gobernanza del agua.

30 A/80/177: para. 61.
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En 2023, tras casi cincuenta años en los que el espacio internacional de discusión en torno al agua 
ha estado dominado por el sector privado, Naciones Unidas convocó una Conferencia del Agua con 
el propósito de acelerar el proceso hacia el Objetivo de Desarrollo Sostenible 6. A pesar de que el 
foco principal giró en torno a las repercusiones que podría tener el cambio climático en las activida-
des productivas que dependen del agua y de las dificultades que sociedad civil y Pueblos Indígenas 
experimentaron para poder participar, la Conferencia del Agua de 2023 abrió el camino para volver 
a situar el debate en torno al agua en el espacio público e institucional.

Naciones Unidas ha convocado nuevas Conferencias para 2026 y 2028 respectivamente. En este 
contexto, el Mandato del Relator Especial para los derechos humanos al agua potable y al sanea-
miento, ha lanzado la Plataforma Social y de los Pueblos Indígenas por el Agua, una coalición global 
de portadores de derechos y defensoras del agua que colaboran con el doble objetivo de promo-
ver un enfoque basado en los derechos humanos y una participación social amplia y participativa 
en los procesos internacionales en torno al agua, y en particular, en las Conferencias del Agua de 
Naciones Unidas en 2026 y 2028. La Plataforma sigue el ejemplo establecido por el Manifiesto por 
la Justicia Hídrica e incorpora sus contenidos, que más de 500 organizaciones de todo el mundo 
acordaron, Manifiesto que fue presentado en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua 
de 2023 en Nueva York.

La Plataforma no es una iniciativa de las partes interesadas (stakeholders), sino de los portadores de 
derechos (rights holders), basada en la premisa de que el agua es ante todo un bien común y un de-
recho humano y que como tal, los titulares de derechos son y deben ser considerados como actores 
activos y responsables con derecho a participar en los procesos de toma de decisiones que afecten 
a sus derechos. Como el Relator Especial viene explicando en aras de las Conferencias, aplicar un 
enfoque de derechos humanos implica la participación de pleno derecho de los portadores de de-
rechos en los distintos espacios de discusión de la Conferencia, pero también priorizar los derechos 
humanos y la sostenibilidad de los ecosistemas en todos los temas a tratar, desde el cambio climáti-
co hasta el agua para la cooperación o el agua para el desarrollo.
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9.	 25 años de Plataforma 
en defensa de l’Ebre, la 
lucha continua 

Plataforma en Defensa de ĺ Ebre

“Tota la gent de l’Ebre está ben unida, per una veu que crida LO RIU ÉS VIDA.”

Si tuviéramos que resumir qué es la Plataforma en Defensa de ĺ Ebre (PDE) en pocas palabras, se-
rían precisamente estas: LO RIU ÉS VIDA. Pocas veces un lema tan claro y transversal ha generado 
tanta energía positiva y sentimiento de territorio e identidad como estas cuatro palabras.

Hace 25 años fue el grito de guerra que movilizó a todas las Terres de l’Ebre, desde Ribarroja hasta 
Deltebre, creando un movimiento social: la Plataforma en Defensa de ĺ Ebre. En un territorio que, 
en el último siglo, a pesar de estar en el centro geográfico entre Barcelona, Mallorca, Valencia y Za-
ragoza, se había sentido lejos de los centros de poder donde se tomaban las decisiones sobre su 
futuro y de todos los trenes de desarrollo.

Un territorio históricamente próspero, mientras el río fue el motor como eje comercial y de comuni-
cación, que perdió su capacidad de influencia con el desarrollo del ferrocarril, cuando el río dejó de 
ser el eje central y pasó a ser solo agua con la que especular.

El nuevo milenio llegó con el dardo envenenado del anteproyecto del Plan Hidrológico Nacional del 
gobierno de José María Aznar, con el trasvase del Ebro como eje central de la propuesta. Un trasvase 
que, en palabras de Jaume Matas, el ministro impulsor, “era bueno para todos, no perjudicaba a na-
die”. Una vez más, la gente que vivíamos en el Ebro “no existíamos” en el juego del reparto del agua.

El gobierno de la Generalitat de Cataluña, que debería haber estado al lado de las Terres de l’Ebre 
contra el anteproyecto, fue el primer gran avalador del proyecto. Muchos de nosotros, la primera vez 
que oímos hablar del trasvase, fue en boca del President Jordi Pujol, en una cena de empresarios 
durante las fiestas de Tortosa. Pujol afirmó que era el momento de “vender el agua del río”, cediendo 
una vez más ante los grandes intereses económicos.

En contra de todo lo previsto, la sociedad de las Terres de l’Ebre —mayoritariamente muy conser-
vadora— no aceptó la sumisión que nos proponía el President de la Generalitat. Se movilizó masiva-
mente con un objetivo común: la preservación del territorio.

La primera asamblea, celebrada el 15 de septiembre de 2000, terminó con la manifestación y el grito 
LO RIU ÉS VIDA, marcando un punto de inflexión en la conciencia colectiva del territorio. Después 
vinieron cuatro años intensos de rebelión que pusieron en el mapa un territorio a menudo olvidado, 
como eran las Terres de l’Ebre y el Delta.

La eclosión del movimiento social de la PDE no fue casualidad; es fruto de 30 años de propuestas de 
trasvases, que comenzaron en los años 70 con los últimos alcaldes franquistas oponiéndose al tras-
vase a Barcelona y a Valencia con el argumento de que fomentaba el desequilibrio territorial.

Ya en los años 80, con el proyecto de trasvase a Tarragona, los primeros activistas que procedían 
de movimientos sociales poco trasversales, tuvieron la generosidad y visión estratégica de fomentar 
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una conciencia colectiva territorial en torno al río, trabajando en alianzas tanto dentro de la cuenca 
—con los afectados por los grandes embalses (COAGRET)— como con el movimiento ecologista, 
y nutriéndose de los conocimientos de la comunidad científica (FNCA).

La unidad entre los movimientos sociales, ecologistas y la “razón de la ciencia” fue clave para derro-
tar la vieja política hidráulica de obras faraónicas, muchas financiadas por el Estado o Europa, que 
representaba el trasvase del Ebro. La unión de estos esfuerzos fue decisiva para poner en valor el río 
como un bien común, que simboliza mucho más que un recurso hídrico: representa la identidad, la 
cultura y el desarrollo territorial equilibrado.

La experiencia del mal llamado “minitrasvase” a Tarragona en los años 80 fue una prueba fehaciente 
de que donde va el agua, va también el desarrollo económico. Pero también crece el desequilibrio 
territorial y surge el trasvase más preocupante: el de capital humano. Donde se va el agua, se van las 
personas en busca de un porvenir, especialmente las más preparadas y con mayor sentido crítico. 
Detrás del agua de los trasvases, se va la oportunidad de desarrollo del territorio. El trasvase a Tarra-
gona es un ejemplo, como también lo es el Tajo-Segura.

La Plataforma en Defensa de ĺ Ebre no somos un movimiento ecologista; somos un movimiento so-
cial que valora la conservación del río Ebro como elemento clave para un desarrollo territorial más 
sostenible y equilibrado. Nuestra lucha no es solo contra el trasvase del río, sino contra la pérdida de 
oportunidades para las personas del Ebro, por un futuro digno en nuestro territorio.

Los cuatro años de lucha contra el trasvase del Ebro fueron vertiginosos, con grandes movilizacio-
nes en las Terres de l’Ebre, Zaragoza, Barcelona, Madrid, Bruselas, Mallorca y Valencia. Íbamos don-
de hiciera falta para que nuestra voz fuera escuchada.

Pero no solo hubo movilización social; también hubo un trabajo político perseverante en diferentes fren-
tes, tanto dentro ante el Estado español como ante las instituciones europeas, además de un trabajo 
técnico y pedagógico que ha sido una buena escuela para generaciones futuras y otros movimientos.

Evidentemente, en esta lucha de David contra Goliat, nunca estuvimos solos. También Aragón se 
movilizó masivamente contra el trasvase del Ebro, aunque sus intereses en el agua siempre estuvie-
ron ligados a los embalses del Pacto del Agua de Aragón y a la expansión de regadíos, en detrimento 
de los valles del Pirineo y del sistema Ibérico.

Nuestros aliados naturales no siempre estuvieron en “Zaragoza”, donde también existió una plata-
forma en defensa del Ebro que desapareció con la llegada de Zapatero y la derogación del trasva-
se. Nuestros verdaderos aliados son la DIGNIDAD DE LA MONTAÑA, los pueblos afectados por 
los embalses —desde Yesa hasta Santaliestra en el Pirineo—, y los embalses del derecho del Ebro 
como los del Jalón, Val, Lechago y Queiles entre otros.

Veinticinco años después, con buenas noticias como el descarte de Santaliestra o Biscarrués, y 
otras no tan buenas como la construcción del embalse de Mularroya o el recrecimiento de Yesa, 
nuestra alianza continúa activa, representada en Cuenca Azul, junto con colectivos de prácticamen-
te todas las comunidades por donde pasa el Ebro.

La historia de la Plataforma en Defensa de ĺ Ebre desde 2000 a 2004 está escrita en infinidad de artí-
culos periodísticos, estudios universitarios y libros. Fue una lucha reactiva contra un proyecto faraónico, 
que canalizó la energía negativa del rechazo inicial en una movilización positiva, alegre y festiva, con las 
señas de identidad de los territorios afectados, desde las cabeceras de los ríos hasta el Delta.

En 2004, tras la derogación del trasvase, muchos activistas consideraron que su objetivo ya estaba 
conseguido y volvieron a sus vidas. Sin embargo, un grupo de personas seguimos manteniendo viva 
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la PDE, 25 años después. Después de 2004, la lucha dejó de ser solo reactiva para convertirse en 
proactiva, participando en todos los foros donde podemos influir en la planificación de la cuenca del 
Ebro, siempre con la alerta ante nuevas propuestas de trasvases.

Los planes de cuenca y de sequías, que se revisan cada seis años, son ahora el eje central del trabajo 
proactivo de la plataforma. Nuestra participación es modesta, más motivada por ilusión y energía 
que por conocimientos técnicos, ya que somos voluntarios. Pero aportamos el sentido común y la 
racionalidad que muchas veces falta en los organismos donde se toman las decisiones, donde el fal-
so progreso y los intereses económicos o políticos particulares están por encima de los intereses 
reales de la sociedad.

En todos estos años, no hemos logrado una “moratoria” en la construcción de embalses o nuevos 
regadíos, pese a nuestras reiteradas solicitudes. Sin embargo, la lista interminable de embalses en 
todos los valles y las hectáreas de regadíos de los primeros planes se ha reducido prácticamente a 
lo que ya está en marcha, como el recrecimiento de Yesa o el embalse de Mularroya.

Hoy en día, la palabra “trasvase” es un tabú; ningún partido político se atreve a nombrarla. Sin embar-
go, el interés por el agua del Ebro sigue latente, tanto hacia el sur —Valencia, Murcia— como espe-
cialmente hacia Barcelona, en cada sequía severa, como las vividas en Cataluña en 2008 y 2023.

Por ahora, ni el gobierno catalán anterior ni el actual se han atrevido a proponer un trasvase del Ebro 
a Barcelona en forma de interconexión de redes entre el Ebro y el Ter-Llobregat. Sin embargo, los 
colegios profesionales de ingenieros y economistas avalan en sus propuestas esta interconexión 
como elemento para garantizar el crecimiento de la Gran Barcelona, con el objetivo de pasar de los 
8 millones actuales a 10 millones de habitantes en las próximas décadas.

En este sentido, preocupa la nueva ley de Transición Hídrica de Cataluña clave en la planificación del 
agua urbana para las próximas décadas. A priori, la apuesta es fomentar la regeneración de aguas 
depuradas y la desalación, pero la permeabilidad de cargos entre la administración catalana del 
agua y la Intercolegial de l’Aigua, nos pone en alerta ante la posibilidad de que la interconexión de re-
des se presente como un hecho consumado.

En las últimas elecciones en Aragón, ningún partido habló específicamente del trasvase del Ebro. Inclu-
so Vox ha entendido que la palabra “trasvase” es un tabú, pero no por ello dejan de apostar por un mo-
delo hidroesquizofrénico, cambiando “trasvase” por “interconexión de redes”, en este caso hacia el sur.

Aunque en los últimos tiempos no haya grandes manifestaciones, la Plataforma continúa su camino 
perseverante. Desde fuera, puede parecer que es un movimiento social que debe seguir activo por-
que no ha alcanzado sus objetivos. Sin embargo, nuestra verdadera victoria es que nadie se atreva 
a proponer de nuevo trasvases, que los nuevos embalses hayan caído por su propio peso, que siga 
bajando agua por el Ebro, que tenga un caudal ecológico digno y que logremos recuperar los sedi-
mentos tan necesarios para el Delta del Ebro. 

Nos queda mucho trabajo por delante, los nuevos tiempos parece que serán complicados especial-
mente con la modificación de las directivas ambientales y muy en especial de la Directiva Marco del 
agua que durante estos 25 años ha sido nuestro Vademecum. 

Y así, con la mirada puesta en el futuro, la PDE invita a las generaciones presentes y futuras a seguir 
defendiendo este símbolo de vida y territorio. Mientras haya un mililitro de agua por el cual luchar, 
habrá Plataforma en Defensa de ĺ Ebre. Nos volveremos a encontrar en otros 25 años, celebrando 
medio siglo de lucha y compromiso por el Ebro.

Web: www.ebre.net  
Contacto: plataformadefensaebre@gmail.com

https://www.ebre.net/bloc/
mailto:plataformadefensaebre@gmail.com
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10. Radiografía del 
proyecto de Altri en el 
corazón de Galiza

Ana Fernández
Fundación Nueva Cultura del Agua

10.1. Preámbulo
Todo empezó en 2022, cuando sonaban “campanas” de que una fábrica de telas sostenible se iba a 
instalar en Palas de Rei (Lugo), aprobándose por unanimidad del Parlamento de Galiza el apoyo a un 
proyecto de fibras textiles. La información sobre los procesos de producción que se llevarían a cabo 
era nula, pero aun así el proyecto se vendió como sostenible. Y lo que empezó con un grandísimo 
secretismo fue la máxima mantenida en el tiempo: por más que la población solicitase una y otra vez 
información al gobierno de la Xunta sobre este proyecto, solo recibía silencio. 

Hubo que esperar al 30 de noviembre para conocer algo más sobre el proyecto. El anuncio de 
Augas de Galiza de la apertura del trámite de solicitud de captación de agua hizo saltar todas las 
alarmas, al dar a conocer el quien y también, parte del dónde y del cuánto. La multinacional Altri so-
licitaba en aquel entonces, la extracción de 535 l/s de agua durante 75 años del embalse de Porto-
demouros para usos industriales. El embalse estaba muy alejado de Palas de Rei, pero un volumen 
de 1,4 hm3/mes de agua era lo suficientemente significativo como para necesitar de una infraestruc-
tura de almacenamiento y un río de grandes dimensiones que lo suministrase. El río Ulla es el segun-
do río más caudaloso de la vertiente atlántica gallega y su cuenca es la segunda más extensa de Ga-
liza y desemboca en una de las rías más productivas de esta tierra, la ría de Arousa.

Altri, un gigante luso con tres celulosas en Portugal y señalado en varias ocasiones por los graves 
episodios de contaminación de una de sus fábricas sobre el río Tajo (Celtejo), aspiraba a instalarse 
en el corazón de Galiza. La población no quería una industria similar a la de ENCE - Pontevedra, y no 
solo por la contaminación. Al amparo de la industria papelera, maderera y, más reciente, bioenergé-
tica, los eucaliptos experimentaron una rapidísima expansión en Galiza desde la segunda mitad del 
siglo XX (Fernández-Piñeiro, 2021). Pasaron de estar prácticamente ausentes a ocupar 438.156 hec-
táreas en el 2024, entre el 25 % al 28 % de la superficie arbolada de Galiza, según datos del Inventa-
rio Forestal Continuo de Galiza.1

Pero el gobierno de la Xunta tenía clara la hoja de ruta: un mes después, en diciembre del 2022 publi-
có la declaración de Proyecto Estratégico Industrial, que abría las puertas a posibles expropiaciones 
forzosas.

1 https://invega.xunta.gal/invega/

https://invega.xunta.gal/invega/
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La Asociación para a defensa ecolóxica de Galiza (ADEGA) se presentó a la competencia de pro-
yectos abierta con la solicitud de captación de aguas (ver artículo 53 del RD 849/1986 Reglamento 
DPH). Defendía la necesidad de que ese caudal se mantuviese en el río para sustentar el ecosiste-
ma fluvial, ya que se existía la posibilidad de que esa detracción dañase los valores ecológicos del 
río Ulla. Este argumento se basaba en el desconocimiento de estas necesidades, ya que la admi-
nistración competente en aguas no había estudiado los requerimientos hídricos para muchas de las 
componentes del ecosistema fluvial. Además, el régimen de caudales ecológicos implementado 
no había logrado uno de los objetivos (Artículo 49 ter del RD 849/1986 Reglamento DPH): ayudar 
a la consecución del buen estado o potencial estado de las masas aguas abajo del punto de cap-
tación. En la Imagen 1 se muestra el estado de las masas de agua (no alcanzan el buen estado/buen 
potencial estado dos embalses, la última masa tipo río y el estuario del río Ulla). Estos componentes 
no concretados en el Plan Hidrológico de Galiza-Costa (PHGC) y que se describen en el apartado 
3.4.1.3 de la Instrucción de Planificación Hidrológica (IPH; Orden ARM/2656/2008,) serían:

	– Caudales máximos y generadores en los embalses de Portodemouros, Brandariz e Touro.

	– Caudales ecológicos de las masas de transición (estuario del río Ulla).

	– Requerimientos hídricos en zonas protegidas de la Red Natura 2000 y de la Lista de Humedales 
de Importancia Internacional del Convenio de Ramsar.

Imagen 1: Plano de la cuenca del río Ulla, con el estado de las masas de agua, ZEC y ubicación de la fábrica

10.2. Impactos del proyecto y valores de la zona 
En marzo del 2024 se sometió a consulta pública la solicitud de autorización ambiental integrada 
(AAI), el estudio de impacto ambiental (EIA), la declaración de utilidad pública y el proyecto para la 
implantación de una industria de fibra textil a base de celulosa y sus infraestructuras asociadas, pro-
movido por Greenfiber, S.L. y declarado proyecto industrial estratégico (PIE), a implantar en el ayun-
tamiento de Palas de Rei .2 La sociedad Greenfiber se constituyó en junio del 2022 para el desarrollo 
de esta fábrica, y en la actualidad está participada por las compañías Altri y Smarttia (propietaria de 
un 95 % de Greenalia).

2 Diario Oficial de Galicia, DOG del 4 de marzo del 2024, página 16837.
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En el anuncio del DOG se describía el objeto de la actividad sometida a consulta pública: la insta-
lación de una fábrica de fibra textil a base de celulosa, con una capacidad final de producción de 
400.000 AD3 t/año de celulosa (soluble) y 200.000 t/año de lyocell. Se desarrollaría una fase inicial 
(fase I) con una producción de 250.000 ADt/año de celulosa y 60.000 t/año de lyocell. Como mate-
ria prima se utilizaría, en la fase I, 1,2 millones de m3/año de eucalipto.

El mismo documento clasificaba la actividad de la fábrica conforme a la Clasificación Nacional de Ac-
tividades Económicas (CNAE) como fabricación de pasta de papel (de fibras artificiales y sintéticas). 
Clasificaba la categoría principal de la actividad en tres tipos de instalaciones: industriales (para la fa-
bricación de pasta de papel a partir de madera); químicas (para la fabricación de productos químicos 
orgánicos, fibras) y de combustión (con potencia térmica nominal total igual o superior a 50 MW).

Se constituyeron diversos equipos técnicos encargados de revisar las 8.500 páginas que integra-
ban la documentación del proyecto. Paralelamente, el Consello da Cultura Galega elaboró un infor-
me técnico y analítico (Nieto, T., et al., 2024), en el que 12 especialistas de ámbitos como la hidrología, 
la edafología, la socioeconomía o la salud pública evaluaron las presiones e impactos asociados a la 
actuación propuesta. 

Las conclusiones fueron contundentes: el Estudio de Impacto Ambiental presentaba sesgos signifi-
cativos, una evaluación insuficiente o incorrecta de numerosos impactos y contradicciones internas 
a lo largo del documento.

A pesar de ello, el Diario Oficial de Galicia (DOG) publicó el 14 de marzo de 2025 la Declaración de 
Impacto Ambiental (DIA) favorable, declarando el proyecto ambientalmente viable bajo condiciones 
estrictas. Esta resolución fue ampliamente cuestionada por sectores sociales, académicos y profe-
sionales debido a los impactos ambientales, sociales y económicos asociados.

A continuación, se presenta una descripción de la zona afectada y una síntesis de los principales im-
pactos identificados, tanto en el EIA como en las evaluaciones realizadas por expertos independien-
tes no vinculados al promotor.

10.2.1. Localización de la fábrica, tejido productivo y valores de la zona

En la Imagen 2 se muestra la ubicación del proyecto (Comarca de A Ulloa, municipio de Palas de Rei) 
y sus infraestructuras asociadas. La superficie de este macroproyecto es de 366 ha de superficie, 
de las cuales el 31 % estarían ocupadas por la fábrica; y un perímetro de 10,5 km, que, según el apar-
tado de medidas correctoras para el impacto visual, se plantaría con especies “autóctonas” de 30 
m. Esta es una de las medidas más polémicas y que indica el grado de desconocimiento que tiene el 
promotor sobre el terreno al que se enfrenta. Además, y tal y como se puede observar en la Imagen 
2, estaría a menos de 2 km del Camiño de Santiago. Afectaría a 835 terrenos: 243 para la planta, y 
512 con servidumbre de tubería de captación y de vertido (12,5 km y 8,8 km respectivamente). 

Tal y como describen López-Iglesias et al (2024), en la actualidad, las comarcas del área de influen-
cia del proyecto cuentan con una estructura económica diversificada y una dinámica demográfica y 
económica favorable en el contexto del medio rural gallego. Predomina el sector servicios (más del 
50 % de los afiliados a la Seguridad Social en 2022) y el agrario, que acerca entre el 15,7 % y el 21,3 % 
de los afiliados. Este dato es muy importante ya que el promedio en Galiza se encuentra en el 5,1 %. 

El complejo agroalimentario de la zona está basado en la producción ganadera (22,3% de las em-
presas) y en sus industrias derivadas: lácteas, cárnicas y de alimentación animal. Y lo que es muy 

3 ADt: tonelada métrica de pasta secada al aire, expresada con una sequedad del 90 %
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importante: en su gran mayoría se trata de pequeñas empresas en cuanto al número de empleados, 
lo que indica un reparto de la riqueza. Además de la Denominación de Origen “Queixo Arzúa-Ulloa” 
existen iniciativas de pequeñas empresas de productos ecológicos. La tasa de paro de la zona se-
gún datos del IGE del 2024 en la zona es inferior al promedio gallego (10,5 %), ya que se encuentra 
entre 7,2 % y 8,6 %.

Resumiendo, esta zona no representa la imagen de un rural deprimido como podrían pensar en un 
principio los promotores. Un dato curioso reflejado en el estudio del medio socioeconómico del EIA 
asegura que el 25,7 % de la población de Palas de Rei es analfabeta, cuando esta tasa se encuentra 
en la actualidad, en torno al 4 %. 

Considerando criterios medioambientales, según Fernández-Sanjurjo (2024), el emplazamiento ele-
gido es totalmente desacertado, por ser uno de los hábitats hieloedáficos y ecológicos más singu-
lares e interesantes de Galiza. En esta zona existe una de las escasas surgencias serpentiníticas de 
Galiza, rocas muy poco frecuentes a nivel mundial (ocupan el 1 % de la superficie terrestre y en Galiza 
un 0,2 % de la superficie total). A partir de este tipo de litología, se forman suelos muy particulares, 
con un pH próximo a la neutralidad y bajo porcentaje de materia orgánica, características poco ha-
bituales en Galiza. Y presentan propiedades químicas excepcionales: alto contenido en Mg, baja re-
lación Ca/Mg y K/Mg y elevada presencia de metales como Fe, Mn, Co, Ni y Cr. Además, suelen ser 
pobres en nutrientes esenciales para las plantas (N, P, K, S). 

Imagen 2: Ubicación de la fábrica en el territorio y sus infraestructuras asociadas

Debido a esta intensa presión selectiva, los suelos serpentiníticos favorecen la especiación y la evo-
lución de endemismos, contribuyendo a crear biotas únicas a nivel mundial. Estos hábitats extremos 
llamaron la atención por ser laboratorios de biodiversidad en la naturaleza, ejerciendo presiones 
sobre las especies que las llevan a la selección evolutiva. No solo sobre la vegetación vascular, sino 
también sobre otros organismos (hongos, líquenes y bacterias), lo que justifica la alta riqueza genéti-
ca existente en estas áreas. Según Rodríguez-Oubiña y Ortiz (1991), estos suelos albergan una serie 
de plantas que acumulan metales pesados en concentraciones varias veces más altas que el límite 
considerado tóxico para la flora, como por ejemplo Plantago marítima subsp. Serpentina, que acu-
mula Ni en concentraciones que superan 70 veces el límite de toxicidad. Las plantas que crecen en 
estos suelos proporcionan material genético para las operaciones de fitorremediación utilizadas en 
la restauración de medios muy degradados y también para la fitominería. 



Observatorio de las Políticas del Agua (OPPA)

RETOS DE LA PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DEL AGUA EN ESPAÑA. INFORME OPPA 2025 97

Es destacable la extraordinaria riqueza en flora endémica restringida a esta surgencia; algunas se 
encuentran catalogadas como en «peligro crítico de extinción», otras en «peligro de extinción» y 
otras como «vulnerables». De hecho, no existe en Galiza un territorio que reúna tantas especies de 
flora amenazada y protegida por el Catálogo Galego de Especies Ameazadas (CGEA). En la zona 
se encuentra una especie endémica vulnerable (Centaurea gallaecica) y tres especies En Peligro de 
Extinción (Santolina de Melide, Herba de namorar de Merino y Magarza de Barazón).

Por lo tanto, la zona afectada no se encuentra en Red Natura porque no cumpla criterios (tiene valo-
res parejos al ZEC Serra do Careón contigua (ver Imagen 1, ZEC contiguo a la fábrica), sino porque no 
fue incluida, bien por las deficiencias manifiestas en la selección y limitación de espacios, bien por 
oscuros intereses. La propuesta de ampliación de la Xunta (en 2008 y 2011 en exposición pública y 
posteriormente parada) incluía ya esta zona y corregía defectos de la propuesta vigente. Esta am-
pliación es una reclamación histórica a la Xunta de Galiza desde diferentes colectivos y administra-
ciones estatales/europeas, ya que Galiza es la Comunidad Autónoma con menos territorio en Red 
Natura 2000: 12 % frente al 27 % del promedio de España.

10.2.2. Presiones e impactos del proyecto

Se resumen los impactos que se consideran más importantes, si bien se explicarán al final de este 
apartado los relacionados con el agua en mayor detalle.

10.2.2.1 Presiones socioeconómicas

Los impactos negativos en las actividades económicas del territorio se podrían resumir en:

	– Riesgo de deterioro de la imagen turística.

	– Efectos en la percepción social de los productos alimentarios de la zona debido a la contamina-
ción, con la consiguiente repercusión en su demanda. 

	– Competencia en los usos del suelo para las explotaciones ganaderas derivada de la previsible 
expansión de las plantaciones de eucalipto. Existiría también competencia directa por los terre-
nos que ocuparía la fábrica, ya que muchos de las tierras que podrían ser expropiados se utilizan 
en la actualidad para albergar a la cabaña ganadera o para su alimentación.

10.2.2.2. Aumento en la superficie de eucaliptos y sus consecuencias 

Según Corbelle (2024), este proyecto incrementaría la demanda de eucalipto para la industria de la 
pasta de celulosa en España en un 50 %, la cual no sería posible abastecer sin incrementar sustan-
cialmente el área ocupada por plantaciones de eucalipto.

El monocultivo del eucalipto acarrea muchos problemas para el medio. Al ser una especie exótica 
invasora repercute directamente sobre la biodiversidad. Por ejemplo, existe evidencia científica que 
demuestra que la sustitución de los bosques ripícolas por plantación de eucaliptos afecta a la diver-
sidad de los ecosistemas fluviales (Rivera y Torres, 2025). Resumiendo, los eucaliptos representan 
una amenaza para el medio natural en términos de biodiversidad, agotamiento de recursos hídricos 
y edáficos y aumento en la probabilidad e intensidad de los fuegos (Fernández-Piñeiro, 2021).

10.2.2.3. Afección al patrimonio cultural y al paisaje

Altri no solo afectaría al Camiño de Santiago Primitivo. Entre los lugares emblemáticos de la zona se 
encuentran el Castelo de Pambre, Igrexa de Vilar de Donas, las Torrentes do Mácara (Imagen 3), y un 
largo etcétera.
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Imagen 3: Torrentes do Mácara (tramo alto del río Ulla)

El conjunto del paisaje se vería afectado por el levantamiento de edificios de hasta 60 metros de 
altura para la caldera de recuperación, de 25 m para el horno de cal o la caldera de biomasa y otros 
menores, además de una chimenea de 75 m - altura similar a las torres de la Catedral de Santiago-. Y 
su afección llegaría lejos, teniendo en cuenta la alteración del paisaje por una mayor eucaliptización, 
por las líneas de tendido eléctrico o el humo de las chimeneas (Varela-Díaz, 2024).

10.2.2.4. Degradación edafológica, impactos Red Natura 2000 y en especies amenazadas

Tal y como se ha comentado, la zona de asentamiento presenta suelos específicos de gran valor que 
sustentan una flora singular. La construcción implicaría la eliminación de la capa superior del sue-
lo, alterando su estructura física y química, impermeabilizándola, y provocando una pérdida perma-
nente de biodiversidad. Además del impacto de la fábrica, también existiría impacto de las infraes-
tructuras asociadas (tuberías enterradas, pistas de obra, red eléctrica, etc.). Habría una afección 
directa e indirecta a espacios protegidos notablemente la ZEC Serra do Careón y áreas adyacentes 
de la Red Natura 2000, reconocidas por sus hábitats de interés europeo. 

10.2.2.5. Impactos sobre la calidad del aire

El estudio realizado en el EIA presenta grandes carencias. Para el estudio de dispersión de conta-
minantes se utilizó un programa que ya no se recomienda por la EPA desde hace años debido a sus 
deficiencias. Entre otras, no contemplar la formación de contaminantes secundarios por reacción 
de los emitidos con los existentes en la zona.

La documentación presentada por el promotor indica que el complejo emitiría a la atmósfera anual-
mente 252,5 t de partículas PM10 (partículas de diámetro igual o inferior a 10 micrómetros), 577,58 t de 
óxidos de azufre, 2.180,9 t de óxidos de nitrógeno, y 53,22 t de compuestos volátiles reducidos de azu-
fre. No aparecen reflejadas otras especies que, si bien se emiten en pequeñas cantidades, son poten-
cialmente peligrosas para la salud humana y el medio ambiente. Es el caso de las emisiones de partícu-
las finas PM2,5, o el dióxido de carbono (CO2) y monóxido de carbono (CO) (Eirexas, 2024). Aun así, sin 
considerar determinados compuestos y comparando la cantidad de emisiones declaradas en el EIA 
con las de las ocho celulosas españolas en determinados compuestos contaminantes, emitirían más 
que la suma de todas ellas. Por ejemplo, de emisiones de PM10 supondrían 4 veces más que las emiti-
das por la suma de las otras celulosas y de óxidos de azufre 4,67 veces más (Varela-Díaz, 2024).

Todos estos contaminantes influyen en la salud: los compuestos de nitrógeno se asocian con en-
fermedades respiratorias (asma, etc.). El dióxido de azufre irrita la piel, las mucosas y los pulmones. 
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Las partículas PM 2,5 penetran en los pulmones, pasando al torrente sanguíneo y se relacionan con 
enfermedades cardíacas, respiratorias, cerebrales, neurodegenerativas, influyendo en la diabetes e 
hipertensión (Varela-Díaz, 2024).

10.2.2.6. Impactos sobre la calidad y cantidad del agua

La captación de agua sería de 46.000 m3/día, y el vertido de fábrica de 30.000 m3/día. Si bien, el EIA 
describe que existirían dos vertidos, uno de ellos, el de obra (en torno a dos años), no se ha caracteri-
zado. Ambos se realizarían sobre el río Ulla en diferentes puntos (Imagen 2).

En un principio, los valores límite de este vertido, declarados en el EIA y la AAI y multiplicados por el 
caudal máximo, haría de Greenfiber una de las cinco industrias más contaminantes de Galicia, por 
encima en el ranking de ENCE-Pontevedra (Eirexas, 2024). 

Uno de los problemas de base es que a 1,5 km de donde pretenden realizar el vertido está el embal-
se de Portodemouros, un embalse hidroeléctrico con graves problemas de eutrofización (Imagen 4); 
y aguas abajo el embalse de Brandariz e Touro, también en mal estado (ver imagen 2). Tal y como 
indica el PHGC, este embalse presenta un estado “peor que bueno”, debido a incumplimientos de 
fitoplancton, fósforo total, transparencia y oxígeno, prorrogando el buen estado al 2027. Esta prórro-
ga sería la última por estar incumpliendo la DMA desde el año 2009. Pero tal y como se indica en el 
PHGC el riesgo de no alcanzar estos objetivos es “alto” debido a los impactos por “enriquecimiento 
en materia orgánica y en nutrientes”. Esta contaminación se agravaría no solo por el vertido de Altri, 
sino también por la menor cantidad de agua que existiría para la dilución de los contaminantes (por 
el consumo de la macrocelulosa del 35 % del agua captada, sumada a la merma de las aportaciones 
provocadas por el Cambio Climático).

Imagen 4. Embalse de Portodemouros en uno de sus episodios de eutrofización

En el EIA se presentaron estudios de calidad de agua en Portodemouros, identificando a lo largo de 
varios meses especies potencialmente tóxicas del género microcistinas (hepatotóxicas) como Mi-
crocystis aeruginosa y Woronichinia naegeliana. El vertido de la industria de Greenfiber a 27 °C, con 
elevada carga de nitrato y fósforo total podría amplificar la magnitud de los blooms de cianobacte-
rias, con la consiguiente degradación del embalse a lo largo del tiempo. Debido a esto, Augas de Ga-
liza solicitó al promotor estudios más concretos sobre el impacto del vertido en la calidad de aguas. 
Realizaron modelizaciones para aquellos compuestos con límites fisicoquímicos en el PHGC. Así, 
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disminuyeron los límites de fósforo total de 1,86 mg P/l a 0,5 mg P/l (73 %) y el nitrato total de 15 mg/l 
a 8,5 mg/l (43 %). Mantuvieron el resto: la temperatura en 27ºC, el sulfato en 2000 mg/l, (emisiones 
diarias de 60 toneladas de sulfatos al día). Los SST, DQO y DBO se mantendrían en 50, 160 y 40 mg/l 
respectivamente. Se desconoce la cantidad de otras sustancias que Greenfiber no declara ni cuan-
tifica y que también producen otras celulosas con la misma tecnología: cadmio, mercurio, cromo, 
cobre, níquel, plomo, zinc, arsénico, compuestos orgánicos halogenados, etc. (Eirexas, 2024 y Vare-
la-Díaz, 2024). 

En el EIA no hay ningún estudio en profundidad de cómo afectarían estas cantidades de vertido so-
bre los indicadores biológicos a lo largo del tiempo, o sobre los organismos presentes en el río. Existe 
bibliografía que alerta de la problemática de la sensibilidad al sulfato de organismos acuáticos, reco-
mendando ampliar los estudios especialmente en determinadas especies que podrían ser poten-
cialmente sensibles al sulfato (Karjalainen et al., 2023). 

El tramo alto del Ulla es de altísimo valor natural. Ya no llega el salmón atlántico desde que constru-
yeron el embalse de Portodemouros, pero existen especies autóctonas que sufrirían tanto por la de-
tracción de agua como por el vertido de la fábrica. Especies como Margaritífera margaritifera (ca-
talogada en Galicia y en España como En Peligro de Extinción ) y el Galemys pyrenaicus (en Galicia 
categoría Vulnerable), objetivo del Margal Ulla, proyecto que la Xunta de Galicia desarrolló en el pe-
ríodo 2010-2015, en el marco del programa LIFE+, para la recuperación de sus poblaciones en esta 
cuenca (presupuesto de 3.666.981 euros)4. Existen también poblaciones de libélulas muy especia-
les: Macromia splendens y Oxygastra curtisii descubiertas aguas arriba del embalse de Portode-
mouros en los últimos años. Estas especies están categorizadas a nivel autonómico y estatal como 
En Peligro de Extinción, en el caso de Macromia splendens, y Vulnerable, Oxygastra curtisii, estando 
ambas incluidas en los Anexos II e IV de la Directiva Hábitats y en el Anexo II del Convenio de Berna. 
Ambas son altamente dependientes de la calidad del agua de los ríos, la cual se vería afectada por la 
macrocelulosa (Orois y Cabana, 2025).

El EIA presenta también graves fallos que no permiten que se valorasen los impactos de la industria 
sobre el río Ulla en términos de cantidad de agua. Según García (2024) una de las mayores deficien-
cias de este es el empleo de datos medios mensuales de caudal, en vez de datos diarios, que suaviza 
los valores extremos. El problema está en el período de estiaje (de junio y septiembre, ambos inclu-
sive). Trasladando los cálculos hechos por la empresa a una escala diaria y aplicando el factor de 
dilución mínimo 15-20 veces superior al caudal de descarga, para la serie de 47 años de caudales, el 
45,6 % de los días no alcanzarían el caudal mínimo necesario. Aplicando los cálculos únicamente so-
bre el año más seco de la serie (2016-17), no lo alcanzarían el 64,4 % de los días. Además de afectar a 
la dilución, también afecta a los cálculos de amortiguamiento térmico (el agua se devolverá la 27ºC) 
o la disponibilidad real de agua en el momento de la captación

Otra de las deficiencias es que la empresa afirma que detraerá el 1 % del caudal. Pero ese caudal 
total diario máximo de 46.000 m3/día de agua, considerando las aportaciones una vez retirado el 
caudal ecológico, supondría el 2,3 % de promedio de las aportaciones medias útiles, siendo del 9,6 
% en el momento más crítico. El vertido industrial para ese período representa el 6,3 % del agua útil 
(García, 2024). Además, no han tenido en cuenta la tendencia decreciente de los recursos hídricos, 
que, según García (2024) se observa claramente en términos medios: el caudal medio del río Ulla se 
ha reducido en las últimas dos décadas el 21,4 %.

4 https://margalulla.xunta.es/es

https://margalulla.xunta.es/es
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10.3. Movilización social y estado actual 
El movimiento social “ALTRI NON!” fue ganando intensidad a medida que se conocían con mayor de-
talle las dimensiones del proyecto. La población local, consciente de vivir en un entorno privilegiado, 
profundizó en el conocimiento de su territorio impulsada por la defensa de su modo de vida. Desde el 
inicio, el colectivo expresó con claridad que sus raíces son profundas y que su compromiso no se limi-
ta al presente, sino que integra pasado y futuro, sintetizado en el lema: “Defendemos la calidad de vida 
alcanzada por nuestros antecesores y se la dejaremos igual o mejor a nuestros descendientes”.

Las mariscadoras, bateeiros y pescadores de la ría de Arousa se sumaron también a la movilización. 
En la actualidad, estos sectores observan un descenso acusado de las capturas, y la implantación de 
esta industria se percibe como el factor que podría agravar definitivamente una situación ya crítica.

Esta gran respuesta social se volcó en los papeles con 29.000 alegaciones presentadas en contra 
del proyecto, la cifra más alta alcanzada hasta ahora en Galiza. En las calles y en el río, con la asisten-
cia multitudinaria a las cuatro manifestaciones realizadas hasta ahora, pero también a cualquier tipo 
de llamada: “Arrodea la Xunta”, “Arrodea el encoro”, caminatas por el Ulla, descenso del Ulla en bar-
cas, y demás concentraciones. Desde la población de base de la zona hasta personas de diferen-
tes partes del territorio español. Lo mismo con los técnicos que han evaluado el proyecto, ha habido 
ayuda de todo tipo de profesionales. Las asociaciones ecologistas se aunaron en una “Coordinado-
ra” para hacer más fuerte su voz y realizar acciones en conjunto. Y ha habido manifiestos de diferen-
tes índoles: Manifiesto de oposición a unha nova macro-celulosa en galicia (“ALTRI NON”) desde la 
comunidad científica (apoyada por las diferentes Juntas de Facultad, Consejos de Departamento y 
órganos de toma de decisión de los Centros de Investigación); a manifiesto de arquitectos y especia-
listas de diversas disciplinas que trabajan en el estudio, ordenación y protección del paisaje gallego. 
Viajes a Bruselas para denunciar en el Europarlamento y ante los altos funcionarios de la UE el pro-
yecto. Viajes al Congreso de los Diputados y reuniones con diferentes grupos políticos para explicar 
el porqué de su posicionamiento y buscar apoyos.

Gracias a la amplia movilización social y a diversos acontecimientos institucionales, en febrero la 
Conselleira de Economía e Industria anunció que el Gobierno gallego archivaría el expediente del 
Proyecto Gama. La decisión no se fundamentó en criterios ambientales, sino en la exclusión de la 
planta de la red de transporte eléctrico por parte del Gobierno central, aunque podrían existir otros 
motivos no explicitados públicamente.

Pocos días antes, el 13 de febrero de 2026, el Tribunal Superior de Xustiza de Galiza (TSXG) ha-
bía dictado sentencia sobre la retirada de la protección ambiental en los terrenos de Palas de Rei 
destinados a la planta de Altri. La Xunta de Galiza había eliminado la categoría de “zona de amor-
tiguamiento” de esa área, que figuraba con dicha protección en el borrador de la Estrategia de In-
fraestructura Verde de Galiza durante su fase de consulta pública. Sin embargo, esta clasificación 
desapareció en la Orden publicada en el DOG el 10 de febrero de 2025.

El TSXG estimó la demanda presentada por ADEGA, declarando la nulidad parcial de la Orden y 
obligando a la Xunta a restablecer la zona como área de amortiguamiento, al tratarse de un espacio 
con hábitats prioritarios y especies incluidas en los Catálogos de Especies Amenazadas. El tribunal 
concluyó que la actuación de la administración autonómica vulneraba el principio de no regresión 
ambiental y que no existía una motivación técnica o jurídica que justificase el cambio de criterio.

Este fallo judicial ha dejado al proyecto de Altri sin aval ambiental, y desde el movimiento se exige que 
se resuelvan las solicitudes de concesión de aguas y de autorización ambiental integrada (ambas 
todavía sin resolución) en sentido desestimatorio antes de su archivo; así como a la revocación de la 
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declaración de éste como proyecto industrial estratégico. El pueblo quiere rematar con la celulosa 
de ALTRI y no cesará hasta conseguirlo.
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ANEXO: Conclusiones 
XIII Congreso Ibérico de 
Gestión y Planificación 
del Agua

Bajo el lema “Desde la escasez hacia la reasignación social y ambiental del agua”, el XIII Congreso 
Ibérico de Gestión y Planificación del Agua (Salamanca, 24-26 de abril de 2025) y coorganizado por 
la Fundación Nueva Cultura del Agua, la Universidad de Salamanca e IMDEA-Agua, ha reunido a 
más de 200 congresistas de España, Portugal y otros países y ha contado con 12 ponencias organi-
zadas en 4 áreas plenarias y con más de 140 comunicaciones. 

El Congreso ha destacado la necesidad de avanzar con rapidez y transparencia en una transición 
hídrica justa que permita adaptarnos a las nuevas condiciones impuestas por el cambio climático. 
Esta transición rápida y justa es imprescindible para garantizar la prioridad efectiva del abasteci-
miento humano de agua y para afrontar los retos, cada vez más complejos y demandantes, del ciclo 
urbano del agua. Algo que se ha abordado especialmente en el área temática 1 “Desafíos en el ciclo 
urbano del agua ante el cambio climático”. 

Un eje clave en la transición es la reducción de las demandas a través de un reparto social del agua, 
especialmente imperioso en el ámbito agrario, tal como ha sido debatido en el área temática 2 “Agua 
y agricultura: diálogos sobre la interdependencia entre socioecosistemas hídricos y agrarios”, que ha 
puesto el foco en un reparto del agua desde criterios sociales y ambientales, y no solamente econó-
micos y políticos.  

Reducir las demandas y renaturalizar el régimen hídricoeshídrico es condición imprescindible para 
recuperar la salud de los paisajes del agua y de los numerosos servicios que nos prestan, cuestiones 
que han sido objeto del área temática 3 “paisajes del agua: la inaplazable asignatura pendiente”. 

Ninguno de estos retos podrá ser afrontado con éxito si no contamos con una participación activa de 
todos los ámbitos y sectores, con una mayor coordinación entre administraciones y entre políticas y 
con una mejora sustancial de los marcos económicos, normativos e institucionales, cuestiones que 
han sido debatidas en el área temática 4 “Gobernanza avanzada del agua en tiempos de escasez”.

Del conjunto de debates en las cuatro áreas temáticas emergen algunas conclusiones comunes.

1.	 En primer lugar, pese a la necesidad de seguir mejorando la información disponible, existe ya 
un conocimiento sólido y consensos científicos amplios que permiten orientar la acción sin 
esperar a nuevas investigaciones, experimentos y resultados. El gran reto actual no es de 
conocimiento sino de gobernanza. Hay que activar una gestión adaptativa sobre la base 
del conocimiento, involucrando a todos los sectores, ámbitos y voces en las decisiones so-
bre el agua desde una democracia deliberativa y transformando la arquitectura normativa e 
institucional, buena parte de la cual está cada vez más alejada de los retos presentes y futu-
ros y es por tanto cada vez menos capaz de abordarla.
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2.	 En segundo lugar, una adaptación real al cambio climático de las políticas del agua requiere 
repartir la escasez y además gobernar dicho reparto desde criterios de interés público, con 
una asignación social del agua que permita garantizar la prioridad efectiva del abastecimien-
to humano y la discriminación positiva de los modelos de agricultura de mayor valor social y 
ambiental. 

3.	En tercer lugar, La complejidad de los retos y el calado de los cambios necesarios requieren 
alianzas amplias, para lo que hay que seguir impulsando espacios de interlocución y colabo-
ración en torno a los distintos retos, con miradas poliédricas a los problemas, cada vez más 
entrelazados, con vocación integradora de las diferentes voces y con una visión a largo plazo.

A continuación, se presentan las conclusiones de cada área temática.

1. Área temática 1 “Desafíos en el ciclo urbano del agua ante el cambio 
climático”
La revisión de las Directivas del Agua de Consumo Humano y Directiva de Aguas residuales urba-
nas ha transformado el papel de los operadores de los servicios de agua y saneamiento, pasando 
de gestores de servicios a gestores del ciclo urbano del agua integrado en el ciclo natural del agua. 
Estas nuevas responsabilidades deben venir acompañadas de una reforma del marco de gobernan-
za, con nuevos mecanismos de financiación que exceden el ámbito de las tarifas volumétricas y con 
una mejor coordinación de los distintos ámbitos administrativos, aspectos que juegan un papel cla-
ve en esta responsabilidad expandida. Las reformas vinculan los sistemas de abastecimiento con la 
calidad de las masas de agua de las que dependen. Pero esta integración no ha sido tan exitosa en el 
caso de la directiva de aguas residuales urbanas, que sigue enfocada en la calidad del efluente de las 
depuradoras, sin tener en cuenta el estado de la masa de agua receptora.

Las nuevas directivas conforman avances significativos en los distintos atributos vinculados al de-
recho humano al agua y saneamiento, pero se echa en falta un reconocimiento explícito del DHAS, 
algo que sigue siendo necesario ya que se estima que 16 millones de personas en Europa aun no tie-
nen acceso a fuentes seguras de abastecimiento de agua. La transposición al ordenamiento interno 
ofrece oportunidades de garantizar el DHAS. Sin embargo, en España, las distintas administraciones 
con competencias concurrentes en el nuevo enfoque de la Directiva de Agua Potable – Consumo 
y Derechos sociales, MITECO, ayuntamientos -, no reconocen aun plenamente sus responsabilida-
des, por ejemplo, en lo relativo a la elaboración de informes de seguimiento.

La Comisión Europea espera publicar la Estrategia de Resiliencia del Agua en junio de 2025. La es-
trategia busca lograr resiliencia protegiendo las fuentes de agua y fortaleciendo la competitividad 
y la economía circular del agua. La estrategia presenta una oportunidad de avance a la hora de ga-
rantizar la seguridad hídrica en contextos de cambio climático, asegurando el acceso a los servicios, 
reforzando los mecanismos de participación en la gestión del ciclo urbano del agua y priorizando 
el agua para la vida (de las personas y de la naturaleza en su conjunto) frente al agua-economía. Sin 
embargo, el esperado foco de la estrategia en la competitividad y en las soluciones tecnológicas (di-
gitalización, etc.) como prioridad para dar solución a las problemáticas añade nuevos riesgos y vul-
nerabilidades. La publicación de la Estrategia permitirá saber si la misma se centra en apoyar el de-
sarrollo industrial o si es una estrategia con una perspectiva más ambiental.

La regulación del ciclo urbano del agua y en concreto la existencia de un buen regulador puede con-
tribuir a la gestión de la resiliencia y a la reforma estructural del sector, estableciendo un marco le-
gislativo adecuado, unos incentivos para la innovación del sector y unas reformas necesarias para 
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hacer frente a los retos del cambio climático en el ámbito urbano. Estos retos requieren mejorar la 
transparencia, incorporar incentivos financieros para la innovación y medidas que respondan a las 
nuevas necesidades. Las infraestructuras del agua tienen ciclos de vida muy largos, lo que dificulta 
la innovación y en este sentido los reguladores pueden contribuir a dinamizar dicha innovación y pro-
porcionar una visión holística y de largo plazo, definiendo metas, objetivos, evaluación de riesgos e 
indicadores, y publicando información y datos de manera transparente y consistente.

Ante el cambio climático es necesaria una gestión del ciclo urbano del agua basada en ciclos de pla-
nificación integral que consideren todas las fases del ciclo, identificando presiones, disminuyendo la 
exposición, buscando sinergias con otros elementos del ámbito urbano y adaptando la gestión para 
lograr beneficios múltiples. Destacan para ello las soluciones basadas en la naturaleza, que mejoran 
la resiliencia frente al cambio climático. Esta planificación integral debe plantearse desde una pers-
pectiva de participación social y justicia hídrica, priorizando las poblaciones vulnerables y estable-
ciendo mecanismos eficaces de participación y control social, como los observatorios ciudadanos.

2. Área temática 2 “Agua y agricultura: diálogos sobre la 
interdependencia entre socioecosistemas hídricos y agrarios”
El Área Temática 2 tuvo como eje central el reparto social del agua. El punto de partida fue el ejem-
plo de la Mesa Social del Agua de Andalucía, que ha tenido un carácter pionero y se ha erigido como 
un referente para otros territorios. La mesa es un foro de diálogo multisectorial sobre gestión del 
agua, con una representación muy plural de agentes en busca de consensos para caminar hacia un 
reparto justo de un recurso cada vez más escaso. La experiencia ha permitido influir en las decisio-
nes autonómicas del agua, plantear criterios sociales a la gestión de sequías, pero también modelar 
y enriquecer las perspectivas y visiones de los agentes participantes. La mesa proyecta, sobre An-
dalucía y otros territorios, la necesidad de actuar sobre los usos y la disponibilidad del recurso y la 
de considerar la importancia del nexo calidad-cantidad de agua. Es además, en consecuencia, un 
elemento de reflexión fundamental sobre la adaptación al cambio climático. 

El reparto social podría ser un pilar de la gestión en el futuro, pero para ello deberá hacer frente al 
desafío de adaptarse a realidades sociales, agronómicas y territoriales enormemente diversas a es-
cala peninsular. Los criterios de reparto pueden variar muchísimo y para ello será necesario que los 
agentes locales hagan suyas estas iniciativas y co-diseñen adaptaciones de estos principios a sus 
condiciones locales. 

No obstante, se debe reconocer que esta propuesta de reparto social del agua se enfrenta también 
a rigideces institucionales y legales importantes. Una de ellas es la necesidad de revisar el mode-
lo de comunidades de regantes, entre las cuales coexisten magníficos ejemplos de equidad, pero 
otros de gran desequilibrio social, que debería corregirse. En definitiva, hay muchos déficits demo-
cráticos y de procesos participativos en la gestión del agua que es imprescindible revertir para im-
pulsar una transición hídrica justa, que exigen, junto a estas nuevas propuestas de reparto social, un 
mayor grado de transparencia y coordinación institucional.  

Además, el contexto de cambio climático plantea un desafío importante al sector agrario y exige 
el desarrollo de acciones de adaptación que fueron exploradas durante las sesiones de trabajo, a 
partir de distintas metodologías. Estas incluyen la combinación de diversos usos y fórmulas tradi-
cionales de captación, retención y manejo del agua para mejorar la resiliencia frente a la sequía y 
las inundaciones, y excluyen aquellas estrategias de intensificación o modernización de los regadíos 
que incrementan el consumo de los recursos hídricos, y que pueden calificarse como falsas solucio-
nes o malas adaptaciones.
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3. Área temática 3. “Paisajes del agua: la inaplazable asignatura 
pendiente”
Buena parte de los ecosistemas del agua muestran un mal estado de conservación debido mayo-
ritariamente a una mala gestión de nuestros ríos, humedales y zonas costeras. Así, para tener ríos 
sanos y ecológicamente equilibrados es necesario tener crecidas normales, ya que sin esta energía 
y sin este aporte de sedimentos los ríos no recuperan su heterogeneidad, imprescindible para gene-
rar biodiversidad y múltiples servicios. Las restauraciones fluviales deben impulsarse sobre la base 
del conocimiento, evitando malas prácticas que se alejan de las medidas basadas en la naturaleza, a 
pesar de que muchas de estas malas prácticas cuentan con fondos europeos.

Es necesaria una restauración de nuestros maltratados ecosistemas acuáticos sobre los principios 
de capacidad de absorción de los cambios o resiliencia, de adaptabilidad y de capacidad de trans-
formación. Estos principios suponen un cambio sustancial de la idea muy asentada de que el objeti-
vo es el control de los ríos y la estabilización del sistema fluvial. Contrariamente a ello se debe respe-
tar la propia dinámica de los ríos y evitar la visión del río como desagüe. Lejos de plantear planes de 
defensa frente a avenidas debemos aprender a gestionar el riesgo dándole al río no solo protección 
sino espacio y conectividad. El concepto de adaptación debe impregnar todo el contexto social y 
ecológico de la gestión fluvial.

Se necesita por otra parte una mayor atención a los ecosistemas acuáticos costeros como las ma-
rismas, recuperando o manteniendo su funcionalidad ecológica, con especial atención a su comple-
jidad hidrológica. Las experiencias existentes muestran que la dinámica natural de los flujos hídricos 
y salinos mantiene la salud de las marismas. Por ejemplo, los incrementos de salinidad evitan el esta-
blecimiento de las especies exóticas. O, en otro ejemplo, las barras dunares y su aumento en altura 
evitan la intrusión marina durante las tormentas. La implicación social y una percepción positiva de 
la población en relación con la restauración es fundamental, como lo es también un seguimiento ob-
jetivo y crítico de los resultados de la restauración, sin miedo a corregir decisiones, aplicando una 
gestión adaptativa para poder ajustarnos a las necesidades y dinámicas reales de los ecosistemas.

Por otra parte, existen interacciones poco estudiadas entre la salud humana y la salud de los eco-
sistemas que habitualmente no se analizan en el seguimiento ecológico (ni tampoco en los estudios 
sobre salud humana). En este contexto, la determinación y valoración de los servicios ecosistémicos 
es fundamental para relacionar salud ambiental y salud y bienestar humano.  La biodiversidad es un 
factor clave, ya que influye significativamente en los servicios ecosistémicos. Su disminución con-
lleva pérdida de estos servicios, especialmente los regulatorios (procesos ecológicos esenciales) y 
los culturales y tiene, por tanto, efectos negativos en la salud humana. Este nuevo enfoque de salud 
global o salud planetaria, basado en los servicios ecosistémicos, debe tenerse en cuenta en los pro-
gramas de seguimiento de la calidad de los ecosistemas, así como en el monitoreo de las masas de 
agua en aplicación de la Directiva Marco del Agua y las normativas derivadas.

4. Área temática 4. “Gobernanza avanzada del agua en tiempos de 
escasez”
Una gobernanza avanzada requiere cambios profundos, empezando por la participación, que, pese 
a su generalización en normativas y múltiples procedimientos, incluyendo los de la planificación hi-
drológica, sigue realizándose con baja convicción por parte de las administraciones públicas y mu-
chos ámbitos técnicos. En cuanto a los espacios formales de participación, se sigue constatando la 
exclusión de los sectores que no están reconocidos como usuarios directos del agua. Es necesario 
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ampliar el rango de actores que participan en las decisiones del agua en los diferentes órganos de 
gestión, como las comisiones de desembalse, entre otras.

Se necesitan mecanismos que permitan formalizar esta participación, por ejemplo a través de 
acuerdos y decisiones vinculantes que doten de eficacia a dicha participación, siendo conscientes 
de los desafíos que pueden rodear la implementación de tales acuerdos. 

Pese a tales carencias, se abren ciertas ventanas de oportunidad de mejora, como los nuevos de-
sarrollos normativos. Por ejemplo, el relativo al control de la calidad del agua potable, donde podrían 
incluirse mecanismos de control, transparencia y participación. 

Por otra parte, hay que repensar los análisis y discursos sobre la desinformación existente, es decir, 
sobre la facilidad con la que la gente acepta narrativas alternativas e información pseudocientífica, 
con el fin de evitar que puedan ser utilizados desde posiciones tecnocráticas para minimizar la impor-
tancia de una participación amplia y efectiva. Es necesaria una comprensión profunda de los factores 
de fondo que explican el éxito de los flujos de desinformación en el contexto social y político en el que 
tienen lugar, con el fin de orientar de forma más eficaz las acciones para una información veraz.

La disponibilidad de datos e información fiable y en especial su plena accesibilidad y transparencia 
constituye una necesidad transversal en cualquier proceso de mejora de la gobernanza

 Se constatan avances importantes transparencia y acceso a la información, tanto en España como 
en Portugal. No obstante, siguen existiendo importantes cuestiones sobre la gestión del agua en las 
que persisten grandes carencias de transparencia y falta de acceso a la información existente. Ade-
más, deben mejorarse los formatos, para que sean más abiertos y accesibles tanto para un público 
experto como no experto.

Por otra parte, las diferentes experiencias, casos de estudio y debates planteados, aunque aten-
diendo a diferentes realidades territoriales, sociales, económicas y ambientales, coinciden en des-
tacar como principales obstáculos para una avanzada gobernanza del agua el peso excesivo de los 
usuarios directos del agua (como los agrarios y los hidroeléctricos), con privilegios adquiridos histó-
ricamente, la persistencia de una visión productivista del agua, con muchas reticencias al cambio 
y la falta de voluntad política para cambiar este modelo por una gestión más abierta, participativa y 
transparente. 



© Fundación Nueva Cultura del Agua, 
junio 2026

Pedro Cerbuna, 12, 4º dcha.  
50.009 Zaragoza
Tfno: +34 976 76 15 72
fnca@unizar.es
www.fnca.eu

Síguenos en redes sociales para estar  
al día de nuestras actividades.

mailto:fnca@unizar.es
https://fnca.eu/



